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HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación tiene el honor de informar el proyecto de
ley de la referencia, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la
República, señor Gabriel Boric Font, con urgencia calificada de “simple”. 

Se hace presente que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo
36 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió solo en general esta
iniciativa de ley, la que resultó aprobada por la unanimidad de sus integrantes,
Honorables  Senadores  señores  Espinoza,  García  Ruminot,  Quintana,
Sanhueza y Velásquez (5x0).

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Fortalecer la Dirección de Educación Pública y precisar el rol rector
del Ministerio de Educación, creando instancias y mecanismos que favorezcan
la coordinación intersectorial. Asimismo, se busca entregar herramientas que
flexibilicen la gestión administrativa y financiera de los Servicios Locales de
Educación, para asegurar el traspaso total y adecuado del servicio educativo.

- - -

CONSTANCIAS

- Normas de quórum especial: Sí tiene.

- Consulta a la Excma. Corte Suprema: No hubo.

- - - 

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=16705-04


NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se hace presente que los numerales 19), 20), 21), 39), 40), 45), 46)
y 60), del artículo 1° del proyecto de ley en informe, que modifican los artículos
29, 30, 31, octavo, noveno, vigésimo, vigésimo primero y trigésimo segundo
transitorio de la ley número 21.040, que crea el Sistema de Educación Pública,
respectivamente, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de
conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 19 de la Constitución
Política de la República1. 

Asimismo, cabe hacer presente que el numeral 38) del artículo 1° de
la iniciativa legal en informe, en cuanto incorpora un Título V, nuevo, al mismo
cuerpo normativo, el cual contiene los artículos 64 y 64 bis; y el artículo octavo
transitorio, ya citados tienen del mismo modo el referido carácter normativo, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la Carta Fundamental.

En  consecuencia,  las  normas  precedentemente  transcritas,
requieren para su aprobación de la mayoría absoluta de los senadores en
ejercicio,  según  lo  prevé  el  inciso  segundo  del  artículo  66  de  la  Carta
Fundamental.

- - - 

ASISTENCIA

-  Senadores  no  integrantes  de  la  Comisión:  Las Honorables
Senadoras  señoras  Carmen  Gloria  Aravena  Acuña  y  Yasna  Provoste
Campillay.

- Representantes del Ejecutivo e invitados: 

Del Ministerio de Educación: el Ministro señor Nicolás Cataldo; la
Subsecretaria de Educación Superior señora Alejandra Arratia; la Subsecretaria
de Educación Parvularia señora Claudia Lagos; los asesores señoras Andrea
Encalada, Canela Bodenhofer,  Zaida Lara, Valeska Naranjo,  Edith  Alvear y
Melissa Varas y señores Ariel Salinas, Rodrigo Villegas, Gabriel Fernández,
Emerson Jiménez, Leonardo Vilches, Sebastián Henríquez; el periodista señor
José Miguel Gutiérrez, y del área de Comunicaciones la señora Valentina Ríos
y el señor Eduardo Díaz.

1 Es necesario consignar, además de la referencia a las prescripciones constitucionales a que
se ha hecho mención, que las disposiciones de la ley número 21.040 que se han citado fueron
calificadas de tal forma por el Tribunal Constitucional en el respectivo control preventivo de
constitucionalidad (STC Rol Nº 3940-17-CPR.)
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Del  Ministerio  Secretaría  General  de  la  Presidencia:  la  asesora
señora Isadora Venegas.

De la Dirección de Educación Pública: el Director General (S) señor
Rodrigo Egaña y el Jefe del Departamento de Asesoría Jurídica, señor Juan
Paillán Aguilar.

Del  Centro  de  Estudios  Públicos  (CEP):  el  Investigador  señor
Sebastián Izquierdo y la investigadora asistente, señora Trinidad Pacareu.

Del Centro de Incidencia Pivotes: el señor José Manuel Astorga; el
Director de Incidencia señor José Valenzuela; la Directora Ejecutiva señora
Angélica Cepeda y del Área de Comunicaciones la señora Macarena Cox. 

Del  Centro para la Transformación Educativa (CENTRE UC): Su
Director señor Ernesto Treviño.

De Fundación Educación 2020: La Directora Ejecutiva señora Ingrid
Olea;  la  Subdirectora  de  Política  Educativa  señora  Consuelo  Iturrieta  y  la
periodista, señora Carolina Leiva. 

Del Centro de Estudios Idea País: la Directora de Estudios señora
Magdalena Vergara y la investigadora, señora Francisca Figueroa.

Del  Centro  de  Políticas  Públicas  (CPP)  UC:  el  Director,  señor
Ignacio Irarrázaval y el Gestor de Incidencia, señor Andrés Leiva. 

Del  Colegio  de  Profesoras  y  Profesores  de  Chile:  el  Presidente
Nacional,  señor  Mario  Aguilar;  la  Protesorera,  señora  Graciela  Álvarez;  la
Directora, señora Ligia Gallegos; el Vicepresidente, señor Guido Reyes y el
asesor audiovisual, señor Patricio Quintana. 

El  Jefe del  Departamento  Provincial  de Educación Cautín  Norte,
señor Diego Vrsalovic

De la Municipalidad de Las Condes: la alcaldesa señora Daniela
Peñaloza.

Del Consejo de Evaluación de la Nueva Educación Pública: señor
Fernando Peña.

De  Libertad  y  Desarrollo  la  Coordinadora  del  Programa  Social:
señora María Paz Arzola y la Abogada del Programa Legislativo, señora María
Trinidad Schleyer.  
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De  la  Asociación  Nacional  de  Funcionarios  del  Ministerio  de
Educación,  ANDIME:  la  Presidenta,  señora  María  Beatriz  Fuenzalida  y  el
asesor legislativo, señor Felipe Larenas.

De  la  Federación  Metropolitana  de  Estudiantes  Secundarios,
FEMES: el Secretario, señor Joaquín Jerez y los señores Bastián López, Víctor
Chirino y Fabio Salinas.

De  la  Confederación  Nacional  de  Asociaciones  de  Funcionarios
Asistentes  de  la  Educación  de  Chile,  CONFEMUCH:  el  Presidente,  señor
Arturo Escarez.

El  Director  del  Liceo Bicentenario  de Excelencia Polivalente  San
Nicolás de Ñuble, señor Víctor Manuel Reyes.

- Otros: 

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Coordinador del Área de
Políticas Sociales, señor Luis Castro y el investigador, señor Mario Poblete.

Equipos  parlamentarios:  Del  Honorable  Senador  señor  García
Ruminot: el asesor señor Juan Carlos Gazmuri y la periodista señora Andrea
González; del Honorable Senador señor Velásquez, el asesor señor Mauricio
Vásquez; del Honorable Senador señor Quintana, los asesores señora Sabina
Quiroga, y señores Álvaro Pavez y Cristóbal Barra; de la Honorable Senadora
señora Sepúlveda, el asesor señor Sebastián León; de la Honorable Senadora
señora  Aravena  los  asesores  señores  Mario  Mercier  y  Gustavo  Díaz;  del
Honorable Senador señor Sanhueza la asesora señora Carolina Navarrete; del
Honorable  Senador  señor  Espinoza,  la  asesora  señora  Zaida  Lara;  de  la
Honorable Senadora señora Provoste los asesores señores Enrique Soler y
Franklin Sepúlveda, y de la Honorable Senadora señora Gatica, la asesora
señora María José Calderón.

Del Comité PS: la asesora señora Martina Riveros. 

Del Comité UDI: el asesor señor Fernando Castro. 

De  la  Fundación  Jaime  Guzmán:  el  asesor  señor  Juan  José
Llorente.

De  la  Fundación  Libertad  y  Desarrollo:  la  Investigadora  señora
María Trinidad Schleyer.

- - -
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ANTECEDENTES DE HECHO

Para el  debido estudio de este proyecto de ley, se ha tenido en
consideración el  mensaje de Su Excelencia de la República, señor Gabriel
Boric Font.

I. Antecedentes

Señala que, desde las primeras décadas de historia independiente
de nuestro país, la educación pública ha tenido un lugar prioritario entre los
esfuerzos de quienes han buscado construir una república democrática, por
cuanto  es  el  medio  que  otorga,  en  el  encuentro  de  diferentes  realidades,
oportunidades para la construcción de un futuro común. 

En tal sentido, explica que recae en el Estado el deber de construir
una escuela pública capaz de reflejar la diversidad de sus habitantes a lo largo
del todo el territorio nacional, toda vez que esta ha sido reconocida como la
principal herramienta para el florecimiento de las sociedades democráticas. 

Enseguida,  se  refiere  a  la  transformación  radical  que  sufrió  la
educación  a  partir  de  los  años  ochenta,  momento  en  que  los  esfuerzos
realizados por sucesivos gobiernos y administraciones se vieron truncados con
la  instauración  del  régimen  de  administración  municipal,  que  atomizó  los
establecimientos  educacionales,  dejando  la  estabilidad  y  bienestar  de  las
comunidades educativas a merced de las capacidades particulares de cada
municipio.

En este contexto, alude que la ley N°21.040, que crea el Sistema de
Educación Pública, aparece como la mayor apuesta del Estado en materia de
educación en los últimos treinta años, cuyo objetivo era superar la crisis y
deterioro de la educación municipal. Como proyecto de Estado, afirma que es
un compromiso con la educación pública, que busca retomar el desarrollo que
existía previo a las modificaciones impuestas durante la dictadura cívico-militar.

Sin embargo, advierte que la implementación de un proyecto de esta
magnitud está lejos de ser sencilla, ya que requiere de múltiples ajustes para
ser exitosa. A modo de ejemplo, cita la existencia de comunidades que han
visto afectada la continuidad en la prestación del servicio educativo en el último
período,  por  índoles  diversas:  falta  de  disponibilidad  de  recursos  para  la
ejecución de obras de infraestructura, mantenimiento o conservación; lentitud y
rigidez en procedimientos administrativos, especialmente los de remoción por
graves incumplimientos a deberes funcionarios; controles ineficientes o tardíos
de  los  procesos  e  instrumentos  del  Sistema;  carencia  de  mecanismos
preventivos o de anticipación a situaciones críticas; entre otros.

Teniendo esto a la vista,  plantea que el Ministerio de Educación
definió el año 2023 una Estrategia de Consolidación de la Educación Pública,
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que orienta su labor en diferentes niveles, conforme a ejes que coinciden con
las prioridades del  nuevo Sistema, implicando medidas y acciones en todo
ámbito.

En virtud de lo anterior, alude a distintas leyes que han modificado
aspectos claves para la operación de los Servicios Locales, tales como la ley
N° 21.544 del año 2023, o la  ley N°21.653 publicada en enero de 2024, que
permite la designación de un director ejecutivo suplente. Asimismo, explica que
también se han realizado distintas modificaciones administrativas para otorgar
mayor flexibilidad financiera a los Servicios Locales.

Sin embargo, reconoce que, si bien las medidas adoptadas han sido
útiles, no han resultado suficientes. En ese contexto, señala que el proyecto
ingresado bajo el  Boletín 15.902-042,  que abordaba aspectos relevantes en
materia de gobernanza y administración financiera de los Servicios Locales,
tampoco permitía, por sí mismo, dar respuesta a las necesidades del Sistema.

En este marco,  expone que el  proyecto de ley que se presenta
recoge  y  viabiliza  el  avance  de  las  normas  propuestas  en  el  boletín
mencionado, a la vez que amplía su alcance, permitiendo la entrega de una
respuesta normativa aún más robusta y precisa para los desafíos que han
quedado al descubierto durante el último periodo.

II. Objetivos

A partir del escenario descrito, manifiesta que se identificaron los
siguientes propósitos:

1. Fortalecer la Dirección de Educación Pública, otorgándole nuevas
atribuciones  para  la  coordinación  y  conducción  estratégica  del  Sistema de
Educación Pública.

2. Precisar el rol rector del Ministerio de Educación, mejorando sus
mecanismos  de  acompañamiento  a  los  procesos  de  implementación  del
Sistema de Educación Pública, a través de la Subsecretaría de Educación y
Subsecretaría  de  Educación  Parvularia,  así  aquellos  que  permitan  su
coordinación  con  otros  sistemas  y  servicios  que  colaboran  con  su
funcionamiento.

3. Crear instancias y mecanismos que favorezcan la coordinación
intersectorial, además de promover la colaboración de los servicios del sector
educacional  con  el  cumplimiento  efectivo  de  objetivos  del  Sistema  de
Educación Pública.

2 El referido Boletín fue retirado de tramitación por el Ejecutivo, de lo cual se dio cuenta en
Sesión de Sala de esta Corporación, de 3 de abril de 2024 (Mensaje N°030-372).
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4. Entregar herramientas que flexibilicen la gestión administrativa y
financiera de los Servicios Locales, mejorando la entrega de apoyo técnico
pedagógico a los establecimientos educacionales y facilitando su vinculación
con las comunidades educativas.

5.  Asegurar  el  traspaso total  y  adecuado del  servicio  educativo,
ajustando funcionalmente los procesos involucrados y creando herramientas
para el saneamiento de la administración municipal, previo al traspaso.

III. Contenido

Explica que los contenidos de este proyecto se organizan en cinco
ámbitos diferentes:

1.  Ajustes  a  la  gobernanza  descentralizada  del  Sistema  de
Educación Pública. 

A través de este proyecto de ley se pretende perfeccionar el modelo
de  gobernanza,  garantizando  una  mayor  coherencia  y  alineación  entre  los
órganos que forman parte del Sistema, así como entre estos y sus objetivos
estratégicos.  En  ese  contexto,  se  refuerza  el  rol  rector  del  Ministerio  de
Educación, que ejerce tanto al coordinar la relación entre las instituciones que
componen  el  Sistema  de  Aseguramiento  de  la  Calidad  y  el  Sistema  de
Educación Pública. 

Por otro lado, se le entrega una serie de atribuciones a la Dirección
de Educación Pública, que permiten mejorar su margen de acción respecto de
los niveles intermedios.

En cuanto a la gestión administrativa y financiera de los Servicios
Locales, se propone la creación de la Unidad de Infraestructura, Mantención y
Equipamiento. Del mismo modo, se busca facultar a los Directores Ejecutivos
para  realizar  inducciones  a  los  trabajadores  que  se  traspasan,  así  como
también para celebrar convenios de programación con los gobiernos regionales
para el financiamiento de estudios o proyectos de inversión en infraestructura
de establecimientos educacionales de su dependencia.

Por  último,  se  proponen  cambios  que  permiten  a  los  Servicios
Locales  actuar  con  celeridad  en  la  toma  de  decisiones  para  asegurar  la
continuidad del servicio y su funcionamiento en términos óptimos.

En lo  que refiere al  apoyo técnico pedagógico en el  sistema de
educación pública, se aborda la relación entre las Unidades de Apoyo Técnico
Pedagógico (“UATP”) de cada Servicio Local, y los Departamentos Provinciales
(“DEPROV”) respectivos, al esclarecer los ámbitos de competencias que les
corresponden y la forma en que se coordinarán.
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Por  último,  se  recomiendan  una  serie  de  modificaciones  en  el
Comité Directivo Local y el Consejo Local, con el propósito de delimitar sus
funciones  adecuadamente  y  definir,  de  forma explícita,  tanto  su  marco  de
acción, como sus responsabilidades.

2. Coordinación administrativa en el Sistema de Educación Pública. 

Se reconocen dos niveles de coordinación, uno nacional y otro de
alcance regional, ambos con el objeto de promover la alineación y coherencia
de  los  objetivos  definidos  para  todo  el  país,  respetando  los  ámbitos
competenciales  que  corresponden  a  los  órganos  de  los  niveles
desconcentrados y/o descentralizados.

En tal sentido, se propone la creación de un Comité de Ministros
para  la  Educación  Pública  y  de  una  Mesa  Ejecutiva  para  la  coordinación
regional

3.  Correcciones  a  los  procesos  de  traspaso  de  los  servicios
educacionales, desde la administración municipal hacia los Servicios Locales. 

Sobre  este  punto,  cabe  destacar  un  nuevo  diseño  del  Plan  de
Transición, con el objetivo de que se convierta en una herramienta efectiva
para el saneamiento financiero del servicio educacional administrado por los
municipios, favoreciendo un adecuado traspaso al Servicio Local respectivo.

Por otra parte, se esclarece la figura bajo la cual el Ministerio de
Educación concurre al pago de las deudas municipales según lo dispuesto en
el artículo trigésimo cuarto transitorio, precisándose que no resulta obligado al
pago, como sí lo hacen las municipalidades o corporaciones municipales.

En lo que refiere a la instalación y procedimiento de traspaso del
servicio educacional, se proponen diversas modificaciones orientadas a brindar
plazos idóneos para agilizar e incentivar aquellas acciones que se concatenan
con la realización de hitos claves.

Además, se propone modificar y ajustar el marco legal de la figura
del Administrador Provisional con el objeto de establecer con claridad su marco
de competencias y responsabilidades.

4.  Modificaciones  a  otros  cuerpos  legales,  sobre  materias
complementarias a la ley N°21.040.

Se busca modificar la  ley N°20.845, incluyendo así dentro de las
acciones  en las  que  se  puede gastar  el  Fondo  de  Apoyo  a  la  Educación
Pública,  aquellas relacionadas a reparaciones urgentes en infraestructura y
adquisición de equipamiento y mobiliario necesario para asegurar la correcta
prestación del servicio educacional en establecimientos dependientes de los
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Servicios  Locales.  Asimismo,  se  propone  modificar  la  ley  N°  19.979 para
regular  la  aplicación  de  la  obligatoriedad  legal  de  conformar  consejos
parvularios en todos los establecimientos de educación parvularia que reciban
aportes y subvención del Estado, fijando objetivos, integrantes y normas de
funcionamiento que permitan su entrada en vigencia. 

5. Disposiciones transitorias. 

Finalmente, se introducen disposiciones transitorias para determinar
la gradualidad de la entrada en vigencia de las modificaciones introducidas por
este proyecto de ley.

- - -

ASPECTOS CENTRALES DEL DEBATE

La discusión en el seno de la Comisión se enfocó en los siguientes
elementos:

1) La importancia de continuar implementando el Nuevo Sistema de
Educación Pública, con el objeto de mejorar la calidad de la educación a través
de experiencias educativas innovadoras con pertinencia territorial; el trabajo en
red; desarrollo de capacidades, y énfasis en una mayor participación de la
comunidad educativa. 

2) La necesidad de delimitar los ámbitos de acción de los distintos
actores que intervienen en el sistema educacional, para así evitar duplicidades
en  la  función  y  dilución  de  responsabilidades,  tanto  en  lo  que  atañe  a  la
creación  de  nuevas  instancias  dentro  del  mismo,  como  respecto  a  los
Departamentos Provinciales de Educación y las Unidades de Apoyo Técnico
Pedagógico en su relación con los Servicios Locales de Educación.

3) Contrarrestar las nuevas atribuciones que se proponen para los
Directores  Ejecutivos  de  cada  Servicio  Local  en  orden  a  darles  mayor
autonomía, frente a aquellas facultades que se sugieren para la Dirección de
Educación  Pública  como  órgano  conductor  y  coordinador  estratégico  del
Sistema.

4) Respecto a las mejoras o correcciones en el traspaso del servicio
educativo desde la administración municipal  hacia los Servicios Locales de
Educación,  cobraron  relevancia  aquellas  medidas  propuestas  que  hacen
obligatorio el cumplimiento del Plan de Transición; el rol de acompañamiento y
seguimiento en el proceso pedagógico y administrativo de los Departamentos
Provinciales de Educación; la regularización de bienes inmuebles municipales
traspasados  y,  la  precisión  en  los  deberes  de  información  desde  la
administración municipal, que permitan verificar un saneamiento administrativo
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y  financiero  previo  al  traspaso,  con  sanciones  aparejadas  en  caso  de
incumplimiento.

5)  La  posibilidad  de  permitir  a  aquellos  establecimientos
municipalizados que presentan buenos resultados, no ser traspasados a un
Servicio Local, pudiendo permanecer en dicha calidad mientras demuestren
cumplimiento por parte de los sostenedores. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL3

A.-  Presentación  del  proyecto  de  ley  por  parte  de  las  autoridades
ministeriales y debate preliminar en la Comisión.

Al comenzar el análisis de la proposición de ley, la Comisión recibió
en audiencia al Ministro de Educación, señor Nicolás Cataldo, quien efectuó
una  presentación4,  la  que  a  modo  de  introducción,  realzó  los  siguientes
aspectos de los seis años que van de implementación de la ley N° 21.040:

3 A continuación, figura el link de las sesiones, transmitidas por TV Senado, que la Comisión
dedicó al estudio del proyecto:
- Sesión de 15 de abril de 2024:  
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/educacion/comision-de-educacion/2024-
04-15/162249.html
- Sesión de 17 de abril de 2024:  
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/educacion/comision-de-educacion/2024-
04-16/165830.html 
- Sesión de 24 de abril de 2024:   
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/educacion/comision-de-educacion/2024-
04-23/161717.html 
- Sesión de 8 de mayo de 2024:
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/educacion/comision-de-educacion/2024-
05-07/164925.html 
- Sesión de 15 de mayo de 2024:  
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/educacion/comision-de-educacion/2024-
05-15/081844.html 
- Sesión de 31 de mayo de 2024:  
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/educacion/comision-de-educacion/2024-
05-30/155345.html 
- Sesión de 5 de junio de 2024:  
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/educacion/comision-de-educacion/2024-
06-05/074545.html 

4 La presentación de la autoridad ministerial se puede descargar en el siguiente enlace:
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19309&tipodoc=docto_comision 
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En cuanto  a  los  avances,  precisó  que  los  Servicios  Locales  de
Educación Pública como segmento, presentaron -en general- un incremento
sustantivo  en  los  resultados  del  SIMCE,  aunque  por  debajo  de  colegios
particulares pagados o subvencionados.

Enseguida destacó la expansión de buenas prácticas, las que se
han ido sistematizando por la Dirección de Educación Pública con la finalidad
de poder replicarlas en otros lugares. Del mismo modo, precisó que se han ido
haciendo ciertos ajustes, a raíz de los errores y fallas que se han detectado en
el proceso de transición.

En tal contexto, enfatizó que la experiencia de sistemas educativos
internacionales de los últimos años, ha demostrado que organizar sistemas
descentralizados de gestión local educativa con pertinencia local y territorial
favorecen  una  educación  de  calidad,  al  producirse  aprendizajes  más
significativos  y  profundos;  mayor  participación  e  involucramiento  de  las
comunidades y sus estudiantes, y mejores posibilidades de gestionar trabajo en
red  entre  los  establecimientos,  sus  directivos  y  docentes,  lo  que  -según
sostuvo- impacta directamente en el desarrollo de competencias profesionales.

De  acuerdo  a  ello,  puso  de  relieve  que  una  reforma  de  esta
envergadura requiere revisiones y ajustes, haciendo presente que el proyecto
de ley considera recomendaciones y diagnósticos transversales que coinciden
en la urgencia de mejorar el funcionamiento del traspaso, gobernanza y gestión
del Sistema de Educación Pública.

Asimismo, indicó que la propuesta forma parte de un conjunto más
amplio de medidas administrativas y legislativas ya implementadas en el actual
gobierno, tales como la contenida en la ley N° 21.653 publicada en enero de
2024, que permite la designación de un director ejecutivo suplente, o aquella
que  asegura  la  existencia  de  “caja  chica”  en  los  Servicios  Locales  de
Educación, permitiendo descentralizar el presupuesto a nivel escuela.

Por otro lado, destacó que la instalación de la Nueva Educación
Pública es un proceso, y como tal, a partir del debate informado basado en
evidencia y con altura de miras, puede llevar a importantes mejoras al Sistema.
En tal sentido, previno que probablemente la iniciativa legal en informe no sea
la última destinada a hacer ajustes a la ley N° 21.040, habida cuenta de los
años que aún restan para el proceso de implementación.

Finalmente, planteó que este proceso busca fortalecer la capacidad
efectiva de los jardines, escuelas y liceos públicos, situando tal finalidad como
esencial  para revertir  las desigualdades desde la edad más temprana, que
asegure una concepción de trayectoria educativa.

Luego, el señor Ministro se refirió a los siguientes puntos:
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I. Contexto de la ley N° 21.040  

1) El 24 de noviembre de 2017 se publica la ley N°21.040 que crea
el  Sistema de  Educación Pública,  iniciando  la  reforma más  importante  del
sistema educativo chileno de las últimas décadas.

2) La ley N°21.040 fue aprobada con un respaldo transversal en la
Cámara de Diputadas y Diputados y con unanimidad en el Senado.

3)  Dicho  consenso  reflejó  la  voluntad  de  reformar  la  educación
pública municipal, sobre la base de un diagnóstico compartido que daba cuenta
de  la  debilidad  de  la  mayoría  de  los  municipios  a  cargo  de  la  gestión  y
administración de la educación.

4) Esta reforma permite que el Estado ejerza correctamente su rol
como garante del derecho a la educación de calidad, con equidad territorial, sin
depender de los ingresos y las capacidades de los municipios. Acotó que esto
tiene por objeto reducir las brechas territoriales que son parte de la realidad
nacional.

5) El Sistema de Educación Pública potencia la mejora educativa, el
acompañamiento  y  el  desarrollo  de  capacidades.  Los  Servicios  Locales
aseguran un enfoque en la tarea educativa.

6)  La  creación  del  nuevo  Sistema  de  Educación  Pública  fue
producto de un extenso debate sobre la crisis de la educación municipalizada.
Algunos elementos de este diagnóstico, que siguen vigentes, son:

a) Crisis en su gestión administrativa y financiera. Puntualizó
que durante el año 2016 un 13% de los municipios estaban en un desequilibrio
financiero  relevante,  debido a  que se  estaba gastando casi  el  85% de su
presupuesto en pagar sueldos, lo que dejaba poco margen para la innovación
pedagógica o en infraestructura. Agregó que, en el año 2022, dicha cifra se
elevó  al  58%,  llegando  en  la  actualidad  a  superar  el  100% en  pagos  de
remuneraciones.

b) Alta segregación escolar, grandes brechas de aprendizaje y
baja sostenida de la matrícula pública llegando a un 35% en 2023, si se le
compara a cuando se inició el proceso de municipalización, en que la matrícula
en educación pública ascendía a un 85%.

c) Baja rendición de cuentas en materia educacional. Expresó
que, por una parte, las autoridades no cuentan con los incentivos adecuados
para ejecutar lo que la ley mandata, y por otra, la existencia de bajas sanciones
a la infracción en su gestión. 
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d)  Recursos  y  capacidades  distribuidos  inequitativamente.
Planteó que municipios pequeños, altamente dependientes del Fondo Común
Municipal,  y  que  no generan  ingresos  propios  permanentes,  tienen  menos
posibilidades  de  acceder  a  inyecciones  de  recursos  provenientes  del  nivel
central

e) Atomización y escala inadecuada, y dificultad de articulación
de 345 unidades. Sobre este punto, recalcó que lamentablemente las buenas
experiencias no han permeado al resto del Sistema.

f)  Las deudas  y  déficit  de  financiamiento  municipal  se  han
agudizado los últimos años, afectando la provisión del servicio educativo. Por
tanto, de acuerdo al gráfico del costado izquierdo de la lámina, que representa
los tramos de criticidad para gasto en personal sobre ingresos operacionales
elaborado en base a las categorías definidas por la propia Superintendencia de
Educación, sostuvo que se puede apreciar que en el nivel 1 se manifiesta una
baja criticidad, puesto que el gasto en personal corresponde hasta un 75% del
ingreso operacional. Lo mismo ocurre -según expuso- con los sostenedores
municipales en tramos de criticidad, en que destaca que, en el año 2022, el
tramo 3 aumentó hasta llegar a un 58,6%.

g) El déficit financiero ha afectado la adecuada mantención de
los  centros  educativos,  el  pago de sueldos de docentes  y  asistentes,  y  la
innovación y mejora educativa.
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A raíz de lo anterior, comentó que una de las medidas para mitigar
tal  situación  ha  sido  nombrar  administradores  provisionales,  tal  como  ha
ocurrido en la comuna de Ancud y Til Til.

En atención al  gráfico precedente, el  Honorable Senador señor
Sanhueza consultó a la autoridad ministerial, cuál era el motivo por el cual se
observa un incremento progresivo en el tramo 3 -respecto a los sostenedores
municipales- en el período que va desde el año 2019 al 2022.

El Jefe de la Cartera de Educación señor Cataldo, explicó que el
proceso  post  pandémico  trajo  como  consecuencia  una  disminución  de  la
asistencia escolar, lo cual genera diferencias de ingresos. Al mismo tiempo,
sostuvo que también contribuyó al incremento señalado la forma en cómo se
construyó el  Fondo de Apoyo a  la  Educación Pública  (FAEP),  puesto  que
estaba previsto que este fuese disminuyendo paulatinamente a medida que
avanzaba la transición, lo que ocasionó que al año 2022 se encontrara en su
nivel más bajo. Como tercer elemento relacionado con el empeoramiento de
las condiciones financieras, citó también el problema de los flujos de pago de
remuneraciones -  particularmente de las cotizaciones previsionales-  en que
además de que la deuda previsional crece de manera exponencial por la ley N°
19.631 “Bustos-Seguel”, las sanciones asociadas a su no pago se traducen
principalmente en retención de recursos públicos.

Respecto a la deuda previsional de los sostenedores municipales,
destacó los siguientes puntos:

 Dadas las condiciones actuales, al término del proceso de traspaso, 42
de los 70 Servicios Locales tendrán al menos una comuna con deuda
previsional.

 7 de los 15 Servicios Locales con el servicio educativo ya traspasado
heredaron deudas previsionales.

 El total de la deuda previsional a fines del 2022 superaba los 100 mil
millones de pesos.

 Se deben perfeccionar los mecanismos para resguardar el derecho de
los trabajadores al pago de sus deudas previsionales.

Sin  perjuicio  de  lo  señalado,  acotó  que la  ley  N°  21.040  en  su
artículo trigésimo cuarto transitorio, contempla la forma en que se subsana la
deuda previsional post traspaso. Lo anterior, según expresó, significa el pago
de  una  gran  cantidad  de  multas  e  intereses  que  terminan  impactando  las
finanzas de los propios municipios. En ese sentido, realzó la importancia del
proceso previo al traspaso, situándolo como determinante para que el Servicio
Local no nazca con deudas de arrastre.
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II.  Implementación  del  Sistema  de  Educación  Pública,  datos
relevantes y resultados educativos  

Enseguida se refirió al estado de implementación de los Servicios
Locales, como se muestra en la siguiente lámina:

En cuanto a la escala de implementación, detalló los datos que se
exponen en el  gráfico que se muestra a continuación,  en donde las cifras
contenidas en los rectángulos azules representan lo que se ha avanzado a la
fecha, y en los amarillos, lo que aún falta:
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A continuación, el señor Ministro destacó la existencia de diversos
estudios, informes del Consejo de Evaluación, así como la propia experiencia
de actores que forman parte del Sistema, los cuales identifican avances en
materia de calidad educativa y procesos de enseñanza y aprendizaje, así como
en gestión y acompañamiento a los establecimientos bajo su dependencia.

Relevó principalmente lo concluido por el informe del año 2022 del
Consejo de Evaluación, que situó como una fortaleza del Sistema el rol de las
Unidades de Acompañamiento  Técnico  Pedagógico  como responsables  de
apoyar  y  desarrollar  capacidades  en  los  equipos  pedagógicos  de  las
comunidades educativas.

Seguidamente,  comentó  que,  en  el  2022,  la  Universidad  Diego
Portales aplicó una encuesta a 260 directores y directoras de establecimientos
pertenecientes  a  Servicios  Locales,  agregando  que  los  encuestados
concluyeron  que,  si  bien  este  proceso  está  aún  en  desarrollo,  se  pueden
observar mejoras a nivel de gestión de los establecimientos y de apoyo técnico
pedagógico por parte del sostenedor (Muñoz, Weinstein y Álvarez, 2022).

Luego,  relató  que  los  11  Servicios  Locales  que  entraron  en
funcionamiento entre 2018 y 2020, tuvieron una mayor tasa de apertura en
contexto de pandemia, aumentando la capacidad de mitigar el descenso en
aprendizajes. Esta experiencia -añadió- da cuenta de una mayor flexibilidad del
Sistema  para  responder  a  situaciones  de  crisis  (CIAE  UCH,  Escuela  de
Gobierno UC, Instituto Sociología UC, 2021).

En esa línea, sostuvo que el Consejo de Evaluación de la Nueva
Educación Pública, en su informe del año 2022, también constató entre los
aspectos bien evaluados por los actores del Sistema, la posibilidad de contar
con presupuesto anual para ser utilizado en mejoramiento de la infraestructura
educativa sin tener que postular a financiamiento.

Acotó que la experiencia del Servicio Local de Educación Gabriela
Mistral es ilustrativa en este punto, toda vez que entre los años 2022 y 2023 ha
hecho  una  inversión  en  mantención  y  conservación  por  sobre  los  $9  mil
millones solo en proyectos de conservación de infraestructura, beneficiando al
61% de sus establecimientos.

Por  su  parte,  informó  que  los  Servicios  Locales  de  Educación
Barrancas, Puerto Cordillera y Andalién Sur también destacan en este ámbito,
habiendo  invertido  cada  uno  más  de  $8  mil  millones  en  proyectos  de
conservación de infraestructura desde el inicio de sus funciones.

En lo que refiere a los resultados educativos, especialmente a partir
de los resultados del SIMCE del año 2022, observó que los establecimientos
de Servicios Locales amortiguaron de mejor forma la caída de puntajes en el
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período 2018–2022, en comparación con establecimientos de grupos similares
desde un ámbito socioeconómico.

Luego, en lo que atañe al SIMCE del año 2023, expresó que el
sistema educativo evidencia los primeros signos de recuperación después de
tres años en contexto de pandemia, alcanzando puntajes similares a los años
previos a esta. Muestra de aquello -según resaltó- es el alza en la asignatura
de matemáticas, área que históricamente ha sido la que presenta mayores
desafíos.

Agregó  que,  en  promedio,  los  Servicios  Locales  de  educación
pública suben sus resultados en todas las asignaturas y niveles, sin importar el
año en el cual iniciaron sus funciones, como se puede constatar en la siguiente
lámina:

Puntualizó que las alzas que se muestran son muy significativas, si
se considera que también el sector municipal crece de forma similar.

Enseguida,  informó  respecto  de  los  resultados  educativos  en  el
contexto internacional, de acuerdo con la siguiente gráfica:
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Resultados educativos en el contexto internacional
PISA 2023

• Chile está por debajo del
promedio OCDE en todas
las asignaturas.

• Chile está por sobre 
promedio países PI B 
similar a Chile y por 
promedio países 
Latinoamérica.

En cuanto a los resultados del SIMCE en lectura, previno que los
Servicios  Locales  han ido  experimentando un  descenso en  la  cantidad de
estudiantes en nivel  insuficiente,  aproximándose a los del  sector municipal,
como se puede ver en la siguiente lámina:

Destacó también que la concentración de estudiantes vulnerables
en Servicios Locales, es muy superior al resto del Sistema, incluso municipal.

En  lo  que  refiere  a  la  promoción  de  estudiantes,  enfatizó  los
siguientes aspectos:
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1.  Previo  a  la  implementación  de  los  Servicios  Locales,  los
establecimientos tenían tasas de promoción más bajas de lo que se observan
al 2023.

2. Comparten tendencia con la municipal  y la nacional  e incluso
reducen la brecha desde el 2022 al 2023.

3.  La  brecha  entre  los  estudiantes  promovidos  de  los  Servicios
Locales y la tendencia nacional ha ido disminuyendo en el tiempo.

4.  En  el  año  2015,  los  Servicios  Locales  tenían  un  88,9%  de
estudiantes promovidos, evidenciando una brecha de 2,8 puntos porcentuales
con la tendencia nacional (91,7%).

5. En el  período de pandemia en 2020 esta brecha se estrecha
llegando a una diferencia de solo 0,7 puntos porcentuales. Sin embargo, esta
brecha se vuelve ampliar, pero en menor medida que lo mostrado en años
previos.

6. Para el  año 2023 se observa una brecha de solo 1,4 puntos
porcentuales.

Asimismo, realzó que los Servicios Locales que iniciaron en el año
2019  presentan  un  aumento  significativo  en  sus  puntajes  promedio  de
matemáticas de 2° año de enseñanza media. Por su parte,  en la medición
2023,  aquellos  que  iniciaron  tanto  en  2018  como  en  2019,  alcanzan  el
promedio municipal.

Enseguida,  se  refirió  a  la  matrícula  por  nivel  socioeconómico,
observando que el  73% de la que corresponde a los Servicios Locales de
Educación pertenece a estudiantes de nivel socioeconómico bajo o medio bajo.
Apuntó  a que el  promedio  nacional  es de un 47,1%,  por  lo  que tanto  los
Servicios Locales como el sector municipal, presentan cifras muy superiores a
dicho porcentaje. Lo anterior se puede apreciar en el siguiente cuadro:
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Luego, se detuvo en lo concerniente a la tasa de retención docente
por establecimiento,  según dependencia administrativa,  como se muestra a
continuación:

En ese contexto, previno que los establecimientos correspondientes
a los Servicios Locales de educación, tienen la tasa de retención más alta
desde el año 2017 al 2022.

III. Diagnósticos y evaluaciones a la implementación del Sistema de
Educación Pública  

En este punto, resaltó los siguientes informes y documentos:
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1.) Informes de Evaluación del Consejo Evaluador del Sistema de
Educación Pública (2018 – 2023).

2.) Informe N°98 de Contraloría General de la República (2023), el
cual sirvió de base para la elaboración del presente proyecto de ley5.

3.) Informe de la Cámara de Diputados y Diputadas (2021).

4.)  Protocolo  de  Acuerdo  para  la  Aprobación  de  la  Partida  de
Educación en el Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público 20246.

5.)  Informe  Mineduc  "Encuentros  participativos  por  la  Educación
Pública"  (2022)7,  en  el  que participaron más de 200 actores  vinculados al
Sistema  de  Educación  Pública;  e  Informe  Mineduc  "Gestión  prelegislativa.
Gremios de la Educación" (2022).

6.)  Documentos  de  centros  de  investigación  y  universidades,
organismos internacionales, y organizaciones de la sociedad civil.

En lo  tocante a los elementos  de diagnóstico,  puntualizó  que el
proyecto de ley se fundamenta en ciertos aspectos importantes, que son los
que se describen a continuación:

a) Demoras en los procesos críticos para el funcionamiento de los
Servicios Locales.

b) Baja capacidad de saneamiento de la administración municipal,
previo al traspaso educativo.

c) Falta de atribuciones del Ministerio de Educación, de la Dirección
de Educación Pública y de la Superintendencia de Educación para anticipar e
intervenir casos críticos.

d) Ambigüedad y duplicidad de funciones entre los Departamentos
Provinciales de Educación (DEPROV) y las  Unidades de Apoyo Técnico y
Pedagógico (UATP) de los Servicios Locales de Educación.

e) Rigidez en la gestión administrativa y financiera de los Servicios
Locales.

5 El aludido informe se puede descargar desde el siguiente link:
https://www.contraloria.cl/pdfbuscador/auditoria/d0d818e8097c420d7a4db02b820efec8/html 
6 El Protocolo de la referencia se encuentra disponible en el siguiente link:
https://cms.hacienda.cl/hacienda/assets/documento/descargar/a99fe126a0656/1700832824 
7 Para la descarga del Informe de la referencia, revisar el siguiente link:
https://inclusionyparticipacion.mineduc.cl/wp-content/uploads/sites/113/2023/05/Informe-de-
resultados_Dia%CC%81logos-NEP_2022.pdf 
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f)  Deficiencias  en  coordinación  intersectorial  y  con  servicios
vinculados al proceso de transición.

g) Insuficiencia de la infraestructura educativa.

IV. Ejes para el fortalecimiento del Sistema de Educación Pública  

En primer término, explicó que estos ejes se orientan a través de
medidas legislativas y administrativas, también mediante políticas y programas,
y finalmente por el presente proyecto de ley. Además, puntualizó que cubren
aspectos que se describen en la siguiente lámina:

En  lo  que  refiere  al  primer  punto,  sobre  medidas  legislativas  y
administrativas  que  fueron  llevadas  a  cabo  para  fortalecer  el  Sistema  de
Educación Pública, se encuentra la dictación del  Decreto N°162 del 2022 del
Ministerio  de  Educación,  que  fija  denominación,  ámbito  de  competencia
territorial, domicilio y calendario de instalación con las fechas en que iniciarán
funciones los Servicios Locales de Educación Pública que indica, y deroga los
decretos números 69, 70 y 71 de 2021, todos del Ministerio de Educación.

Lo  anterior,  dada  la  necesidad  de  revisar  el  calendario  original
acordado por la ley N°21.040 para la instalación de los Servicios Locales, tanto
para  ajustar  la  cantidad  de  servicios  que  se  traspasan  anualmente,  como
también los tiempos destinados para la fase de su funcionamiento, previo al
traspaso del servicio educativo. 

Arguyó  que el  calendario  original  comprendía  el  traspaso  de 15
Servicios Locales durante los años 2022, 2023 y 2024, y 14 servicios el año
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2025, por lo que con el referido  Decreto N°162 de 2022, se extiende en dos
años la implementación de los 53 Servicios Locales restantes entre los años
2023 y 2027, significando la creación de 10 Servicios Locales en 2023 y 2024,
11 durante los años 2025, 2026 y 2027.

Por otra parte, también mencionó lo que atañe a la dictación en el
año 2023, de la  ley N° 21.544 que modifica y complementa las normas que
indica respecto  del  sistema educativo.  Explicó que con dicha normativa se
otorgan mayores facultades a la Dirección de Educación Pública para anticipar
y  facilitar  procesos de traspaso en los  casos en que el  nombramiento del
Director Ejecutivo del Servicio Local se viera retrasado, de modo de no afectar
el avance de procesos críticos para la instalación del servicio.

Al mismo tiempo, recordó que la aludida ley modifica los requisitos
exigidos  para  concursar  a  la  dotación  de  los  nuevos  Servicios  Locales,
ampliando  las  posibilidades  de  postulación  de  los  y  las  funcionarias  de
municipios y corporaciones municipales.

En la  misma línea,  acotó  que  se  establece  que el  traspaso  del
servicio  educacional  para los Servicios Locales de Educación que iniciaron
funciones el 1 de marzo de 2022, se produzca el 1 de enero de 2024 y no el 1
de enero de 2023 como estaba previsto.

Por otra parte,  citó la dictación de la  ley N° 21.653 que permite
excepcionalmente  la  designación  de  un  Director  Ejecutivo  suplente,  como
herramienta de intervención para casos de emergencia.

Finalmente, hizo alusión a las medidas de flexibilidad presupuestaria
para  los  Servicios  Locales  que  fueron  aprobadas  en  la  ley  N°  21.640  de
Presupuestos y la ley N° 21.647 de Reajuste del Sector Público, ambas para el
año 2024. Precisamente, planteó que la primera, reguló cuestiones como la
posibilidad de que los Servicios Locales -una vez determinados sus saldos
iniciales de caja y deuda flotante del  año anterior-  pudiesen usarlos previa
solicitud de modificación presupuestaria. Según sostuvo, esto permitirá que se
puedan disponer recursos que antes debían ser reintegrados al fisco.

V. Contenidos proyecto de ley que ajusta la ley N°21.040  

En lo  tocante  a  los  objetivos,  el  señor  Ministro  de  Educación
realzó los siguientes:

a) Asegurar un adecuado traspaso del servicio educativo.

b) Desarrollar capacidades administrativas, financieras y de apoyo
técnico pedagógico en los Servicios Locales.
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c)  Potenciar  la  vinculación  de  los  Servicios  Locales  con  las
comunidades  a  nivel  territorial,  y  no  solamente  con  las  comunidades
educativas.  En  ese  sentido,  expresó  que  este  proceso  no  se  trata  de
desmunicipalizar la educación, sino más bien de crear una Nueva Educación
Pública con los municipios presentes.

d)  Fortalecer  la  Dirección  de  Educación  Pública  entregándole
nuevas atribuciones, con la finalidad de que esta pueda prevenir e intervenir en
situaciones de crisis.

e) Mejorar mecanismos de acompañamiento a la implementación
del Sistema de Educación Pública.

f)  Reconocer  el  estatus  de  política  de  Estado  del  Sistema  de
Educación  Pública,  abarcando  otras  carteras  ministeriales  además  de
educación.

A.1.- Consultas y observaciones de las y los senadores integrantes de la
Comisión y los que asistieron a sus sesiones.

La Honorable Senadora señora Aravena,  hizo presente algunos
temas que se incorporan al proyecto de ley, los que, a su juicio, han estado
pendientes, tales como el aspecto territorial y la oferta pública estatal. Sobre
este segundo elemento, si bien resaltó la necesidad de ampliar dicha oferta,
criticó  que  se  deja  la  preferencia  al  Servicio  Local  suspendiéndose  las
solicitudes  de  reconocimiento  oficial  de  otros  sostenedores.  Por  tal  razón,
sugirió que debiese primar la calidad de lo que se va a ofertar y la rapidez con
lo que esto se realizará, considerando la escasez de matrículas.

Por otra parte, hizo presente algunas inquietudes, tales como que
los planes de transición -a su entender- debiesen ser obligatorios; que pueda
revisarse el  porcentaje respecto del  cual  los directores de establecimientos
educacionales puedan usar subvenciones, partiendo de la base en cómo se
gastan dichos dineros, y, por último, el número de funcionarios de los Servicios
Locales, junto con la existencia de un manual de funciones, toda vez que -en
su opinión- podría estructurar una mejor manera de operar.

Para concluir, manifestó la premura en que este proyecto de ley se
despache, significando a su modo de ver, una nueva etapa para la educación
pública.

A  su  turno,  el  Honorable  Senador  señor  Sanhueza,  valoró  la
iniciativa, pero hizo hincapié en que el traspaso de terrenos debiese solamente
concentrar lo que se refiere a educación. Apuntó a que se presentan casos
como el del Servicio Local de Educación Punilla Cordillera, en que ha habido
dificultades  porque  dentro  de  los  terrenos  que  se  han  traspasado  se
encuentran los pozos APR, canchas, estadios y otros sitios que son de uso de
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toda la comunidad. De este modo, sugirió que previo al traspaso, se pueda
hacer  un  catastro  con  las  correspondientes  subdivisiones,  que  permitan
determinar con certeza el destino de los terrenos.

Por otra parte, recordó el caso de personas que se desempeñaban
en una municipalidad y que luego fueron traspasadas a un Servicio  Local,
habiendo  en  el  intertanto  postulado  al  bono  de  incentivo  al  retiro.  Según
sostuvo, en tal condición el Ministerio de Educación no podría pagarles, por lo
que quedarían en una situación indeterminada, que podría tener solución si en
el presente proyecto de ley se introdujera alguna norma que diera continuidad a
la situación de tales trabajadores.

En  cuanto  al  reconocimiento  oficial  de  los  establecimientos
educacionales, se mostró sorprendido por las cifras que dejan fuera a una gran
parte de ellos. En ese sentido, propuso que en la ley de presupuestos para el
año 2025, se destinen recursos para solucionar los problemas que aquejan a
aquellos establecimientos que serán traspasados a los Servicios Locales de
Educación.

En lo tocante al transporte escolar, que -en su opinión- actualmente
es asumido como un derecho por las comunidades escolares, recalcó que cada
Servicio Local constituye una realidad territorial diferente, por lo que los costos
asociados a cada uno de ellos también son distintos.

El Honorable Senador señor Velásquez, apuntó a territorializar la
mirada de esta Nueva Educación Pública, en el sentido de que los diseños que
se formulen para su implementación, deben ser acordes con la realidad.

En lo que concierne a los ejes del Sistema de Educación Pública,
instó a incluir también la convivencia escolar y el  área técnico pedagógica,
puesto que, a su juicio, son muy relevantes.

Enseguida,  en lo que refiere a las nuevas competencias que se
estima asignar a los departamentos provinciales, si bien hizo presente el valor
que tienen tales equipos, manifestó cierta desconfianza con los resultados que
se puedan obtener,  en razón de la  relación que se pueda dar  con ciertos
organismos que proporcionan asistencia técnico educativa (ATE).

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana, recordó que
uno de los instrumentos más importantes que se haya acordado lo constituye el
Protocolo suscrito entre el Ministerio de Educación y los señores Senadores,
conducente  a  la  aprobación  de  la  Partida  de  Educación  en  la  ley  de
Presupuestos  para  el  año  2024,  siendo  la  presente  iniciativa,  uno  de  los
compromisos que este contenía.

Seguidamente,  valoró  los  diagnósticos  efectuados  en  la
presentación ministerial que llevaron a elaborar el proyecto de ley en examen,
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adhiriendo  además  a  las  aprensiones  expuestas  precedentemente,
especialmente en lo que refiere a los temas territoriales.

En cuanto a los nudos detectados, resaltó que -a su entender- la
rigidez en la gestión administrativa y financiera de los Servicios Locales y la
ambigüedad y duplicidad de funciones de los Departamentos Provinciales de
Educación (DIPROV) y las Unidades de Apoyo Técnico y Pedagógico (UATP),
no tendrían correlato con los objetivos que se proponen.

Finalmente, relevó los buenos resultados que ha tenido la política de
vinculación con el medio que desarrolla el Senado con la iniciativa de “Senado
en tu sala”, donde enfatizó en la conveniencia de también incluir visitas a los
Servicios Locales de Educación.

El  Ministro  de  Educación,  señor  Cataldo, valoró  el  ánimo
manifestado por la Comisión, relativo a encontrar soluciones a los problemas
que se  han presentado en el  proceso de implementación  de los  Servicios
Locales de Educación, y al mismo tiempo, puso de relieve la premura para que
la presente iniciativa legal sea tramitada con rapidez.

En cuanto a las consultas formuladas, aclaró que la ambigüedad y
duplicidad  de  funciones  de  los  Departamentos  Provinciales  de  Educación
(DEPROV) y  las  Unidades de Apoyo Técnico  y  Pedagógico  (UATP)  están
contenidas dentro de otros objetivos del proyecto, como es el desarrollo de
capacidades administrativas y financieras de apoyo técnico-pedagógico y en el
mejoramiento de los mecanismos de acompañamiento a la implementación del
Sistema de Educación Pública. 

En  ese  sentido,  puntualizó  que  en  esta  oportunidad  se  está
resolviendo lo que tiene que ver con los ámbitos de acción de cada una de
esas  dependencias,  donde  los  Departamentos  Provinciales  de  Educación
actuarían  a  nivel  de  Servicios  para  efectos  del  alineamiento  de  la  política
educativa y el acompañamiento técnico pedagógico, en tanto, las Unidades de
Apoyo Técnico y Pedagógico llegarían al nivel de escuela.

Por otra parte, anunció que prontamente se verificará el ingreso por
parte del Ejecutivo, de proyectos de ley complementarios al que se discute,
tales como la indicación sustitutiva al  boletín N° 13.893-04 sobre Convivencia
Escolar.

En cuanto al traspaso de terrenos, argumentó que el proyecto de ley
contempla, especialmente en su artículo vigésimo transitorio bis, la normativa
correspondiente  a  su  regularización,  tanto  para  aquellos  que  ya  han  sido
traspasados como para los que se encuentran en régimen de transición.

En  lo  referente  al  reconocimiento  oficial  de  establecimientos
educacionales, planteó que el artículo 27 bis nuevo del proyecto de ley viene a
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establecer los cimientos de una política de infraestructura escolar,  donde a
través de un fondo especial, se podrá disponer a largo plazo de un proceso de
inversión expedito y acelerado. Según sostuvo, dicho fondo podrá dar sustento
a la construcción de nuevos establecimientos donde exista escasez de oferta
educativa.

Asimismo, comentó que la presente iniciativa viene a extender la
vigencia del Fondo de Apoyo a la Educación Pública (FAEP), el que también se
vio aumentado vía ley de Presupuestos, y que, al mismo tiempo, ha sido el
gran sostén en lo que refiere a transporte escolar. Agregó que este ámbito
necesita una adecuada coordinación con la Seremi de Transporte de la región
que corresponda.

Por último, en respuesta a lo consultado por la Honorable Senadora
señora Aravena, arguyó que no se incluyó una regulación específica sobre
creación de oficinas locales en la presente iniciativa, puesto que se consideró
que la actual ley ya lo contempla. No obstante, se mostró abierto a precisar de
mejor manera tal circunstancia, sí así lo estima la Comisión.

A.2.-  Recapitulación  Subsecretaria  de  Educación  señora  Alejandra
Arratia.

Posteriormente, la Subsecretaria de Educación señora Alejandra
Arratia8, a modo de recapitulación de la exposición efectuada por el Ministro de
Educación señor Cataldo, expresó que la iniciativa legal en informe se basa en
una serie de conclusiones transversales y elementos diagnósticos que se han
ido generando en el  proceso de implementación del Sistema de Educación
Pública.

En  primer  término,  recordó  que  la  ley  N°  21.040  definió  dos
importantes aspectos: la gradualidad en la implementación y la configuración
de un Consejo de Evaluación. Acotó que su exposición se centra en aquellas
modificaciones que se proponen respecto de la gobernanza del modelo del
Sistema de Educación Pública, lo que corresponde a los siguientes objetivos:

1.  Fortalecer  la  Dirección  de  Educación  Pública  entregándole
nuevas atribuciones.

2. Mejorar mecanismos de acompañamiento a la implementación
del Sistema de Educación Pública.

3.  Reconocer  el  estatus  de  política  de  Estado  del  Sistema  de
Educación Pública.

8 La presentación de la autoridad ministerial se puede descargar desde el siguiente link:
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19747&tipodoc=docto_comision 
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En  lo  que  atañe  específicamente  a  las  modificaciones  que  se
proponen en la iniciativa legal al modelo de gobernanza, mencionó las que se
indican a continuación:

a) Refuerza el rol de los distintos órganos que integran el Sistema,
manteniendo el modelo de gobernanza descentralizada: 

a.1) Esclarece funciones para el ejercicio del rol rector del Ministerio
de Educación: 

Señaló  que  se  busca  resguardar  la  pertinencia  territorial  de  la
educación  pública,  lo  que  se  vincula  con  las  definiciones  curriculares  del
Consejo Nacional de Educación y la posibilidad de elaborar programas propios
para los territorios.

Por otra parte, observó que las Secretarías Regionales Ministeriales
hasta ahora no han tenido un rol protagónico en el apoyo a la implementación
de esta  ley,  aún cuando están conformadas por  equipos que conocen los
territorios, los desafíos y las fortalezas. De tal manera que, en la iniciativa, se
propone  dinamizar  el  proceso  de  implementación  de  esta  política  pública,
reconociendo y formalizando las funciones que pueden cumplir  y  de cierta
manera  han  estado  desempeñando  tanto  las  Seremías  como  los
Departamentos Provinciales de Educación.

Pese a ello, advirtió que lo anterior no implica que se les tenga como
integrantes del Sistema de Educación Pública, sino más bien, desde el rol que
tienen como organismos con marcada expresión territorial  del  Ministerio de
Educación,  se  pretende  una  acción  más  articulada  para  el  apoyo  en  la
instalación y funcionamiento de los Servicios Locales de Educación.

En definitiva, expresó que:

 Funciones de la Secretaría Regional Ministerial

i)  Reconoce  funciones  a  las  Seremías  en  la  coordinación  de
entidades públicas de la región respecto del Sistema de Educación Pública.

ii)  Entrega atribuciones para  el  seguimiento  de los  procesos del
Sistema de Educación Pública que se desarrollan en cada región.

 Funciones Departamento Provincial de Educación

i)  Reconoce  las  funciones  que  realiza  en  el  apoyo  técnico
pedagógico a los Servicios Locales.

ii)  Delimita  competencias  entre  Departamentos  Provinciales  de
Educación  y  Unidades  de  Apoyo  Técnico  Pedagógico.  Sobre  este  punto,
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expresó que establecen una serie de medidas que permitirían garantizar una
mayor  eficiencia  en  el  apoyo  a  los  establecimientos  educativos,  como,
asimismo, la importancia de llevar la discusión al  aula,  teniendo en cuenta
cómo impacta en el ámbito técnico-pedagógico.

a.2)  Entrega  nuevas  atribuciones  a  la  Dirección  de  Educación
Pública,  que permiten  ejercer  la  conducción  y  coordinación  estratégica  del
Sistema.

Sobre el particular, recalcó que lo que se busca es que el rol de la
Dirección  de  Educación  Pública  no  solamente  sea  de  acompañamiento  al
Sistema  de  Educación  Pública,  por  lo  que  se  le  asignan  las  siguientes
atribuciones:

i) Transferir recursos directos a los Servicios Locales para fines de
infraestructura y equipamiento.

ii)  Dictar  instrucciones  generales  en  materias  administrativas  y
financieras.

iii) Celebrar convenios de programación con Gobiernos Regionales
para  el  financiamiento  de  infraestructura,  así  como  también  de  transporte
escolar.

iv) Generar observaciones vinculantes a los instrumentos de gestión
que rigen a  los  Servicios  Locales  para  mayor  coherencia  interna y  con la
Estrategia Nacional de Educación Pública.

Enseguida, describió la siguiente lámina, apuntando a que explica
cómo está pensada la división de funciones entre los Servicios Locales y los
Departamentos Provinciales de Educación previo al traspaso:
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Luego, se refirió a la etapa de traspaso o de régimen del Servicio
Local.  Sobre  este  punto,  donde  sostuvo  que  existe  un  fuerte  trabajo  de
acompañamiento  y seguimiento en el  proceso pedagógico y administrativo.
Puntualizó que los Departamentos Provinciales tendrían el  papel  de ser un
apoyo en lo que refiere a políticas ministeriales. Lo anterior aparece detallado
en la siguiente lámina:

La  Honorable  Senadora  señora  Aravena,  comentó  que  la
estructura que se propone es completamente nueva, ya que -a su parecer-
hasta ahora, se tenía como algo más bien voluntarioso el grado de vinculación
que cada Dirección Provincial tiene con los Servicios Locales.
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En tal sentido, el  Honorable Senador señor Velásquez, planteó
que las nuevas funciones que se busca implementar, debiesen situarse como
lo central en el debate. Valoró que se releve el papel de la Dirección Provincial
de  Educación  desde  los  equipos  técnico-pedagógicos  en  relación  con  los
procesos formativos.

La Subsecretaria de Educación señora Arratia, en lo que atañe a
lo  afirmado  por  la  Honorable  Senadora  señora  Aravena,  manifestó  estar
conteste, puesto que el rol de los Departamentos Provinciales ha sido uno de
los puntos que ha generado mayor debate.

En lo que refiere a lo señalado por el  Honorable Senador señor
Velásquez, coincidió en que es crucial apuntar a cómo se resguarda que los
niños y niñas puedan tener una experiencia formativa que les permita aprender
con  pensamiento  crítico,  estando  capacitados  -por  ejemplo-  para  poder
diferenciar entre un hecho y una opinión.

b) Adecúa los instrumentos de gestión que permiten la conducción
estratégica del Sistema.

b.1) Instrumentos de gestión a nivel nacional:

La personera de gobierno señora Arratia, indicó que la Estrategia
Nacional de Educación Pública fue una definición que tomó la ley N° 21.040, en
la línea de avanzar para que la educación pública sea una política de Estado.
Aclaró que dicha Estrategia es propuesta por el Ministerio de Educación, pero
aprobada por el Consejo Nacional de Educación, teniendo una duración de 8
años. Resaltó la importancia de monitorear esta Estrategia e ir evaluándola con
participación de los actores involucrados.

En definitiva, se proponen las siguientes directrices:

i). Evaluación anual de la Estrategia Nacional de Educación Pública
a cargo de la Dirección de Educación Pública.

ii). Establecimiento de metas y objetivos de carácter anual.

iii). Reforzamiento del carácter participativo de la construcción de la
Estrategia Nacional de Educación Pública.

b.2) Instrumentos de gestión a nivel de Servicio Local.

i) Refuerza el Convenio de Gestión Educativa como instrumento que
permita  alertar  problemas  de  funcionamiento  en  los  Servicios  Locales.
Remarcó que se modifica en general el diseño, toda vez que la experiencia ha
mostrado que el instrumento permite medir el avance de los procesos, mas no
monitorear tan de cerca el rol que está teniendo el Director Ejecutivo en el
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desarrollo  de  estos.  Por  tanto,  postuló  a  que  la  idea  es  que  se  permita
monitorear tanto el desempeño de los directores ejecutivos como también la
instalación e implementación del quehacer del Servicio Local.

ii)  La  Dirección  de  Educación  Pública  implementará  un  plan  de
apoyo a directores ejecutivos con un funcionario/a designado para supervisar el
cumplimiento del  plan. En tal  sentido,  consignó que la finalidad es que los
directores puedan contar con un plan de mejoramiento específico respecto de
los ámbitos en que hay deficiencia, fortaleciendo el rol formativo.

iii) Entrega atribución a la Dirección de Educación Pública la facultad
de realizar observaciones vinculantes al Plan Estratégico Local, Plan Anual,
cuando estos no se ajusten a la Estrategia Nacional de Educación Pública.
Este último aspecto -según sostuvo- va en la línea de fomentar la pertinencia
territorial en el Sistema de Educación Pública.

c)  Establece  nuevos  mecanismos  e  instancias  de  coordinación
(tanto a nivel nacional como regional).  

Precisó  que se  crea el  Comité  de  Ministros  para  el  Sistema de
Educación  Pública,  cuyo  objeto  es  coordinar  la  acción  entre  distintos
ministerios y fomentar la colaboración de los servicios públicos relacionados
con ellos. Su función -según explicó- será atender necesidades urgentes del
Sistema  y/o  dar  cumplimiento  a  objetivos  y  metas  de  la  Estrategia
especialmente respecto de aquellas que requieran ejecución.

Especificó que si bien la ley N° 21.040 definió lo que tiene que ver
con la Estrategia Nacional de Educación Pública, no desarrolló lo que tiene que
ver con la gobernanza, es decir, establecer la institucionalidad para la ejecución
de dicha Estrategia.

En la siguiente lámina, se muestra la composición del Comité de
Ministros propuesto, su objetivo, periodicidad de sus sesiones y el encargado
de su seguimiento:
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Al mismo tiempo, se refirió a la propuesta de Mesa Ejecutiva para la
Coordinación  Regional,  respecto  de  la  cual  especificó  que  su  finalidad  es
facilitar  la  coordinación  entre  órganos  y  servicios  públicos  de  cada región,
velando por su articulación, con el fin de apoyar el adecuado funcionamiento de
los Servicios Locales del territorio. Postuló que se estima que cuente con una
planificación  anual  en  base  a  antecedentes  presentados  por  la  Secretaría
Técnica y a definiciones del Comité de Ministros.

Del  mismo  modo,  exhibió  la  siguiente  gráfica  donde  se  puede
apreciar su composición, objetivo, periodicidad y seguimiento.
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Por último, mencionó que el resto de las modificaciones planteadas
se refieren a las siguientes temáticas:

d) Precisar el diseño de los órganos de vinculación territorial.  

e)  Facilitar  la  gestión administrativa y financiera de los Servicios
Locales.  

A modo de conclusión, consignó que el Ejecutivo confía que con
esta visión de largo plazo se logrará que el Sistema de Educación Pública
avance de un modo sostenible. Recalcó la importancia de que estas políticas
de  Estado  trasciendan  en  el  tiempo,  especialmente  en  beneficio  de  la
trayectoria educativa de niños y niñas.

Una vez finalizada la presentación, los Honorables Senadores
manifestaron su opinión al respecto y formularon consultas a la autoridad
ministerial.

El  Honorable  Senador  señor  Quintana,  opinó  que
tradicionalmente  los  Departamentos  Provinciales  de  Educación  han  sido
entidades generales de coordinación orientadas hacia lo administrativo, sin que
hayan  tenido  una  definición  específica  de  sus  tareas.  A  su  juicio,  con  las
modificaciones que se proponen, estas entidades pasarán a tener un rol central
en lo pedagógico, a diferencia de lo que ocurre -a su juicio- con las Seremis de
Educación.

En  tal  contexto,  llamó  a  sincerar  el  rol  que  tendrán  los
Departamentos  Provinciales  de  Educación,  asumiendo  que  serán  la  fuerza
principal en lo técnico-pedagógico.

El Honorable Senador señor Sanhueza, trajo a colación las dudas
que le han planteado los funcionarios de la Dirección Provincial de Educación
de Ñuble, en torno a cuáles serán las tareas que atañen a dicho organismo.
Compartió la opinión del Honorable Senador señor Quintana, en cuanto a la
necesidad de que se aclare de mejor manera el  rol  de dichos organismos,
como representantes de las comunidades en los territorios.

En  tanto,  la  Honorable  Senadora  señora  Aravena valoró
nuevamente el  proyecto de ley y arguyó que los cambios que se anuncian
cambian completamente el  enfoque. En cuanto a la Estrategia Nacional  de
Educación Pública y el Comité de Ministros, manifestó sus dudas respecto a
que se reúnan solamente una vez al año, teniendo presente la necesidad de
una constante evaluación del Sistema.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espinoza hizo presente
la importancia de dejar establecidos los roles que competerán a cada órgano,
en el marco de las mejoras en la calidad de la educación.
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A su turno, el Honorable Senador señor Velásquez consultó cómo
estas modificaciones convergen con el Programa de Integración Escolar (PIE),
al ser complementario al proceso de formación.

El Director (S) de Educación señor Rodrigo Egaña, declaró que
en la actual normativa se estableció un período de 12 años para que el Sistema
quede  completamente  instalado,  correspondiendo  el  presente  al  año  7.
Comentó que durante los 6 primeros años se instalaron 15 Servicios Locales
de Educación, y siendo este año el primero de la segunda fase, se deben
instalar 55. Por tal razón, hizo un llamado a sopesar la magnitud de lo que
significa  la  puesta  en  marcha  de  tal  cantidad  de  Servicios  Locales  de
Educación en un breve tiempo, constituyendo -a su entender- una situación
inédita del Estado en Chile.

Detalló que en el presente proyecto de ley lo que se propone son
ajustes al modelo que permitan llevar adelante la tarea de una mejor manera.
Asimismo, instó a dar celeridad a la aprobación de estas modificaciones tanto
administrativas  como procedimentales,  a  objeto  de  que vayan acorde  a  la
instalación de los Servicios Locales de Educación que aún faltan por poner en
marcha.

En segundo término, hizo presente que la labor principal durante los
6 primeros años fue organizar los Servicios Locales. En ese contexto, enunció
ciertos elementos que en un principio no se tuvieron en cuenta al iniciarse el
proceso de instalación, pero que ahora se incorporan a la iniciativa legal:

- El elemento pedagógico-educativo, que como señaló, asegurará el
tránsito de lo municipal al Servicio Local con una continuidad programada.

-  La  infraestructura.  En  la  norma  vigente  el  departamento  de
infraestructura se trasladó desde la Subsecretaría de Educación a la Dirección
de Educación Pública en la perspectiva de que en el futuro iba a funcionar con
los Servicios Locales. Sin embargo, en el tránsito, debía seguir funcionando
con  los  municipios.  Lo  anterior  -según  expuso-  suscitó  que  los  Servicios
Locales  comenzaran  a  ejecutar  sus  proyectos  de  conservación  en
infraestructura sin un apoyo fuerte.

En tal sentido, profundizó en que se propone crear una estrategia
nacional para la infraestructura escolar, y que, en definitiva, quede establecido
en la ley y no que dependa de la ley de Presupuestos.

-  Participación y gestión de entorno en el territorio. En su opinión,
muchos  de  los  Servicios  Locales  en  su  afán  de  iniciar  funciones,  han
descuidado su relación con los municipios, las comunidades, los gremios y
organizaciones territoriales. Por tal  motivo, apuntó a que la propuesta legal
también considera la estrecha relación que debe darse con los territorios.
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 La configuración de la Dirección de Educación Pública.   Sobre el
particular, estimó que actualmente este organismo puede hacerse cargo de
monitorear los Servicios Locales actualmente en funcionamiento, no obstante,
a futuro, cuando vayan instalándose los restantes, postuló a que su diseño
debe ser  repensado,  especialmente en cuanto  al  aumento de su dotación,
desconcentración de tareas en el territorio, entre otras materias. Arguyó que es
imprescindible  que  todos  los  Servicios  Locales  cuenten  con  orientaciones
comunes y que estas comiencen a disponerse en el menor tiempo posible,
como una forma de anticipar el arduo proceso que se avecina.

La  Subsecretaria de Educación señora Arratia, reafirmó que la
tarea principal de los Departamentos Provinciales de Educación, es tener un rol
de coordinación y apoyar  a las Unidades de Apoyo Técnico y Pedagógico
(UATP), por cuanto son las que llegan directamente a las escuelas.

En lo que refiere a la evaluación permanente, según lo consultado
por  la  Honorable  Senadora  señora  Aravena,  expresó  que  el  Consejo  de
Evaluación debe emitir un informe en el mes de abril de cada año. En cuanto a
la Estrategia Nacional de Educación Pública, adujo que también se piensa que
esta  pueda  tener  evaluaciones  anuales,  con  el  objeto  de  ir  recogiendo
evidencia que sirva para la toma de decisiones. 

B.- Exposiciones de los invitados y debate suscitado en la Comisión con
ocasión de ellas.

1) Del Centro de Estudios Públicos (CEP): el investigador y coordinador
académico señor Sebastián Izquierdo, y la investigadora asistente, señora
Trinidad Pacareu9.

El  investigador  señor  Sebastián  Izquierdo  comenzó  su
presentación enunciando los cuatro puntos sobre los que esta recaería:

a)  Algunos  desafíos  sobre  la  administración  e  instalación  del
Sistema de Educación Pública.

b) Principales comentarios al proyecto de ley (Boletín N° 16.705-04).

c) Aspectos de mejora del proyecto de ley (Boletín N° 16.705-04).

d) Conclusiones.

9 La presentación de los expositores se puede descargar desde el siguiente link: 
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19757&tipodoc=docto_comision 
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A continuación, se desarrolla cada uno de ellos.

a)  Algunos  desafíos  sobre  la  administración  e  instalación  del
Sistema de Educación Pública:

Como primer aspecto, aseveró que para el análisis se tuvieron en
cuenta tres fuentes, cuales son: 

 La discusión legislativa.

 Los 5 informes del Consejo de Evaluación.

 Las 25 Auditorías de la Contraloría.

 Dio cuenta que, como conclusión, se llegó a que las deficiencias
observadas  durante  la  discusión  legislativa,  se  suscitaron  durante  la
implementación  de  los  Servicios  Locales.  En  tal  sentido,  expresó  que  las
debilidades  -más  que  ser  hechos  aislados-  constituyen  situaciones
estructurales.

Entre  las  principales  deficiencias  que  se  han  identificado  en  el
Sistema, mencionó las siguientes:

1.- Diseño de la política. Dentro de la cual sostuvo que existe una
regulación  ambigua y  dilución  de responsabilidades;  un  inadecuado diseño
institucional, y desafíos territoriales.

2.-  Gestión  pedagógica.  Sobre  este  punto,  resaltó  un  evidente
desequilibrio administrativo y pedagógico.

3.- En gestión de infraestructura, observó deficiencias e insuficiencia
de información.

4.- En gestión financiera, apuntó a una sobredotación y burocracia, y
a la rigidez y doble regulación.

5.- En materia de gestión de personal, hizo presente la existencia de
desafíos  en  reclutamiento  sobre  todo  en  zonas  más  aisladas,  y  prácticas
irregulares. 

6.-  En  participación  y  vinculación,  remarcó  ciertos  desafíos  de
instalación y otros propios de la extensión territorial.

En cuanto a los resultados en materia de aprendizaje, planteó que
aún son difíciles de observar  por  el  poco tiempo que ha pasado desde la
entrada en vigencia del Sistema. De manera preliminar, sostuvo que estos son
bastante heterogéneos y que, en promedio, no se podría concluir que a los
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Servicios Locales les ha ido mejor a nivel nacional o respecto de la educación
municipalizada, sin embargo, afirmó que tampoco se podría arribar a la idea de
que sus resultados son deficientes. En tal  sentido, expresó que se pueden
apreciar  ciertos  elementos  de  gestión  muy  positivos  en  algunos  Servicios
Locales, así como también debilidades importantes en otros.

Enseguida, dio cuenta de la opinión que el  Centro de Estudios
Públicos  tiene acerca de la iniciativa legal en informe, señalando que esta
mejora  el  proceso  de implementación  de  los  Servicios  Locales,  al  abordar
ciertas críticas y errores observados durante el proceso de implementación. No
obstante, advirtió que algunas modificaciones propuestas podrían complicar su
funcionamiento  en  la  etapa  de  régimen,  e  incluso  entorpecerla.  Además,
precisó que quedarían algunos aspectos cruciales sin resolver que podrían ser
incorporados  a  esta  iniciativa,  los  que  colaborarían  con  miras  a  tener  un
proceso de desmunicipalización que cuente con una institucionalidad sólida
para el desafío que se tiene como país.

A  continuación,  calificó  como  enorme  el  actual  entramado
burocrático existente con la actual legislación, el cual deja en el último lugar a
los establecimientos educacionales. Por tal razón, razonó que la iniciativa legal
propuesta vendría a complejizar aún más el diseño institucional, al crear un
Comité de Ministros;  aumentar  las funciones de la Dirección de Educación
Pública;  la  creación  de  secretarías  técnicas  dentro  de  las  coordinaciones
regionales, y la creación de los Consejos Parvularios. 

En definitiva, criticó esta formulación, señalando que se construye
desde arriba hacia abajo, cuestionando si las estructuras superiores debiesen
ser  las  encargadas  de  delegar  las  competencias  de  las  escuelas.  En  tal
contexto,  fue  de  la  opinión  que  sería  más  acertado  entregarles  mayor
autonomía  a  los  establecimientos  educacionales,  los  que,  siendo
esencialmente diferentes en necesidades y en tamaño, puedan determinar de
mejor forma el apoyo que requieren, con el objeto que puedan dedicarse al
desempeño en el aula.

Luego,  el  señor  Izquierdo se  refirió  a  los  peligros  en  la
desconfianza del Sistema, advirtiendo que el riesgo de cuoteo político no se
está resolviendo. Detalló que se han visto conflictos de intereses políticos en
ciertos Servicios Locales, por lo que -a su entender- la institucionalidad no ha
madurado lo suficiente para que tales situaciones no ocurran en otros.

Por su parte, declaró que el excesivo control y carga administrativa
proveniente de la propia desconfianza, no solo conduce a los establecimientos
educacionales a tener menor gestión educativa y más burocracia, sino que
también a la paralización, viéndose constreñido el objetivo de mejorar la calidad
educativa.

38



En lo que atañe a los roles y desafíos del entrelazado burocrático,
expresó que hay algunos de ellos que se aprecian como ambiguos. Precisó
que en lo tocante a la Dirección de Educación Pública y en el Comité Directivo
local,  hay  ciertas  correcciones  que  van  en  la  línea  correcta,  pero  no  se
encuentran totalmente resueltas. 

Del mismo modo, apuntó que el apoyo técnico pedagógico queda
radicado en muchas instituciones dependientes del Ministerio de Educación,
tales  como  la  Dirección  de  Educación  Pública,  los  Servicios  Locales  de
Educación y los Departamentos Provinciales de Educación; de manera tal, que
se complejiza la determinación de los responsables para corregir las falencias
que acontezcan.

Seguidamente, analizó lo que a su juicio configurarían los  puntos
ciegos del proyecto de ley. En primer lugar, aludió a un excesivo centralismo y
burocracia. Se preguntó cómo esta institucionalidad va a garantizar que exista
por parte  de los Servicios Locales,  una respuesta oportuna a las múltiples
necesidades de los establecimientos, teniendo presente que tales necesidades
-en algunos casos- son difíciles de planificar, por cuanto aparecen fruto de la
contingencia.

Como segundo punto, hizo un llamado a estudiar la figura jurídica
que hoy en día tienen los Servicios Locales y determinar si es la adecuada para
dar respuesta oportuna en materia educacional. Puntualizó que el Sistema está
pensado en ser una institucionalidad a largo plazo, pero los Servicios Locales
están sujetos a un presupuesto anual.

En lo concerniente a la sostenibilidad financiera, explicó que existe
una sobredotación importante en muchos establecimientos. Recordó que sobre
el  90% de los recursos que tienen tales establecimientos educacionales se
gasta en remuneraciones, por lo que, en su opinión, la principal economía de
escala  no  surge  de  la  agregación  de  establecimientos  bajo  los  Servicios
Locales, sino más bien a nivel interno de cada escuela, específicamente dentro
de los cursos. Bajo esa perspectiva, instó a que se llegue hasta la gestión
interna de estos establecimientos, analizando las horas lectivas que hay por
estudiante y las herramientas que entrega esta iniciativa legal para fusionar
cursos o las mismas escuelas.

Finalmente, comentó que la ley N° 21.040 contempla una buena
metodología de evaluación de esta política pública, sin embargo, adujo que no
ha sido efectiva. Por lo anterior, sugirió que en el presente proyecto de ley se
incluya una reformulación de aquella, que permita ir evaluando de forma más
constante,  teniendo presente que los  Servicios Locales  reunirán  a más de
5.000 establecimientos, lo que constituye casi un tercio de la matrícula a nivel
nacional. De acuerdo a ello, hizo un llamado a reformar integral y audazmente
la ley N° 21.040 y otras normativas, equilibrando la autonomía educativa y la
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gestión  estatal,  y  eliminando  restricciones  que  obstaculizan  las  mejoras
necesarias.

2)  Del  Centro  de  Incidencia  Pública  Pivotes,  el  señor  José  Manuel
Astorga10.

El señor Astorga hizo presente que el Mensaje de la iniciativa legal
identifica cuatro falencias principales del Nuevo Sistema de Educación Pública:

a)  Lentitud  y  rigidez  de  los  procedimientos  administrativos,
particularmente en lo que atañe a la remoción de los directores ejecutivos de
los Servicios Locales.

b) Controles ineficientes o tardíos en los procesos e instrumentos
del Sistema.

c) Carencia de mecanismos preventivos de anticipación a las crisis,
citando el caso de la oferta de matrícula.

d) Falta de infraestructura.

A continuación, desarrolló cada una de las falencias mencionadas:

a)  Lentitud  y  rigidez  de  los  procedimientos  administrativos,
particularmente en lo que atañe a la remoción de los directores ejecutivos de
los Servicios Locales: Sobre este punto, señaló que se incorpora una nueva
causal de remoción mejorándose el procedimiento, por cuanto se fijan plazos y
se  establecen  reglas  que,  a  su  entender,  son  adecuadas.  Pese  a  ello,
cuestionó si tal medida resulta suficiente para una nueva institucionalidad que
se traduce en el traspaso del servicio educativo a nivel nacional, por cuanto el
Director del Servicio Local no tendría la misma potestad que el Director de
Educación Pública con el personal que el primero tenga a cargo, en lo que
refiere  a  rebajar  grados,  reasignar  funciones,  entre  otras.  A  su  juicio,  los
informes de diagnóstico han sido contestes en señalar que esta es una de las
principales falencias del Sistema, sin embargo, acotó que el proyecto de ley no
se hace cargo de ello. 

Planteó que el artículo 45, literal a), de la ley N° 20.529 del Sistema
Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y
Media y su fiscalización, contiene una forma de dar solución a la problemática,
en cuanto contempla una causal de vacancia de cargos de carrera, adicional a
las establecidas en el Estatuto Administrativo. Dicha causal está referida a las
Necesidades de la Agencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una

10 La presentación se puede descargar desde el siguiente link: 
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19758&tipodoc=docto_comision 
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vez al  año y fundadas en razones vinculadas al  buen, oportuno y eficiente
funcionamiento de la Agencia. Aplicado al Servicio Local de Educación, sostuvo
que el  Centro Pivotes lo propone como “necesidades del servicio”, donde el
director  ejecutivo  esté  facultado  para  tomar  decisiones  complejas,  pero
necesarias, privilegiando la garantía del derecho a la educación para los niños,
niñas y adolescentes. No obstante, adujo que tal facultad tendría dos aspectos:
el primero, que debe ir aparejado de una justa compensación, fijándose un tope
en el monto de la indemnización a otorgar y, en segundo lugar, evitar el riesgo
de politización para evitar abusos.

Luego,  ahondó  en  lo  que  calificó  como  “controles  ineficientes  o
tardíos de los instrumentos del sistema”, valorando la propuesta de la iniciativa
en lo concerniente a la obligatoriedad de los planes de transición, puesto que,
con  la  actual  legislación,  estos  son  voluntarios.  Además,  alabó  que  se
incremente la responsabilidad de los alcaldes en este sentido, y que se haya
aclarado el rol fiscalizador de la Superintendencia de Educación, para que este
se ejerza durante todo el proceso de transición.

Pese a ello, el investigador manifestó ciertas aprensiones en lo que
refiere  al  papel  que  se  le  otorga  al  administrador  provisional.  Comentó  la
dificultad que aqueja a la Superintendencia de Educación en su nombramiento,
toda vez que constituye una última instancia cuando se verifica una crisis de
cierre. Por lo anterior, fue de la idea que, para tener controles oportunos y
anticipatorios de las crisis, se debiese contar con distintas alternativas, como
entregar el establecimiento en administración delegada, por ejemplo. 

En la misma línea, respecto a anticipar situaciones críticas como la
ocurrida en el Servicio Local de Educación de Atacama, aludió al artículo 18 bis
propuesto  en  el  proyecto  de  ley,  que  refiere  a  la  ampliación  de  la  oferta
educativa, y que -según sostuvo- plantea que en caso que haya necesidad de
matrícula, se van a priorizar los establecimientos dependientes de los Servicios
Locales  de  Educación.  En  su  opinión,  podrían  también  incluirse
establecimientos  particulares  subvencionados  que  presenten  mejores
resultados de desarrollo personal y social en los estándares de aprendizaje,
dado que, a su juicio, estamos frente a un sistema mixto, donde previamente
debiesen agotarse todas las alternativas disponibles, siempre bajo parámetros
objetivos fijados por la ley o por un reglamento.  

Finalmente, cuestionó la propuesta del proyecto de ley referida a
crear una unidad de infraestructura y aumentar los recursos en ese sentido.
Manifestó coincidir con el señor Sebastián Izquierdo del CEP, toda vez que,
bajo su perspectiva, significaría agrandar el  engranaje de este sistema que
calificó como una malla burocrática y sin válvulas de escape para los directores
ejecutivos de los Servicios Locales, quienes no cuentan -según expuso- con
mayores facultades de administración.
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A  modo  de  conclusión,  acotó  que  el  proyecto  de  ley  innova
abordando  las  causas  de  la  crisis,  teniendo  a  la  vista  los  diagnósticos
compartidos. Sin embargo, aseguró que tiende a excluir de manera significativa
la colaboración privada, la que, a su entender, también debiera considerarse. Al
mismo tiempo, declaró que se excluye la decisión de las familias y de los
propios estudiantes de poder optar por un proyecto educativo determinado, lo
que, en el largo plazo, conmina a debilitar la educación pública.

3) El Director del Centro UC para la Transformación Educativa (CENTRE
UC) y académico e investigador del Centro de Estudios de Políticas y
Prácticas en Educación (CEPPE UC) señor Ernesto Treviño11.

El  académico  señor  Ernesto  Treviño  comenzó  su  exposición
haciendo un recuento sobre el origen de la ley N° 21.040. En ese contexto, dio
cuenta que esta provino como respuesta a una crisis en la educación pública
municipal,  debido  a  una  gestión  administrativa  y  financiera  deficiente,  que
contemplaba deudas previsionales y salariales, así como desvíos de fondos de
educación. 

 Por  otra  parte,  sostuvo  que  existía  una  atomización  y  escala
limitada; una elevada corrupción en el nivel municipal y falta de capacidad para
gestionar estratégicamente la educación.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  advirtió  que  este  contexto  no  ha
cambiado,  y  por  ello  la  necesidad  de  perfeccionar  esta  ley  y  el  Sistema
Nacional  de  Educación  Pública.  Junto  con  ello,  informó  que  la  situación
financiera es altamente crítica en aproximadamente el 60% de los municipios,
siendo  medianamente  crítica  en  el  35% de  ellos.  Además,  detalló  que  se
estima una deuda previsional actual de aproximadamente $100.000 millones
de pesos.

Enseguida,  constató  que  este  proyecto  de  ley  se  basa  en  gran
medida  en  las  evaluaciones  revisadas  por  el  Consejo  de  Evaluación  del
Sistema de Educación Pública.

En términos generales, afirmó que los ajustes efectuados le parecen
adecuados,  toda  vez  que  apunta  a  crear  un  sistema  interconectado  de
educación pública, conjugando un cierto nivel de coordinación con autonomía. 

Valoró que se proponga una mayor autonomía y flexibilización de
los Servicios Locales de Educación, así como herramientas para que la política
pública oriente el Sistema, puesto que -según afirmó- actualmente el Ministerio

11 La presentación se puede descargar desde el siguiente link: 
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19759&tipodoc=docto_comision 

42

https://www.senado.cl/appsenado/index.php?mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19759&tipodoc=docto_comision
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19759&tipodoc=docto_comision


de  Educación  y  la  Dirección  de  Educación  Pública  cuentan  con  pocas
facultades de intervención en casos de crisis.

En cuanto a la sobredotación, explicó que esta tiene que ver con
una situación de arrastre de los primeros traspasos que se llevaron a cabo y
consecuencia de situaciones abusivas que se presentaron por parte de algunos
municipios, donde se aumentó la plantilla de personal y las remuneraciones
asociadas a estas. En tal contexto, destacó que la iniciativa legal en informe se
haga cargo de tal problemática, previniendo tales situaciones de abuso, y por
otra  parte,  otorgándole  autonomía  financiera  a  las  escuelas  para  gastos
menores,  lo  que  calificó  como innovador  en  lo  que  refiere  a  los  sistemas
públicos de educación en América Latina.

Luego, consideró que el sistema interconectado actual de educación
no trabaja colaborativamente, por lo que los ajustes que se proponen respecto
al fortalecimiento de la Dirección de Educación Pública, permitirían -a su juicio-
la coordinación, orientación estratégica y oportunidad de trabajo en red. 

En cuanto a la incorporación de medidas de evaluación y monitoreo,
señaló coincidir con el investigador señor Sebastián Izquierdo, en cuanto a que
este aspecto podría mejorarse.

Del  mismo modo,  resaltó  que el  proyecto de ley contemple una
mejor coordinación con autoridades regionales, sin perjuicio de señalar que
también es un elemento que podría ser perfeccionado.

Entre otros avances que resaltó de la propuesta legal, se encuentra
la flexibilidad en la gestión dentro de los marcos que permite el aparato estatal
y la rendición de cuentas que los servicios públicos deben hacer al Ministerio
de Hacienda y a la Contraloría General de la República. 

Asimismo, hizo hincapié en que la propuesta considera la educación
parvularia, en especial los jardines infantiles vía transferencia de fondos (VTF),
solucionándose a su juicio algo fundamental en términos de educación inicial.

Por  otra  parte,  adicionó  que  se  da  solución  para  contar  con
docentes de reemplazo en caso de licencias y permite una mayor participación
de las comunidades para la toma de decisiones contextualizada. Sobre este
último punto, aclaró que, si bien por un lado se fortalece el rol estratégico de la
Dirección de Educación Pública para orientar el Sistema, al mismo tiempo se
busca tener una mayor participación en distintos órganos, incluido un Consejo
de Directoras y Directores, que puedan ir contextualizando las decisiones de
política pública.

Mencionó también la  creación de un sistema interministerial  que
permite  una  coordinación  a  nivel  macro.  A  nivel  micro,  especificó  que  se
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encontrarían  los  órganos  de  participación  a  los  que  previamente  se  hizo
alusión.

En lo que refiere a los sistemas de servicios públicos, hizo hincapié
en  que  la  propuesta  legal  necesita  considerar  los  siguientes  elementos:
símbolos,  signos  e  imágenes;  infraestructura  y  materiales;  actividades,
servicios  y  procesos;  sistemas,  ambientes,  ideas  y  valores  y  finalmente,
habilidades de los tomadores de decisiones locales.

Igualmente, relató que en lo que dice relación con las evaluaciones
que se han hecho hasta ahora, ha habido avances notorios en lo simbólico, la
infraestructura y las actividades y procesos. En tal contexto, consignó que el
Sistema se encuentra en una fase inicial en sistemas y habilidades, como son
la gestión pedagógica, acompañamiento y cultura de mejora. Sin embargo, hizo
presente que los Servicios Locales son organismos relativamente nuevos, por
lo que -según lo que plantea la literatura- la instalación demoraría entre 4 a 5
años, teniendo en cuenta que también debieron atravesar el estallido social y la
pandemia de Covid-19.

Para finalizar, concluyó en la necesidad de fortalecer el Sistema de
Educación Pública con una visión propia de sistema y no con una colección de
sostenedores dispersos; una mayor vinculación con el territorio y la región; la
flexibilización  de  la  gestión;  la  orientación  estratégica  al  Sistema  y  la
vinculación intersectorial.

Una  vez  finalizadas  las  exposiciones  de  los  académicos,  el
Ministro de Educación señor Nicolás Cataldo, efectuó algunas reflexiones
sobre estas.

En primer término, valoró el tono de cada una de ellas, augurando
una  tramitación  expedita  del  proyecto  de  ley.  Hizo  presente  que  los
diagnósticos están planteados hace un buen tiempo, sin que se hayan tomado
aún las medidas que permitieran hacerse cargo de ellos.

Dentro de los aspectos a despejar de manera previa, expresó que,
si el proyecto de ley no cuenta con una evidente opción de colaboración con el
mundo privado,  aquello  no  obedece a su  falta  de relevancia  en  el  mundo
educativo, sino más bien, a que se trata precisamente de una iniciativa sobre
educación  pública,  por  lo  que  estaría  incluso  fuera  de  sus  ideas  matrices
alguna referencia  a  la  educación  privada.  En tal  sentido,  dio  cuenta  de la
existencia de otras iniciativas legales presentadas tanto por el Ejecutivo como
por parlamentarios que abordan la educación privada, lo que se traduce -a su
juicio-  en  un  esfuerzo  para  que  también  pueda  contribuir  a  garantizar  el
derecho a la educación.

En lo que atañe al excesivo centralismo o burocratización criticado
por  los  expositores,  aludió  a  que  el  proyecto  de  ley  hace  un  esfuerzo
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importante en lo que en general la legislación administrativa del país carece,
apuntando a la falta de herramientas de coordinación desde el Estado en sus
distintos niveles. Comentó que tanto la Dirección de Educación Pública como el
Ministerio de Educación, no han contado con tales herramientas para intervenir
en las crisis, por lo que, defendió que la propuesta legal persigue un equilibrio
necesario entre la capacidad de dirección estratégica de un sistema, con la
necesaria autonomía de la que gozan los establecimientos educacionales.

Enseguida,  el  señor Ministro12 continuó con la  presentación del
proyecto de ley, abocándose a los objetivos que se encuentran pendientes:

1.   Asegurar un adecuado traspaso del servicio educativo.

2.  Desarrollar  capacidades  administrativas  y  financieras  a  los
Servicios Locales.

3.  Potenciar  la  vinculación  de  los  Servicios  Locales  con  las
comunidades.

En cuanto a las modificaciones al modelo de gobernanza, señaló
que estas se basan en dos ejes:

I. La calidad de la educación como objetivo principal del trabajo de
los Servicios Locales de Educación Pública: anunció que, para avanzar en ello,
se  están  presentando  una  serie  de  medidas  que  facilitarán  la  gestión
administrativa y financiera de los Servicios Locales.

II.  Relevancia  de  las  comunidades  educativas  y  pertinencia
territorial: Puso de relieve que se persigue reforzar el rol e incidencia de las
comunidades y territorios en la creación y desarrollo de proyectos educativos,
como  elementos  claves  del  Sistema  de  Educación  Pública  que  la  ley
contempla.

Como primer aspecto a tratar,  destacó que se busca  precisar el
diseño de los órganos de vinculación territorial. Para ello, mencionó que se
busca introducir los siguientes aspectos:

 Aclarar objetivos y precisar funciones de los Comité Directivos
Locales:

- Esclarecer su definición legal para perfilar de mejor manera su
rol, dando preponderancia a ser una instancia de participación encargada de
contribuir a la vinculación del Servicio Local con las instituciones del gobierno
subnacional,  como  son  las  comunas  y  regiones,  además  de  velar  por  el

12 La presentación de la autoridad ministerial se puede descargar desde el siguiente link:
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19755&tipodoc=docto_comision 
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adecuado desarrollo estratégico del mismo. No obstante, la propuesta va en la
línea de suprimir lo relativo a su función respecto de las rendiciones de cuentas
de los directores ejecutivos, ya que -según sostuvo- resulta más pertinente que
sea  llevado  a  través  del  Consejo  Local  por  parte  de  las  comunidades
educativas.

Especificó que lo anterior no impide que el Comité Directivo Local
pueda citar al  director ejecutivo una vez al  año, para que informe sobre el
estado de avance del Plan Estratégico Local, así como también solicitar que se
realice el procedimiento de su remoción.

- Robustecer la incidencia del Comité Directivo Local, por lo que
se persigue que el Consejo Directivo Local entregue al Director Ejecutivo un
plan de acción de vinculación institucional en el ámbito regional y comunal, que
deberá  incluirse  en  el  Plan  Anual,  con  el  objetivo  de  desarrollar  el  Plan
Estratégico Local.

La Honorable Senadora señora Provoste, aludió a la composición
del Comité Directivo Local, de acuerdo al artículo 31 de la ley N° 21.040, esto
es: uno o dos representantes designados por los alcaldes de las comunas que
formen parte del territorio del Servicio Local; dos representantes de los centros
de padres y apoderados de los establecimientos educacionales dependientes
del Servicio Local y dos representantes del gobierno regional designados por
su órgano ejecutivo, previa aprobación del consejo regional. Dio cuenta que la
Contraloría General de la República, en su Informe Final N°98 de 2023, sobre
el  proceso  de  implementación  e  instalación  en  los  Servicios  Locales  de
Educación  Pública13,  hizo  presente  la  lentitud  en  la  conformación  de  tales
órganos, dada su heterogénea integración.

-  Determinación  de  plazos  para  el  cumplimiento  de  funciones
críticas  para  el  Servicio  Local,  sobre  todo  en  la  etapa  de  entrada  en
funcionamiento del  Servicio.  En ese sentido,  planteó que lo  ocurrido  en el
Servicio  Local  de  Educación  Licancabur,  donde  hubo  una  dilación  en  el
nombramiento del Comité Directivo Local, significó que no pudiesen formularse
los perfiles de cargo a tiempo al ser un requisito indispensable para realizar el
concurso de director ejecutivo, viéndose retrasada la puesta en marcha de
dicho Servicio Local.

 Mejorar la representatividad y el funcionamiento de los Consejos
Locales.

- Incluir entre sus integrantes a las directoras y las educadoras
de establecimientos de educación parvularia. En tal contexto, opinó que este
segmento de trabajadoras y representantes de establecimientos educacionales
no  estaban  incluidos  originalmente  en  la  organización  del  Consejo,  lo  que
13 El aludido Informe se puede descargar en el siguiente link:
https://www.contraloria.cl/pdfbuscador/auditoria/d0d818e8097c420d7a4db02b820efec8/html 
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constituía  un  problema,  pues  es  un  segmento  que  los  Servicios  Locales
también conducen.

-  Ajustar  proporcionalmente  la  representación  en  Servicios
Locales  de  Educación  que  tengan  más  de  40  establecimientos:  Sobre  el
particular, adujo que se aumenta la representación de estudiantes, apoderados/
as, profesionales de la educación y equipos directivos o técnico pedagógicos.
Para  dar  cumplimiento  a  lo  anterior,  indicó  que  la  proporción  es  de  1
representante por cada 20 establecimientos por sobre los 40.

- Ampliar el período de ejercicio de los consejeros de 2 a 3
años, dándole estabilidad en el cargo a estos representantes. 

- Disponer en cada Servicio Local de Educación un funcionario/
a  de  vinculación  territorial,  con  el  objetivo  de  facilitar  la  organización  y
comunicación del Consejo Local con el Servicio Local, el Comité Directivo Local
y, sobre todo, con los establecimientos educacionales.

 Fortalecer la Conferencia de Directores/as como instrumento de
coordinación y herramienta de gestión.  Arguyó que se busca que sea una
instancia de mayor reflexión pedagógica sobre las acciones de apoyo técnico
que  brinda  el  Servicio,  y  de  otras  acciones  para  el  desarrollo  del  Plan
Estratégico Local. En ese contexto, sostuvo que el artículo 11 propuesto en la
iniciativa legal, tiene los siguientes objetivos:

- Una nueva función asociada a la promoción del trabajo en
red,  fijando  como  uno  de  sus  principios  la  adaptación  y  generación  de
capacidades a través de la colaboración entre los propios Servicios Locales.
Señaló que lo anterior resulta fundamental cuando se quiere implementar un
nuevo modelo de acompañamiento, debiendo la red de directores ejecutivos
promover este trabajo.

- Medidas para el funcionamiento óptimo, que permitan que en
esa  instancia  se  definan  conclusiones  y  propuestas  para  la  Conferencia.
Además,  aseveró  que  el  director  ejecutivo  que  esté  a  cargo  de  esta
Conferencia,  deberá  en  el  último  trimestre,  un  reporte  sobre  el  estado  de
avance de las conclusiones y propuestas formuladas con la finalidad de darle
ejecución.

Luego, señaló que la importancia del nivel intermedio que administra
los  establecimientos  educacionales  es  ampliamente  reconocida  por  la
experiencia y por la investigación educacional. Profundizó en que la mayoría de
los sistemas escolares con altos logros en calidad y equidad, el nivel intermedio
es un agente activo y con capacidades para impulsar la mejora en calidad en
los establecimientos a su cargo. Puntualizó que lo anterior se vincula con la
labor de proveer soporte y apoyo técnico a las escuelas y verificar su avance;
vincular a las escuelas con el nivel nacional y facilitar la comunicación entre
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ambos; promover el trabajo colaborativo entre escuelas e impulsar y facilitar el
cambio y la mejora.

Como  segundo  aspecto,  mencionó  el  facilitar  la  gestión
administrativa y financiera de los Servicios Locales. Bajo este contexto, expuso
que las medidas se pueden categorizar de la siguiente manera:

 Agilizar procesos de gestión:

- Procesos asociados a la designación del Director Ejecutivo:
sobre  este  punto,  comentó  que  se  persigue  establecer  plazos  para  la
designación  de  representantes  del  Comité  Directivo  Local,  con  sanciones
cuando  haya  retrasos.  Al  mismo  tiempo,  se  estima  agilizar  el  proceso  de
nombramiento del director ejecutivo, estableciendo plazos para las funciones
que en ese contexto tiene el Consejo Directivo Local, como la entrega de perfil
profesional  y  convenio,  así  como  para  la  presentación  de  la  nómina  de
candidatos.

Ahondó en que la falta de plazos, así como la inexistencia de
consecuencias  negativas  asociadas  al  incumplimiento  de  los  deberes
establecidos en la ley, ha impedido la aceleración de estos procesos, lo que -a
su juicio- termina por entorpecer el funcionamiento del Servicio Local en sus
primeros años.

- Garantizar la transparencia en el uso de recursos transferidos
desde la Dirección de Educación Pública a los Servicios Locales de Educación:
Hizo  presente  que  se  busca  establecer  la  obligatoriedad  de  mantener  un
registro  actualizado mensual  de los movimientos y operaciones en cuentas
bancarias, debiendo estar dicha información disponible para la fiscalización de
la Superintendencia de Educación de forma permanente.

 Asegurar la continuidad del servicio educativo:

- Modificar el actual proceso de remoción del director ejecutivo,
haciendo referencia a las causales del Estatuto Administrativo, pero innovando
en lo que refiere al procedimiento disciplinario, al incorporar sanciones distintas
a la  remoción (Ejemplo:  censura,  multa,  suspensión),  así  como también la
inclusión de otras causales para el cese del cargo de director ejecutivo, como la
existencia de inhabilidades e incompatibilidades sobrevinientes.

-  Incorporar  nuevas  facultades  a  los  Servicios  Locales  de
Educación para ampliar la oferta educativa: Puntualizó que se persigue que,
ante  la  falta  de  oferta  educativa  en  un  territorio,  se  habiliten  alternativas
administrativas  para  su  solución.  De  este  modo,  indicó  que  los  procesos
respectivos planteados tendrán preferencia en su tramitación administrativa,
por  lo  que  no  se  aplicarán  plazos  ni  fechas  límite  para  las  solicitudes  de
reconocimiento  oficial  o  de  subvención,  así  como  tampoco  del  derecho  a
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impetrar subvención. Detalló que lo que concierne a la falta de oferta educativa,
es un proceso que es móvil y se presenta durante todo el año, puesto que se
encuentra asociado a fenómenos migratorios, lo que, a su entender, constituye
una parte importante del problema.

Por  otra  parte,  en  el  caso  de  los  Servicios  Locales  de
Educación, la falta de oferta educativa en un territorio será causa suficiente
para autorizar que dos o más establecimientos funcionen en un mismo local
escolar,  el  traslado  transitorio  del  funcionamiento  de  establecimiento
educacionales a locales con destino no educacional, o la apertura de nuevos
niveles o cursos.

- Contratar profesionales de reemplazo de docentes que se
encuentren  con  licencia  por  más  de  7  días,  pasando  a  ser  una  facultad
radicada en el director ejecutivo. Por lo anterior, sostuvo que se descentraliza la
toma de decisiones.

 Mejorar la infraestructura escolar: 

- Facilitar la transferencia de recursos desde la Dirección de
Educación Pública a los Servicios Locales, directamente para infraestructura,
equipamiento, innovación, entre otros. 

- Habilitar  que  recursos  percibidos  por  la  ley  N°  19.410
puedan  ser  utilizados  por  directores  para  reparaciones,  mantención  de
infraestructura y equipamiento, y adquisición de materiales e insumos. Añadió
que tal medida obedece al objetivo de descentralización presupuestaria, y la
vez es complementaria con otras medidas que ya se han tomado, como es el
otorgamiento de caja chica por hasta 10 UTM de manera mensual a cada
Director dependiente de un Servicio Local.

-  Establece  la  Unidad  de  infraestructura,  mantención  y
equipamiento como unidad obligatoria en todos los Servicios Locales, incluidos
los que fueron traspasados durante los años 2018 y 2019. Aclaró que mejorar
la  infraestructura escolar  pasa a  ser  una tarea prioritaria  dada la  situación
existente a nivel  nacional.  Al  mismo tiempo,  puntualizó que constituye una
acción pendiente respecto de los Servicios Locales más antiguos, los cuales no
cuentan  con  esta  unidad,  poniendo  de  relieve  la  importancia  de  que  se
establezca legalmente para conformar su dotación.

-  Establecer  por  ley  un  Fondo  de  Infraestructura  para  la
Educación Pública con foco exclusivo en los establecimientos dependientes de
los Servicios Locales, con una base de financiamiento incremental al año 2030
y mecanismos para atraer inversión regional. Sobre el particular, afirmó que
este  fondo  sostendrá  la  Política  Nacional  de  Infraestructura  que  se  está
trabajando como Ministerio de Educación.
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Enseguida,  sus  Señorías  hicieron  algunos  comentarios
respecto de las presentaciones expuestas:

La Honorable Senadora señora Provoste,  realzó el papel de la
Comisión de Educación del Senado frente a la crisis que se vivió en la región
de Atacama. En tal contexto, añadió que se firmaron dos documentos, uno de
ellos  es  respecto  al  Plan  Pedagógico  que  se  asumirá  en  conjunto  con  la
Universidad  de  Atacama,  la  Universidad  Católica  de  Valparaíso  y  la
Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación, junto con los Servicios
Locales.

En lo que refiere precisamente a la iniciativa legal, hizo alusión a la
reciente autorización de creación de oficinas locales para el Servicio Local de
Educación  de  Magallanes  -que  si  bien  cuenta  con  una  vasta  extensión
territorial-  lamentó que no sea una medida que se aplique, por ejemplo, al
Servicio Local de Educación de Atacama, pese a tener similares características
de territorio. Por lo anterior, hizo un llamado a que tales determinaciones sean
incorporadas en la normativa con causales objetivas, para evitar que queden al
arbitrio del Ministerio de Educación en base a la buena relación que este tenga
con el Director del Servicio Local de Educación que se trate.

Desde otro ángulo, y en lo que concierne al Comité Directivo Local,
planteó que este hoy en día cuenta con muchas de las atribuciones que se
pretenden  incluir  vía  legal,  tales  como  proponer  al  Director  de  Educación
Pública elementos relativos al perfil profesional del cargo, según lo establecido
en el artículo 30, literal b) de la ley N° 21.040; proponer prioridades para el
convenio de gestión educacional que deberá suscribir el director ejecutivo, de
acuerdo  con el  artículo  30,  literal  c)  del  mismo cuerpo legal;  el  deber  del
Consejo  de  Alta  Dirección  Pública  de  remitir  al  Comité  Directivo  Local,  la
nómina que contendrá un mínimo de 4 y un máximo de 8 candidatos idóneos a
partir del proceso de selección; entre otras. Por lo anterior, opinó que se deben
mirar estas funciones y atribuciones y preguntarse por qué no se han ejercido
hasta ahora.

Por otra parte, con relación a lo expuesto sobre agilizar los procesos
en  esta  iniciativa  legal,  requirió  al  Ejecutivo  el  estado  de  los  sumarios
administrativos  de  los  directores  ejecutivos,  puesto  que,  a  su  entender,
continúan percibiendo su sueldo de manera íntegra.

A continuación, consultó a las autoridades ministeriales, los motivos
por los cuales no se incluyeron modificaciones respecto de los convenios de
gestión educacional.  Junto con ello,  hizo presente la conveniencia de darle
mayores atribuciones al gobernador regional, toda vez que se persigue que
ponga a disposición mayores recursos, sin que estos tengan la posibilidad de
incidir. En tal sentido, propuso como forma de corrección, que la nominación de
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los  integrantes  del  Comité  Directivo  Local  pueda  ser  directa  por  parte  del
gobernador, donde también tuviera la posibilidad de presidirlo.

Finalmente, a partir de lo expuesto por el CEP, consultó al Ejecutivo
de qué forma se puede dar  solución a la  ambigüedad en los roles de los
distintos  organismos  del  Sistema,  como  son  las  Secretarías  Regionales
Ministeriales de Educación, los Departamentos Provinciales de Educación y los
supervisores  técnico-pedagógicos  de  estas  últimas,  lo  que  -a  su  juicio-
constituye una enorme carga para el sistema público.

Enseguida, el  Honorable Senador señor Sanhueza  adhirió a los
comentarios vertidos respecto de la excesiva burocratización aparejada a este
proyecto  de ley.  Del  mismo modo,  señaló coincidir  con lo  expuesto  por  la
Honorable Senadora señora Provoste, en cuanto a que no se resuelve en la
propuesta lo relativo a la ambigüedad de roles de los actores del Sistema, así
como la falta de claridad en la necesaria autonomía educativa que -según
sostuvo-  deben  tener  los  Servicios  Locales  de  Educación,  dada  las
particularidades que tiene cada región del país.

Por último, solicitó al Ejecutivo aclarar si lo que propone el proyecto
sobre  los  convenios  de  programación  es  entre  la  Dirección  de  Educación
Pública y los gobiernos regionales, o entre estos últimos y los Servicios Locales
de Educación.

Posteriormente, la Subsecretaria de Educación, señora Arratia14,
se refirió  a  los mecanismos propuestos  en la  iniciativa legal,  que permiten
asegurar un adecuado traspaso.

En primer término, hizo presente la complejidad del funcionamiento
del sistema municipal, la cual se ha ido profundizando con los años. Recordó
que durante el año 2016 un 14% de las municipalidades se encontraban en
una situación crítica en términos de financiamiento, donde más de un 86% de
sus recursos eran gastados en pago de remuneraciones, cifra que al año 2022
subió a un 58%. Sobre el particular, comentó que cobra especial relevancia que
estas instituciones deben dirigir sus recursos a múltiples acciones -además de
las propias educacionales- por lo que la herencia recibida por los Servicios
Locales ha tenido un impacto significativo en su implementación.

En ese contexto, planteó que las modificaciones que se persiguen
introducir, apuntan en un nivel general a:

a)  Fortalecer  herramientas  para  promover  la  seguridad
financiera del servicio educacional municipal.

14 La presentación de la autoridad ministerial se puede descargar desde el siguiente link: https://
www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19533&tipodoc=docto_comision 
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b) Establece nuevos plazos y responsabilidades en las etapas
de transición y traspaso.

c)  Mejorar  mecanismo  de  regularización  de  deudas
previsionales y remuneracionales.

Particularmente, señaló los siguientes desafíos que se incorporan al
proyecto de ley, para asegurar una adecuada instalación:

- Nuevo diseño de los Planes de Transición.

- Control de gasto público asociado a dotación.

- Modificaciones en la etapa de entrada en funcionamiento
de los Servicios Locales de Educación.

- Regularización  de  bienes  inmuebles  municipales
traspasados.

Luego,  se  refirió  a  los  objetivos  y  fundamentos  de  las
modificaciones. En lo que refiere a las mejoras en los procesos de traspaso e
instalación de los Servicios Locales, mencionó los siguientes puntos:

- Saneamiento  administrativo  y  financiero  previo  al  traspaso:
Expresó que este ámbito resulta esencial, puesto que coloquialmente se afirma
que el traspaso se hace con una “mochila” para el Servicio Local, en términos
de deudas y condiciones complejas. En ese sentido, señaló que se busca
evitar que los procesos de arrastre impacten en la instalación de los nuevos
Servicios Locales, lo que, a su vez, también repercute en el servicio educativo.

- Desarrollo  de  capacidades en curso  al  momento  del  traspaso
desde  la  Dirección  de  Educación  Pública  hasta  la  estructura  más
descentralizada del Ministerio de Educación.

- Subsanar  retrasos en hitos claves de la  etapa de entrada en
funcionamiento de los Servicios Locales de Educación: Citó como ejemplo, la
constitución del Consejo Directivo Local; la entrega del perfil  del cargo y el
nombramiento del Director Ejecutivo que se ve impactado por demoras en la
presentación de las nóminas.

- Corregir la falta de atribuciones para el apoyo de la Dirección de
Educación Pública a los nuevos Servicios Locales: Sobre el particular, acotó
que se relaciona con una necesidad de fortalecer la noción de Sistema que
tiene la Nueva Educación Pública de la ley N° 21.040.

- Simplificar y agilizar procedimientos de regularización de bienes.
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En lo que refiere a los problemas del diseño actual de los Planes de
Transición, citó los siguientes:

 Ausencia de una herramienta obligatoria para acompañar a los
municipios  oportunamente,  e  incentivar  un  comportamiento  financiero  y
administrativo responsable. 

 Los  convenios  de  ejecución  del  Plan  de  Transición  han  sido
utilizados únicamente por 74 municipalidades de un universo de 346. Acotó
que tales convenios se suscriben entre la Dirección de Educación Pública con
aquellos municipios que busquen apoyo para la etapa de preparación a la
transición, lo que además implica transferencia de recursos.

 Problemas asociados a las funciones de seguimiento y ejecución
de cada convenio. Detalló que tales convenios son estándar para todos los
municipios, sin embargo, la situación de cada uno de ellos tiende a ser muy
variada, lo que impide que a través de ellos se pueda responder de la mejor
manera a sus necesidades.

 Diseño  general  carente  de  incentivos  suficientes  para  el
cumplimiento de los convenios. Explicó que, si el municipio deja de cumplir el
convenio, simplemente se pierde el derecho a recibir los recursos, perdiéndose
la oportunidad de preparar el traspaso de forma ordenada.

Entre los objetivos del nuevo diseño del Plan de Transición, apuntó
a:

a)  Robustecer  y  precisar  los  deberes  de  información  desde  la
administración municipal, previo al traspaso del servicio educacional. Señaló
que previo al  traspaso es necesario contar con una serie de antecedentes
relativos al estado actual de los establecimientos educacionales, para que sean
entregados al Servicio Local. 

b)  Asegurar  el  saneamiento  municipal,  sobre  todo  en  aspectos
financieros,  relativos al  pago de deudas previsionales y/o remuneracionales
con trabajadores(as) de la educación. Planteó que con este objetivo se busca
evitar  que  el  Servicio  Local  tenga  que  asumir  deudas  de  arrastre  de  la
administración  anterior,  lo  que  atrae  aparejadas  dificultades  en  el  servicio
educativo.

Por lo anterior, indicó los siguientes puntos como base para la nueva
regulación del Plan de Transición:

- Establece la obligatoriedad y universalidad en su aplicación, en el
caso de que el servicio educacional no haya sido traspasado. 
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- Proceso de elaboración según estado y necesidades de cada
municipio.  Aclaró  que  se  incorporarán  obligaciones  tales  como  el  pago
oportuno  de  contrataciones  de  bienes  y  servicios  indispensables  para  el
servicio educativo; remuneraciones de toda su dotación; prohibición de generar
nueva deuda previsional y destinar los inmuebles afectos a fines educacionales
exclusivamente a dicha prestación. Agregó que desde la publicación de la ley
se tendrá un plazo de 18 meses para la elaboración de los convenios, y la
Dirección de Educación Pública tendrá un trabajo anual  con los municipios
dentro del cual podrá proponer modificaciones. 

- Acompañamiento y seguimiento a cargo de la SEREMI de cada
región. Señaló que habrá municipios que estarán hasta 4 o 5 años con el
mismo  convenio  de  transición,  por  lo  cual,  se  focalizará  el  trabajo  de  la
Subsecretaría  de  Educación  en  preparar  el  traspaso,  en  términos  de
saneamiento de la situación de los municipios.

- Responsabilidad ante incumplimientos en la etapa de transición
recaerán  en  la  figura  del  alcalde.  Puntualizó  que  se  trata  del  alcalde  que
suscribe el convenio de transición.

Sobre  este  punto,  el  Honorable  Senador  señor  Sanhueza,
consultó al Ejecutivo cada cuanto tiempo se irá midiendo el avance del proceso
de transición, sugiriendo que el plazo para esos efectos podría quedar acotado
en 6 meses, lo que -a su juicio- permitiría asegurar que las responsabilidades
quedasen mejor delimitadas entre un alcalde y otro.

La  Subsecretaria de Educación señora Arratia,  respondió que
como habrá elecciones de alcaldes este año, la gran mayoría de ellos tendrá
un convenio de transición por todo el período que dure su cargo. Añadió que la
revisión  a  estos  instrumentos  está  fijada  para  realizarse  anualmente,
oportunidad  en  la  cual  se  podrán  hacer  precisiones  e  incorporar  otros
elementos.

- Determinar infracciones y una nueva estructura de sanciones.

A continuación, figura un esquema que resume las modificaciones
que se proponen al Plan de Transición:
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En  lo  que  atañe  al  control  del  gasto  asociado  a  la  dotación,
enunció los siguientes aspectos que se proponen en la iniciativa legal:

1.  Ampliación  del  mecanismo  de  control  de  dotación,  que
establece  la  ley  actualmente  para  los  asistentes  de  la  educación
(denominado cociente), a los docentes que se traspasan desde el servicio
educacional municipal.

2. Se establece el deber del municipio de realizar una revisión y
regulación de la dotación en atención a la matrícula anual. Puntualizó que
dicha obligación se incluirá dentro de los Planes de Transición, de modo tal
de ir adaptando la dotación al adecuado balance entre ingresos y egresos

3. Establece que solo serán oponibles a los Servicios Locales las
condiciones  pactadas  al  menos  un  año  desde  la  fecha  en  que  se  haga
efectivo el traspaso.

Luego, en lo que refiere a los cambios en la etapa de entrada en
funcionamiento  de  los  Servicios  Locales,  comentó  los  aspectos  que  se
indican a continuación:

1. Ampliar de uno a dos años el plazo que media entre la entrada
en funcionamiento del  Servicio Local  y  el  traspaso del  servicio  educativo.
Sobre el particular, acotó que dicha medida -que se ha incluido en las leyes
de presupuestos- ha servido para preparar el proceso de instalación.
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2. Establece nuevos plazos para la realización de hitos claves del
proceso de traspaso. Lo anterior -según sostuvo- dice relación con algunos
elementos que, al no estar regulados, van retrasando todo el proceso si no
son cumplidos.

3. Establece nuevas atribuciones para el apoyo de la Dirección de
la Educación Pública a los Servicios Locales en el periodo de instalación y
hasta  dos  años  después  del  traspaso.  Explicó  que  existe  una  serie  de
aspectos prácticos del proceso de instalación que deben ser aprendidos por
quienes se desempeñan en el Servicio Local, y para ello, se requiere del
acompañamiento de la Dirección de Educación Pública.

Finalmente,  en  lo  que  atañe  a  la  regularización  de  inmuebles
municipales traspasados, indicó que se introducen las siguientes propuestas
de modificación:

1.  Nuevo  mecanismo  para  regularizar  bienes  inmuebles
traspasados que se ocupan en una finalidad distinta a la educacional.

2. Solicitud puede presentarse dentro de los 120 días posteriores
al traspaso.

3. Dirección de Educación Pública a cargo de dirigir el proceso de
regularización.

4. Tramitación de subdivisión es gestionada por el Servicio Local. 

Sobre  esta  parte,  señaló  que  se  da  con  mayor  frecuencia  en
regiones aisladas o donde los terrenos tienen un uso más compartido.

Enseguida, a modo de esquema, describió la siguiente lámina:
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Puntualizó  que  se  busca  generar  un  fortalecimiento  de  las
condiciones previo al traspaso; regularizar las deudas y proteger el derecho de
las  y  los  trabajadores  con  la  finalidad  de  darle  sostenibilidad  al  servicio
educativo.

Para finalizar, exhibió la siguiente gráfica donde se muestra el
proceso completo de instalación del Servicio Local, lo que abarca los 2 años
con sus distintos hitos.
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4) Directora Centro de Estudios IdeaPaís, señora Magdalena Vergara15:

La  señora  Vergara explicó  que  su  exposición  se  concentra  en
ciertos elementos de la gobernanza e institucionalidad que se propone. Como
aspectos a abordar, planteó las siguientes interrogantes:

- Qué se quería resolver con la desmunicipalización; 

- Cuáles son los problemas que persisten y que no se resuelven con
la iniciativa legal en análisis y finalmente, 

- La exposición de algunas propuestas de solución.

Como objetivo, señaló que se requiere dar solución a los problemas
que enfrenta la Nueva Educación Pública con objeto de fortalecerla. Asimismo,
enfatizó que se requiere ser capaces de identificar los problemas que tiene la
ley para no seguir perpetuando sus deficiencias que impiden enfocarse en la
mejora de los aprendizajes.

A  modo  de  recordatorio,  planteó  que  los  objetivos  de  la  Nueva
Educación Pública, a partir del diagnóstico municipal, consistían en:

a) Dar proyección a largo plazo, ya que las decisiones en educación
quedaban relegadas a la voluntad de las autoridades municipales, sujetas a la
influencia de los ciclos político-electorales.

15 La presentación de IdeaPaís se puede descargar desde el siguiente link:
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19534&tipodoc=docto_comision 
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b)  Mejorar  la  rendición  de  cuentas  y  evitar  la  dilución  de
responsabilidades. Existía una baja o inexistente rendición de cuentas sobre lo
educacional y una ambigua delimitación de responsabilidades.

c) Hacer frente a las capacidades dispares e insuficientes de los
recursos entre los municipios chilenos.

d) Poner fin a la atomización y la escala inadecuada, ya que se
postuló que la escala comunal no permitía garantizar adecuados niveles de
sustentabilidad ni de desarrollo de las condiciones requeridas para asegurar
calidad y equidad en el conjunto del sistema.

Enseguida,  en  lo  tocante  al  diagnóstico  de  la  Nueva  Educación
Pública,  a  su  juicio,  no  se  logró  resolver  los  problemas identificados  y  se
ocasionan  otros  nuevos,  como  son  la  dilución  de  responsabilidades;
indeterminación de funciones de actores intervinientes en la educación; falta de
una verdadera articulación del sistema, y, por último, ausencia de solución a
problemas evidenciados por la escuela para su adecuado funcionamiento.

En  primer  lugar,  se  refirió  a  la  falta  de  clarificación  de
responsabilidades en la ley N° 21.040. En ese contexto, enfatizó los puntos que
se destacan a continuación: 

a) Partiendo de la base que el Servicio Local de Educación es un
servicio  descentralizado,  pero  intermediado  por  la  Dirección  de  Educación
Pública, fue de la idea que dicha figura en la práctica confunde la forma en que
tales servicios deben actuar. En tal sentido, hizo presente que no hay claridad
en cuanto a las responsabilidades del  Servicio  Local  y  de la  Dirección de
Educación Pública.

b) Poca claridad del rol que tiene la División de Educación General,
puesto que se estaría permitiendo que pueda presentar, junto con la Dirección
de Educación Pública una agenda pedagógica paralela al momento de abordar
los elementos educativos asociados al Currículo, sin que exista -en su opinión-
una adecuada articulación.

c) Duplicidad de funciones en la relación de los Servicios Locales y
los Departamentos Provinciales de Educación.  Sostuvo que el  rol  de estos
últimos  no  está  definido  dentro  del  contexto  de  la  ley  N°21.040  y  la
implementación de la institucionalidad asociada a la Nueva Educación Pública. 

Ante la pregunta de si el proyecto de ley logra resolver las tensiones
descritas, expresó que no del todo. Puntualizó que:
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a)  Se profundiza  la  dependencia  de los  Servicios  Locales  de la
Dirección de Educación Pública, generando una pérdida de su autonomía y
una recentralización en la gobernanza.

b) El nuevo artículo 18 ter que se propone, señala que el Ministerio
de Educación prestará apoyo técnico-pedagógico a los Servicios Locales a
través de la Dirección de Educación Pública y la División de Educación General
o la Subsecretaría de Educación Parvularia, pero nada dice dicho precepto
sobre cuáles son las funciones y responsabilidades de cada uno.

c) La propuesta de nuevo inciso 3° del artículo 14, solo señala que
las  Unidades  Técnico  Pedagógicas  y  los  Departamentos  Provinciales  de
Educación  deben  coordinarse,  pero  no  se  determina  una  delimitación  de
responsabilidades.  De  esta  manera,  acotó  que  se  siguen  duplicando  las
funciones de cada uno.

A partir de lo anterior, recalcó que la dilución de responsabilidades
que se ocasiona, cobra relevancia cuando se tiene presente lo que ocurría en
el sistema municipal, donde se separaban las funciones administrativas a cargo
de  los  municipios,  de  las  técnico-pedagógicas  que  eran  competencia  del
Ministerio  de  Educación  a  través  de  los  Departamentos  Provinciales  de
Educación.  A  su  entender,  esto  afectaba  la  capacidad  de  control  y
responsabilización respecto del servicio educativo, al no definirse con claridad
quien finalmente respondía, sí el Ministerio de Educación el alcalde respectivo.

En tal contexto, sostuvo que la ley N°21.040 si bien integra en los
Servicios Locales de Educación las funciones de apoyo técnico pedagógico y
administración de las escuelas, no resuelve el problema toda vez que genera
duplicidad de funciones y responsabilidades, debido a que:

a)  Crea nuevos niveles intermedios,  a  través de la  Dirección de
Educación Pública, la cual debe velar por el adecuado funcionamiento de los
Servicios Locales, diluyéndose la función administrativa.

b)  A  través  de  la  División  de  Educación  General  y  los
Departamentos  Provinciales  de  Educación  se  duplican funciones  de  apoyo
técnico pedagógico que la ley también otorga a los Servicios Locales.

Lo anteriormente señalado se puede ver graficado en la lámina que
se muestra a continuación: 
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De  esta  manera,  explicó  que  al  transformar  a  la  Dirección  de
Educación Pública en coordinadora de todo el sistema de educación pública y
como el canal para que los Servicios Locales se coordinen a su vez con el
Ministerio  de  Educación,  se  genera  una  re-centralización,  pero  sin
responsabilidades, afectando el  accountability y el control. Criticó que no se
establezca cómo y sobre qué responderá la Dirección de Educación Pública,
especialmente  en  un  caso  como  el  del  Servicio  Local  de  Educación  de
Atacama, donde es complejo determinar quién es el último responsable.

Al  mismo  tiempo,  opinó  que,  al  crearse  nuevos  niveles
supraestructurales, como el Comité de Ministros y Direcciones Regionales -sin
mayores responsabilidades ni definiciones- solo se genera más burocracia.

Enseguida, criticó que a través del nuevo artículo 18 contemplado
en el proyecto de ley, se le asigna a la Dirección de Educación Pública la
función  de  colaborar  en  lo  técnico-pedagógico,  cuando  ya  la  Dirección  de
Educación  General,  los  Departamentos  Provinciales  de  Educación  y  los
Servicios Locales de Educación tendrían el mismo rol.

Finalmente,  se  refirió  al  soporte  en  la  escuela,  desde  una
perspectiva de posibilitar que sean estas las que tomen sus propias decisiones,
y  a  su  vez,  entregarles  las  herramientas  necesarias  conforme  a  sus
necesidades o deficiencias.

Seguidamente, se refirió a los siguientes datos:

- 53% de los docentes y asistentes de la educación consideran que
la cercanía con el sostenedor ha empeorado con el cambio desde el municipio
al Servicio Local (Docentes de la Nueva Educación Pública).
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- 44% y 46% de los directores dice que el Consejo Local y el Comité
Directivo respectivamente, no ha contribuido en nada en su labor como director
(La voz de los directores y directoras de la Nueva Educación Pública 2022)

-  Más  de  un  70%  de  los  directores  considera  que  el  trabajo
administrativo ha aumentado (La voz de los directores y directoras de la nueva
Educación Pública 2022). 

- 57% que la disponibilidad de recursos materiales y financieros para
su establecimiento ha disminuido (La voz de los directores y directoras de la
Nueva Educación Pública 2022).

Como resumen, enfatizó que el proyecto de ley no se hace cargo de
otorgar un mayor soporte a las escuelas posibilitando su toma de decisiones,
por el contrario, declaró que se ve afectada su autonomía al fortalecer el rol
centralizado de la Dirección de Educación Pública. Del mismo modo, sostuvo
que se generan nuevos niveles que dan lugar a mayor burocracia sin resolver
las  duplicidades  de  funciones  ya  existentes;  crea  nuevas  instancias  de
coordinación sin definirlas adecuadamente,  y sin resolver los problemas de
coordinación  entre  el  Servicio  Local,  los  Comités  Directivos  y  Consejos
Locales. Por último, señaló que la propuesta no aborda la extensión territorial
de los Servicios Locales que -a su entender- afecta la cercanía de la toma de
decisiones con las escuelas.

Por otra parte, instó a que se debiese dar solución a los problemas
de politización que se han originado en cada uno de los organismos, antes de
crear otros, evitando nuevas instituciones que podrían traer mayor burocracia a
las escuelas.

En  cuanto  a  las  propuestas  que  planteó,  destacó  como la  más
importante la eliminación del Departamento Provincial de Educación. Arguyó
que dicho cargo se explicaba mejor bajo el sistema municipal, para la entrega
del apoyo técnico-pedagógico que no entregaba el municipio. Por lo tanto, al
atribuir esa competencia al Servicio Local, no se justifica -a su entender- la
duplicidad  de  funciones.  Del  mismo  modo,  acotó  que  la  coordinación  que
espera el proyecto de ley es compleja, ya que un solo Servicio Local coincide
territorialmente con distintos Departamentos Provinciales de Educación.

 Para  graficar  lo  anterior,  analizó  la  siguiente  lámina,  donde  se
muestra el territorio de la Región de Atacama y la distribución de sus Servicios
Locales. Específicamente, constató cierta complejidad, ya que el Servicio Local
de Atacama no obstante presentar una geografía sin mayores complejidades,
debe coordinarse con dos Departamentos Provinciales, el de Atacama y el de
Huasco.
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En atención a lo señalado, sugirió aprovechar las experiencias y
conocimientos de los Departamentos Provinciales de Educación, incorporando
a  aquellos  funcionarios  que  son  parte  del  área  técnica  pedagógica  a  los
equipos de los Servicios Locales de Educación. Junto con ello,  recomendó
clarificar las atribuciones y responsabilidades de todos los actores de la Nueva
Educación  Pública  en  la  ley,  estableciendo  en  forma  precisa  cómo  se
coordinan y responsabilizan.

5) De la Fundación Educación 2020, su Directora señora Ingrid Olea.16

La  Directora  planteó que la fundación que encabeza entregó una
serie de propuestas que hoy se ven reflejadas en el presente proyecto de ley,
las que fueron elaboradas en conjunto con organizaciones de la sociedad civil.
Consideró que los establecimientos educacionales tienen el deber de ofrecer
las experiencias educativas de calidad para todas y todos, y para tal fin, afirmó
que Educación 2020 ha trabajado con el Servicio Local de Educación Gabriela
Mistral, de Barrancas y Puerto Cordillera.

Por otra parte, acotó que durante el año 2023 la fundación desarrolló
una serie de acciones comunicacionales sobre la iniciativa legal, advirtiéndose
una alta desinformación por parte de la ciudadanía. 

Como primer punto, consideró que fortalecer la educación pública es
fundamental para el desarrollo del país, entendiéndola como un derecho que

16 La presentación de la Fundación Educación 2020 se puede descargar desde el siguiente link:
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19535&tipodoc=docto_comision 
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habilita al ejercicio de otros derechos y que propicia la movilidad social para
alcanzar mayores niveles de bienestar social y económico.

Planteó  que  la  ley  N°  21.040  propone  un  cambio  radical  en  la
estructura  educacional,  con  una  instalación  progresiva  y  evaluaciones
intermedias de expertos, apuntando a tomar aprendizajes e ir  mejorando a
medida que se avanzara con el proceso de implementación. Es por ello, que se
manifestó a favor de ir ajustando y corrigiendo las falencias que se han ido
identificando a seis años de su entrada en vigencia, sobre todo si se tiene en
cuenta que, en algunos casos de extrema gravedad, se ha visto interrumpido el
servicio educativo.

Sin perjuicio de lo señalado, se mostró partidaria de un sistema de
educación pública que se lleve a cabo fuera de los municipios, instando a que
la iniciativa legal se tramite ágilmente.

En lo medular, estimó ciertos aspectos relevantes del proyecto de
ley,  que,  a  su  juicio,  permitirán  fortalecer  el  sistema,  otros  que  también
consideró  necesarios,  pero  que debiesen replantearse,  y  algunos aspectos
que,  en  su  opinión,  estarían  ausentes,  por  lo  que  sugirió  que  fuesen
incorporados.

Dentro de los aspectos valiosos,  resaltó la voluntad existente de
visibilizar la educación pública como una política de Estado, incorporando en la
ley  que  distintas  instituciones  públicas  trabajen  coordinadamente  por  su
mejora. Destacó la creación de instrumentos de gestión, tales como los planes
de  transición  de  los  Servicios  Locales,  la  incorporación  de  los  gobiernos
regionales  y  de  la  Dirección  de  Educación  Pública,  así  como  también  de
instancias institucionales donde se releva el rol de otras Carteras de Estado,
como el Ministerio de Hacienda o de Obras Públicas, entre otros.

Pese a ello, previno en que las acciones deben efectivamente estar
coordinadas y no duplicadas, por  lo que -en su opinión- hay un riesgo en
algunas definiciones planteadas. 

Al  mismo  tiempo,  señaló  que  existe  un  conjunto  de  normas
vinculadas a plazos, que buscan hacer más fluidos los procesos de gestión de
los Servicios Locales, tanto en la instalación como en el régimen. Comentó que
se ha evidenciado que el cumplimiento de ciertos hitos en tiempo y forma,
durante  el  proceso  de  instalación,  es  determinante  para  la  correcta
implementación.

Valoró que se generen nuevos mecanismos destinados a fortalecer
la responsabilidad y el  accountability de los municipios en este proceso de
transición del servicio educativo, especialmente considerando que estamos ad
portas de las elecciones municipales, por lo cual hizo un llamado a que no se
profundicen los problemas que se han identificado durante el último tiempo. En
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ese sentido, consideró relevante que se resguarde la entrega de un servicio
educativo  en  buenas condiciones,  y  que se  establezcan  mecanismos para
controlar la sobredotación, evitando que se genere más deuda.

Por otra parte, la Directora alabó la incorporación de mecanismos e
instrumentos orientados a mejorar la infraestructura escolar pública mediante la
creación  del  Fondo  de  Infraestructura;  la  suscripción  de  convenios  de
programación  para  financiar  obras  en  centros  escolar,  o  la  ampliación  del
Fondo de Apoyo a la Educación Pública (FAEP). No obstante, puso de relieve
el no dejar de lado la mantención permanente de los establecimientos.

Entre los elementos presentes en el proyecto de ley y que consideró
que  se  deben  mejorar,  resaltó  el  carácter  centralista  de  la  Dirección  de
Educación  Pública.  Sugirió  distinguir  los  papeles  los  organismos  centrales
como son el Ministerio de Educación y de la Dirección de Educación Pública en
el  proceso  de  instalación,  de  régimen  y  cuando  ocurren  situaciones
extraordinarias. En tal sentido, si bien consideró que existen momentos en que
el nivel central puede intervenir, ya sea en el proceso de instalación o cuando
está en riesgo la continuidad del servicio educativo, la iniciativa propone dotar a
la  Dirección  de  Educación  Pública  de  manera  permanente  con  mayores
facultades  de  las  que  tiene  actualmente  para  liderar  el  proceso  de
implementación,  lo  que,  en  su  opinión,  le  quita  autonomía  a  los  Servicios
Locales.

Finalmente, en lo que atañe a aspectos que debiesen incorporarse
en el proyecto de ley, mencionó los siguientes:

-  Introducir  distinciones  institucionales  e  instrumentos  de  política
pública que fortalezcan y aceleren los procesos de mejora educativa, enfocado
precisamente  en  el  desarrollo  profesional,  tanto  de  profesores  como  de
funcionarios del sistema.

Aclaró que hoy el  Sistema de Educación Pública carece de una
mirada integral y de largo plazo respecto a la dotación. Puntualizó que, en
régimen,  dicho  Sistema  será  empleador  de  más  de  880.000  personas  y
requiere  tener  normas  y  procedimientos  que  regulen  cómo  se  provee  la
dotación y su desarrollo de acuerdo a las necesidades profesionales y del
territorio. Del mismo modo, observó que no se verifica un modelo de desarrollo
de capacidades para los profesionales que van a trabajar  en los Servicios
Locales.  Destacó  que  existen  algunas  medidas  en  la  iniciativa  legal  que
apuntan más bien a la gestión o agilización de procesos, pero no miran hacia la
instalación de capacidades o la formación continua. En tal contexto, realzó el
papel  que pueda tener  el  Servicio  Civil  en  cubrir  las  necesidades de este
Sistema, para la fase de instalación y de régimen.

-  Introducir  disposiciones  e  instrumentos  que  favorezcan  y
flexibilicen la gestión financiera y presupuestaria de los Servicios Locales. La
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normativa actual respecto a la gestión financiera de los establecimientos, fue
pensada para la figura de los sostenedores y no de un servicio público, según
enfatizó.  Sin embargo,  arguyó que hoy en día  los  Servicios  Locales  están
sujetos a todas las restricciones que se le imponen como sostenedor, y junto
con ello, el proyecto de ley propone agregarle aquellas propias de un servicio
público, de acuerdo a la ley de presupuestos. En su opinión, tal situación ha
acarreado una rigidez en la gestión, teniendo presente lo importante que es la
flexibilidad  para  que  los  directores  de  los  Servicios  Locales  y  de  los
establecimientos  educacionales,  puedan  gestionar  de  manera  efectiva,
eficiente y diligente, las necesidades que surjan. De tal modo, remarcó que los
Servicios Locales son en primer lugar sostenedores, y luego servicios públicos,
por lo que abogó por cambios en su estructura presupuestaria y en las reglas
de gestión y uso de los recursos.

Una  vez  finalizadas  las  presentaciones,  Sus  Señorías
efectuaron preguntas y observaciones a los invitados.

El Honorable Senador señor Quintana, comentó haber estado en
la cuenta pública del Servicio Local de Educación Costa Araucanía, donde en
términos generales, no presenta mayores dificultades. Sin embargo, sostuvo
que  los  asistentes  de  la  educación  consultaron  si  les  correspondería  la
asignación de zona, establecida en el artículo 7° del decreto N° 249 de 1973,
del Ministerio de Hacienda.

Por otra parte, expresó que, si bien en educación los resultados se
ven en el largo plazo, se mostró de acuerdo con lo expuesto por IdeaPaís en
cuanto a los Departamentos Provinciales de Educación, reconociendo que hay
un tema complejo sobre esa materia. 

Por  otro  lado,  la  Honorable  Senadora  señora  Aravena,  valoró
ambas exposiciones y destacó el planteamiento de que se debe avanzar en
esta reforma. Junto con ello, hizo un llamado al Ejecutivo para que pudiese
contrargumentar las ideas expuestas por las invitadas, y así poder hacer un
análisis en detalle en torno a las propuestas.

El Honorable Senador señor Sanhueza, consignó que cuando los
establecimientos educacionales  se traspasan desde el  municipio  a Servicio
Local,  muchas  veces  los  primeros  dejan  en  pausa  todo  lo  que  significa
reparaciones  en  infraestructura,  lo  que  ocasiona  que  las  escuelas  se
encuentren en un avanzado deterioro.

También puso de relieve la necesidad de construir ciertas ratios en
la dotación del profesorado, tal cual existe para los asistentes de la educación.

 En otro ámbito, consideró relevante lo que refiere a la subdivisión
de terrenos, puesto que, por una parte, se encuentran aquellos destinados a lo
educacional, por otro al Agua Potable Rural (APR), así como también aquellos
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donde funciona la junta de vecinos. En su opinión, dicha subdivisión debiese
hacerse  antes  del  traspaso,  puesto  que,  si  se  efectúa  después,  se  deja
inhabilitados a todos esos organismos para que puedan postular a diferentes
proyectos ante los gobiernos regionales, al no tener un mandato constituido.

En cuanto a la labor  del  Departamento Provincial  de Educación,
adujo que este  tiene incidencia  en lo  que refiere  a  la  educación particular
subvencionada,  por  lo  que  propuso  hacer  una  reestructuración  de  estas,
eliminando la relación que actualmente tienen con los Servicios Locales.

Por último, subrayó que no se contiene en el proyecto de ley normas
que digan relación con el ausentismo escolar o la falta de matrículas. 

A su turno, el  Honorable Senador señor Velásquez, destacó las
intervenciones de las expositoras, las que a su juicio ilustran de buena forma
muchas de las interrogantes que han ido surgiendo. En su opinión, es relevante
fortalecer  la  autonomía  de  las  escuelas,  evitando  el  centralismo  que  se
observa.

En lo que atañe a los concursos de los directores ejecutivos de los
Servicios Locales, instó a que en su estructura se considere principalmente a
profesionales de las macrozonas para otorgar un mayor sentido de pertenencia
y conocimiento del  territorio,  con el  objeto de evitar  la  alta rotación en los
cargos.

Finalmente,  consideró  como  lo  más  relevante  y  que  debiese
resaltarse  en  cada  presentación  de  esta  reforma,  el  acompañamiento  y
asesoramiento técnico-pedagógico del aula.

La  Honorable  Senadora  señora  Provoste,  pidió  que  se
respondieran las consultas que efectuó al Ejecutivo en sesiones anteriores: 

1. La desigualdad que se verifica en la creación de oficinas locales,
como es el caso del Servicio Local de Magallanes, lo que no se aplicaría en
otras regiones del país.

2. El estado actual de los sumarios del conjunto de directores de
Servicios Locales de Educación.

3. El por qué no se presentaron modificaciones a los convenios de
gestión educacional de la ley N° 21.040.

4. Cómo se resuelve la duplicidad de funciones.

5. El proyecto de ley no aborda las complejidades referentes a la
capacidad  de  dar  cumplimiento  a  lo  que  se  establece  en  los  Planes  de
Transición.
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Enseguida,  expresó  su  preocupación  por  el  nivel  de
desconocimiento existente entre los integrantes del Consejo de Evaluación del
Sistema de  Educación Pública,  respecto  del  proceso de instalación  de los
Servicios Locales. Por tal razón, propuso a la Comisión que, en una sesión
especial  de  Sala,  se  pudiese  efectuar  un  análisis  del  Informe del  referido
Consejo, pero con la presencia de investigadores de alto nivel,  a objeto de
tener otras opiniones a este respecto.

La Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes,
Honorables Senadores señora Aravena, Sanhueza y Velásquez, acordó
acceder a lo solicitado por la Honorable Senadora señora Provoste.

La Subsecretaria  de Educación,  señora Arratia,  aclaró que el
informe al cual se refirió la Honorable Senadora señora Provoste, no es el que
emanó del Protocolo de Acuerdo para la Ley de Presupuestos 2024, sino más
bien, se trata de aquel que por ley se debe elaborar en abril de cada año.

Desde otra vereda, el  Honorable Senador señor Sanhueza, hizo
hincapié en que en la ley N° 21.040, solo se hizo el traspaso de los profesores
y  de  los  asistentes  de  la  educación,  dejándose  fuera  del  sistema  a  los
trabajadores del Departamento de Administración de la Educación Municipal
(DAEM), de la Dirección de Educación Municipal (DEM) y de las corporaciones
municipales. Por tal motivo, resaltó que el actual proyecto de ley no aborda la
situación de dichos trabajadores.

Del  mismo  modo  que  la  Honorable  Senadora  señora  Provoste,
consultó al Ejecutivo acerca del criterio en la autorización para la creación de
oficinas locales por parte de los Servicios Locales de Educación.

El  Ministro  de  la  Cartera  señor  Cataldo,  a  partir  del  acuerdo
arribado  precedentemente,  consideró  más  pertinente  escuchar  las
conclusiones del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública en
una sesión de la Comisión, antes que en una sesión de Sala, toda vez que es
el espacio donde se ha desarrollado el debate de esta iniciativa legal.

En cuanto a las respuestas requeridas al Ejecutivo por parte de Sus
Señorías, el personero de gobierno17 se refirió a las siguientes:

Fortalecimiento  del  modelo  pedagógico:  Para  responder  a  lo
consultado  por  los  Honorables  Senadores  señores  Quintana,  Sanhueza  y
Velásquez,  expresó  que  dentro  de  los  objetivos  principales  que  tiene  la
creación  del  Sistema de  Educación  Pública,  está  mejorar  la  calidad  de  la
educación, apuntando a experiencias educativas innovadoras y significativas

17 La presentación de la autoridad ministerial se puede descargar desde el siguiente link:
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19618&tipodoc=docto_comision 
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en materia de aprendizaje y del desarrollo integral de los estudiantes. Para ello,
apuntó a los siguientes aspectos:

• Valorar el modelo pedagógico del Sistema basado en el trabajo en
red, el desarrollo de capacidades y la participación.

• Fortalecer el funcionamiento del modelo, potenciando instancias de
trabajo en red, reconfigurando la Conferencia de Directores, con la finalidad de
que  los  directores  y  directoras  de  los  establecimientos  pueden  pensar  e
implementar en conjunto, estrategias pedagógicas que sean innovadoras. Por
tal  motivo,  señaló  que  se  persigue  regular  más  explícitamente  su  trabajo,
asegurando la definición de objetivos y su seguimiento.

• Mejorar la articulación y coordinación entre las Unidades de Apoyo
Técnico y Pedagógico y los Departamentos Provinciales de Educación, para un
apoyo técnico pedagógico más efectivo, evitando la sobre intervención de los
equipos. Lo anterior, según sostuvo se traduce en una mejor coordinación de la
mesa ejecutiva de coordinación regional,  dirigida  por  el  Secretario  General
Ministerial de Educación.

Duplicidad de funciones: Explicó que en base al diagnóstico que
sirvió de fundamento a los objetivos de este proyecto de ley, se puede señalar
que actualmente la coordinación de apoyo técnico-pedagógico se entrega a los
establecimientos  educacionales  que  reciben  subvenciones  del  Estado,
incluidos los que son dependientes del Servicio Local. Agregó que quien está a
cargo de ese apoyo técnico-pedagógico son los Departamentos Provinciales de
Educación, según el artículo 16 de la ley N° 18.956.

En tal sentido, planteó que la creación del Sistema de Educación
Pública consagra como objeto de los Servicios Locales, velar por la mejora
continua del servicio educativo. De manera tal que el proyecto de ley persigue:

• Determinar  expresamente  un  deber  de  coordinación  entre  los
Departamentos Provinciales y las Unidades de Apoyo Técnico Pedagógico,
distinguiendo el trabajo en red (art. 14) y sus ámbitos de acción (art. 18 ter,
nuevo).  Puntualizó  que  los  Departamentos  Provinciales  son  los  órganos  a
través de los cuales se realizará el acompañamiento y asesoría del Ministerio
de Educación, respecto a las orientaciones, lineamientos, políticas, planes y
programas generales, que deberán considerar los Servicios Locales para el
cumplimiento a la función de diseñar y prestar apoyo técnico pedagógico. De
esta  manera,  recalcó  que  serán  estos  últimos  los  llamados  a  prestar  la
asistencia  técnico-pedagógica  de  manera  directa  a  sus  establecimientos
educacionales.

• Promover  por  parte  de  la  Dirección  de  Educación  Pública,  el
intercambio de experiencias y prácticas destinadas a la promoción de la mejora
educativa,  además de prestar  apoyo y  asistencia  técnico-pedagógica  a  los
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Servicios Locales, a través de un modelo de acompañamiento y desarrollo de
capacidades, situado en los distintos niveles educacionales y en las diferentes
modalidades  educativas,  situado  en  el  marco  de  una  coordinación  con  la
División de Educación General  y  la Subsecretaría  de Educación Parvularia
(artículo 61). Sobre esto último, resaltó que la finalidad es distinguir y delimitar
los  ámbitos  competenciales  para  evitar  obstrucciones  y  duplicidades,
entregando orientaciones coherentes al sistema educativo.

• Incorporar, entre los contenidos del Plan Anual, la necesidad de
explicitar el mecanismo de coordinación entre los Departamentos Provinciales y
las Unidades de Apoyo Técnico Pedagógico. Señaló que lo implementado por
ambas  instituciones  debe  orientarse  al  cumplimiento  de  los  objetivos
educativos en común, proponiendo así una alineación con los propósitos del
plan educativo de cada Servicio Local. (Modificación en el artículo 46 de la ley
N° 21.040).

Enseguida,  exhibió  el  siguiente organigrama, donde observó que
existirá una coordinación estructural, que va desde el Ministerio de Educación a
la  Dirección  de  Educación  Pública,  la  que  se  canaliza  por  la  División  de
Desarrollo Educativo. Por su parte, la Subsecretaría de Educación cuenta con
la  División  de  Educación  General,  donde  se  formulan  los  lineamientos
generales de la política educativa, los cuales fluyen a través de la Dirección
Provincial de Educación a las Unidades de Apoyo Técnico Pedagógico de cada
Servicio Local.

En particular, llamó a revisar con cautela la propuesta de IdeaPaís
de suprimir los Departamentos Provinciales de Educación, toda vez que -a su
entender- dicho organismo también realiza un apoyo a la mejora para el sector
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particular  subvencionado  y  cumple  funciones  de  coordinación  del  sector
educativo en los territorios provinciales. 

Coordinación  entre  los  Servicios  Locales  de  Educación  y  los
establecimientos educacionales: Aclaró que esta consulta fue efectuada por la
Honorable Senadora señora Provoste y los Honorables Senadores señores
Quintana y Sanhueza, señalando que el proyecto de ley contempla una serie
de especificaciones que permiten delimitar los ámbitos de acción , conforme a
las funciones y atribuciones con las que cuenta la Unidad de Apoyo Técnico
Pedagógico y los Departamentos Provinciales de Educación, con el objetivo de
evitar duplicidades.

Naturaleza descentralizada de los Servicios Locales de Educación
Pública: De acuerdo a las preguntas formuladas por los Honorables Senadores
señores  Sanhueza  y  Velásquez,  conforme  al  modelo  de  gobernanza
descentralizada que articula los contenidos de la ley N° 21.040, afirmó que los
Servicios Locales son órganos descentralizados territorial y funcionalmente, lo
que se refuerza en el  presente proyecto de ley a través de las siguientes
propuestas:

1. Se modifican los instrumentos Plan Anual y Plan Estratégico Local
para  potenciar  la  coherencia  entre  ellos  y  con  la  Estrategia  Nacional  de
Educación  Pública.  Indicó  que  esto  permitirá  que  la  planificación  de  cada
Servicio Local funcione de manera más fluida.

2. Se potencia la función de los Consejos Locales de Educación,
para permitir que estos puedan cumplir el rol que la ley les otorga de vincular al
Servicio Local con las comunidades educativas. Algunas de las medidas que
mencionó se enuncian a continuación:

2.1.  Aumento  en  sus  integrantes  cuando  los  Servicios  Locales
cuenten con más de 40 establecimientos educacionales.

2.1. Designación de un funcionario del Servicio Local para apoyar en
la comunicación del Consejo Local con las comunidades educativas, así como
en la preparación de sus sesiones.

2.2.  Aumentar  en  un  año  la  duración  de  los  cargos  de  los
integrantes del Consejo Local, de modo tal que puedan hacer la trayectoria de
experiencia con lo aprendido en los primeros años de adaptación.

3. Nuevas atribuciones a los Directores Ejecutivos de cada Servicio
Local, que permitirán agilizar procesos, evitando así la dependencia cotidiana
respecto  del  nivel  central.  Además,  puntualizó  que,  como  medida
administrativa, se estableció caja chica mediante la Circular 08, para agilizar los
procesos de los establecimientos.
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Vinculación con Gobiernos Regionales: En cuanto a las consultas de
los Honorables Senadores señora Provoste y señor Quintana, consignó dos
aspectos  que  se  incluyen  en  la  ley,  respecto  a  el  rol  de  los  Gobiernos
Regionales.

• Se persigue ampliar las atribuciones del Director Ejecutivo y de la
Dirección  de  Educación  Pública  para  celebrar  convenios  de  programación
(modificaciones al artículo 22 y 61 de la ley N° 21.040), lo que a su entender,
permitirá agilizar procesos y abaratar costos en cuanto a inversión y proyectos
de infraestructura.

• Se  busca  entregar  atribuciones  a  la  Dirección  de  Educación
Pública para reforzar su rol de conducción estratégica del sistema, y el deber
de asistencia en gestión administrativa y financiera del Servicio Local. Remarcó
que la ley vigente define representación de los Gobiernos Regionales en el
Comité Directivo Local (art. 29, 30 y 31). Se establecen plazos para definición
de integrantes, previa aprobación del Consejo Regional.

Comité Directivo Local: Luego, se refirió a las preguntas efectuadas
por la Honorable Senadora señora Provoste. 

• Aclaró  que  la  iniciativa  no busca  entregar  más  atribuciones  al
Comité Directivo Local, sino que precisarlas, en miras de asegurar un mejor
funcionamiento  respecto  de  los  objetivos  que tiene  este  órgano,  al  ser  un
vínculo  con  el  territorio  a  nivel  comunal  y  regional,  en  miras  al  desarrollo
estratégico  del  Servicio  Local.  En  ese  sentido,  precisó  que  se  aclara  su
definición para  perfilar  de mejor  manera el  rol  del  Servicio  Local,  con dos
objetivos:  vincularlo  con el  gobierno comunal  y  regional,  así  como con las
comunidades  y  territorios  que  la  integran,  y  para  velar  por  el  adecuado
desarrollo estratégico del Servicio, en función de delimitar el rol del Comité y
distinguirlo del Consejo Local.

• Para asegurar el cumplimiento de funciones, constató que se crea
el Plan de acción de vinculación institucional en el ámbito regional y comunal.

• Se definen plazos para el cumplimiento de funciones críticas para
el Servicio Local, por ejemplo, la entrega de perfil y nómina de candidatos para
el nombramiento del director ejecutivo.

Creación de oficinas locales:  De acuerdo a los cuestionamientos
planteados por la Honorable Senadora señora Provoste, detalló que el artículo
16 de la ley N° 21.040 establece ciertos criterios para su instalación:

• Cuando sea necesario por razones de buen servicio y para el buen
cumplimiento de las funciones de cada Servicio Local.
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•  En atención a razones de distancia, conectividad y concentración
de matrícula, entre otras.

•  En base a propuesta del Comité Directivo Local respectivo.

De acuerdo a estos criterios, acotó que este año el gobierno decidió
crear las primeras 8 oficinas locales, 5 en Aysén y 3 en Magallanes. Precisó
también que, sin perjuicio de considerar que ya está regulado en la ley, señaló
que el Ejecutivo se encuentra llano a considerarlo en la tramitación de este
proyecto de ley, con la finalidad de precisar de mejor forma la aplicación de
esta facultad.

Concursos  de  Directores  Ejecutivos: A  partir  de  la  consulta
efectuada  por  el  Honorable  Senador  señor  Velásquez,  explicó  que  las
convocatorias tienen un carácter nacional, por el  Sistema de Alta Dirección
Pública. Agregó que ha habido dificultades en llegar a los candidatos idóneos,
lo que se atribuye a una falta de distribución territorial de profesionales, que
muchas veces se concentran en las regiones de la zona central del país. Con
todo,  informó  que  existe  el  ánimo  de  emplear  criterios  distintos  en  la
designación de los cargos, en base a un criterio de territorialidad.

Instrumento:  Plan  Anual: Arguyó  que  estos  tienen  una  enorme
relevancia para el funcionamiento del Servicio Local, y el cumplimiento del Plan
Estratégico Local. De este modo, indicó que la coordinación entre la Unidad de
Apoyo Técnico Pedagógico y el Departamento Provincial de Educación, queda
establecido en el Plan Anual como mandato para todo el Servicio Local.

• Se  explicita  el  rol  de  un  funcionario  del  Servicio  Local  como
facilitador  del  funcionamiento  del  Consejo  Local,  entre  otras  cosas,  para
asegurar que puedan ejercer debidamente sus atribuciones, entre las que se
encuentra la elaboración del Plan Anual.

• Se modifican los contenidos del Plan Anual para propender a su
coherencia con el desarrollo de los procesos del Servicio Local.

• Se entrega a la Dirección de Educación Pública el rol de revisión
de la coherencia entre el contenido del Plan Anual, Plan Estratégico Local y la
Estrategia Nacional de Educación Pública.

Convenio de Gestión Institucional: En base a lo consultado por la
Honorable Senadora señora Provoste, el Ministro señor Cataldo sostuvo que
constituye uno de los principales cambios que trae la presente iniciativa legal, el
cual nace a partir del diagnóstico efectuado y donde se verifican las siguientes
complejidades:
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• El diseño de los convenios actuales no es adecuado para evaluar
el desempeño de los directores ejecutivos, sino el funcionamiento general del
Servicio Local.

• Los convenios no facilitan actuar a tiempo en aquellos casos en
que el desempeño del director ejecutivo es insuficiente.

Por  lo  tanto,  el  proyecto  de  ley  propone  las  siguientes
modificaciones en ese aspecto, según subrayó:

• Modificaciones en los artículos 39, 40 y 41 de la ley N° 21.040,
acerca del Convenio de Gestión. 

• Se explicita que el convenio medirá resultados en dimensiones
críticas de la gestión del Director Ejecutivo, considerando el Plan Estratégico,
además  de  su  gestión  en  la  implementación  del  Servicio  Local,  cuando
corresponda.

• Se establece una evaluación anual para determinar medidas que
aseguren  el  cumplimiento  del  convenio  en  los  procesos  con  resultados
insatisfactorios.

Traspaso dotación: el señor Ministro de la Cartera, apuntó a que la
iniciativa legal lo regula mediante los siguientes mecanismos: 

• Artículo vigésimo cuarto transitorio y siguientes: a través de los
planes de transición, donde se establece el deber de revisar la dotación en
atención a la matricula anual, constituyendo su incumplimiento una infracción
grave a dicho plan.

• Artículo  cuadragésimo segundo  bis  transitorio:  expresó que  se
persigue  modificar  dicho  precepto,  el  cual  actualmente  establece  un
mecanismo  para  el  control  de  dotación  aplicable  a  los  asistentes  de  la
educación, con el objetivo de ampliarlo al sector docente según la matricula de
diciembre de 2023.

Traspaso bienes inmuebles: Previno que para asegurar que durante
el traspaso se cuide la infraestructura que se está traspasando, se proponen
dos fórmulas:

• Planes  de  transición:  Promueve  una  infraestructura  adecuada
previo al traspaso a través del fortalecimiento de los Planes de Transición, que
consideran  deberes  respecto  a  la  infraestructura  de  establecimientos
educacionales  dependientes  del  Servicio  Local  (artículo  vigésimo  cuarto
transitorio y siguientes).
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• Fondo  de  infraestructura:  Se  crea  un  Fondo  destinado  al
financiamiento  de  acciones  de  construcción,  adquisición,  reposición,
reparación, mantención y renovación de los establecimientos dependientes de
los Servicios Locales (artículo 27 bis).

Por otra parte, respecto a la pregunta efectuada por el Honorable
Senador  señor  Sanhueza,  para  abordar  el  riesgo  de  que  los  terrenos
traspasados que están siendo usados también por otras instituciones públicas
puedan perder sus sedes y debilitar estas instituciones, se propone un nuevo
mecanismo  de  regularización  de  bienes  inmuebles  a  través  del  artículo
vigésimo tercero bis, que se concreta en un procedimiento de regularización a
cargo de la Dirección de Educación Pública, el cual prohíbe la regularización de
aquellos inmuebles que hubieren sido destinados en todo o en parte a una
finalidad distinta a la educacional. Con todo, tal procedimiento, según afirmó,
tendrá requisitos copulativos, y la subdivisión será gestionada por el Servicio
Local respectivo.

Hizo  presente  que  el  diseño  de  la  norma,  tuvo  en  cuenta  las
preocupaciones de la Dirección de Educación Pública en su calidad de servicio
público centralizado, encargado de la coordinación estratégica del Sistema, y,
además, las complejidades que han enfrentado los municipios, considerando
los aspectos propios de un procedimiento de bienes.

En lo que refiere a otras consultas efectuadas por Sus Señorías,
destacó las siguientes:

Procedencia  de la  asignación de zona para  los asistentes  de la
educación:  Explicó  que en base  a  lo  que establece  el  artículo  duodécimo
transitorio de la ley N°21.109, se han efectuado dos estudios al respecto. El
primero se realizó durante el año 2020, pero se concluyó que no abordaba de
forma adecuada el universo de beneficiarios posibles. Enfatizó que durante
este gobierno se ha entendido la importancia del tema, por lo que en el año
2022 se inició un nuevo estudio entre el Ministerio de Educación y la Dirección
de Presupuestos, que permitirá la implementación de esta asignación a los
asistentes de la educación donde corresponda.

Estado  actual  de  los  sumarios  de  remoción  de  los  Directores
Ejecutivos:  Informó  que  se  aprobó  la  remoción  del  Director  Ejecutivo  del
Servicio Local de Valparaíso, mediante la resolución exenta N°389 de 2024.
Del  mismo  modo,  agregó  que  mediante  resolución  exenta  N°465  de  este
mismo año, se aprobó la remoción del Director Ejecutivo del Servicio Local de
Atacama.  En  base  a  lo  anterior,  indicó  que  el  Ministerio  de  Educación  se
encuentra revisando la tramitación de ambos procedimientos, para asegurar
que se hayan llevado a cabo conforme a la ley.
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Asimismo, sostuvo que también se encuentra concluido el proceso
disciplinario  de  la  Directora  del  Servicio  Local  Puerto  Cordillera,  donde  se
determinó la restitución en el cargo.

Finalmente,  hizo  presente  que,  respecto  de  los  demás
procedimientos en curso, al no estar finalizados, tienen el carácter de secretos.

6) El Presidente del Colegio de profesores señor Mario Aguilar.

El  Presidente  del  gremio,  recordó  que  cuando  se  estaba
tramitando  la  ley  N°  21.040,  el  Colegio  de  Profesores  formuló  varios
cuestionamientos referidos a aspectos que darían origen a complejidades en
su funcionamiento, situación que, a su juicio, se repite con esta iniciativa legal.

Planteó  que  las  dificultades  que  han  surgido  se  deben  a  los
siguientes factores:

Insuficiente  financiamiento:  Sobre  el  particular,  sugirió  la
modificación de la modalidad de financiamiento,  permitiendo que se pueda
pasar desde el voucher a un financiamiento basal. Al mismo tiempo, criticó que
nunca se ha compensado lo que se deja de percibir por subvención municipal,
requiriendo  un  estudio  que  determine  cuánto  entregaban  los  municipios
traspasados en relación con los actuales, y en qué medida el Sistema actual de
Nueva Educación Pública es capaz de compensar el ingreso que se deja de
percibir.

Falta de participación de las comunidades en los territorios: Como
segundo punto, señaló que tanto los Consejos Directivos como los Consejos
Locales son formas de participación insuficientes, así como también aquella
que se da al interior de los establecimientos, lo cual, a su juicio, impide gestar
una escuela democrática.

Carencia  de  articulación  de  un  Sistema  Nacional  de  Educación
Pública: Alegó  que  la  ley  N°  21.040  ha  impedido  que  exista  un  Sistema
coordinado y articulado.

Incumplimiento  de  la  obligación  de  saldar  las  deudas  de  los
municipios: Sobre este punto, recalcó que, si bien la ley lo establece, en la
práctica no se ha saldado la deuda existente antes de los traspasos.

Gestión  desafectada  y  con  aspectos  de  irresponsabilidad  de  los
municipios cuando se acerca el momento del traspaso.  

Carencia  de  una  educación  integral: A  su  entender,  el  Nuevo
Sistema de Educación Pública funciona de manera idéntica al antiguo, el cual
ya se ha visto bastante criticado.
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En tal contexto, señaló que la iniciativa legal en informe resuelve
parcialmente  los  puntos  destacados.  Consideró  que,  si  bien  contempla
aspectos  valiosos,  como  la  creación  del  Fondo  de  Infraestructura,  no  hay
ninguna mención que diga relación con modificar el sistema de financiamiento.
Sobre lo anterior, detalló que, durante las próximas semanas, con la llegada del
invierno y la proliferación de los virus respiratorios, la asistencia a clases se
verá  drásticamente  mermada,  por  lo  que  reiteró  que  el  financiamiento  vía
voucher es inconveniente, especialmente para la educación pública.

En cuanto a la falta de participación de las comunidades escolares,
sostuvo que es un aspecto que se soluciona de manera insuficiente. Criticó que
el Consejo Local prácticamente no tenga facultades, pasando a ser un órgano
sin ninguna influencia.

Añadió  que  en  la  composición  del  Consejo  Directivo  no  está
resguardada  la  participación  de  trabajadores  y  trabajadoras,  por  lo  que
consideró necesario que la organización gremial con mayor participación en la
región, pueda tener cabida dentro de sus miembros. Asimismo, sugirió que las
decisiones del referido Consejo puedan tener el carácter de vinculantes.

Respecto  a  la  carencia  de  articulación  del  Sistema Nacional  de
Educación Pública, sostuvo que, si bien se incluyen ciertas adecuaciones en
este proyecto de ley, no le entrega a la Dirección de Educación Pública ninguna
función de dirección y articulación del Sistema. Arguyó que lo que se aspira es
a un Sistema dirigido, con propósitos y objetivos de carácter nacional, con alta
participación local.

En lo tocante a las deudas de los municipios previo al traspaso, si
bien  valoró  que  se  propone  un  procedimiento  de  cobro  a  estos  entes
autónomos, continúa -a su juicio- siendo una facultad y no una obligación del
Estado a través del Ministerio de Educación. Abogó porque tal situación se
solucione,  previniendo  un  conflicto  de  proporciones  por  trabajadores  con
deudas previsionales e incluso salariales impagas.

En  lo  que  refiere  a  la  gestión  desafectada  y  con  aspectos  de
irresponsabilidad de los municipios cuando se acerca el momento del traspaso,
valoró que se soluciona en parte por la incorporación de la figura del notable
abandono de deberes para los alcaldes, en cuanto al manejo irresponsable de
ciertos aspectos. Pese a ello, consideró que la norma puede ser perfeccionada.

Luego, dio lectura al artículo 2° del DFL Nº2, de 2009, del Ministerio
de Educación, conocido como Ley General de Educación, expresando que es
una definición poderosa de lo que debiesen ser los fines de la educación. Sin
embargo, planteó que hoy en día su contenido es letra muerta en el Nuevo
Sistema de Educación.
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Finalmente, comentó que en Chile existe un déficit de docentes que
se presenta de maneras distintas a lo largo del país. Por lo anterior, propuso el
siguiente artículo  para la iniciativa legal:  “En caso de establecimientos que
tengan  falta  de  docentes,  se  priorizará  la  contratación  de  docentes  que
provengan de sectores educacionales que tengan sobredotación, quienes se
podrán trasladar a los lugares en que requieran, sin perder su antigüedad,
manteniendo su continuidad laboral para todos los efectos legales.”

7)  Del  Centro  de  Políticas  Públicas  UC,  su  Director  señor  Ignacio
Irarrázaval.

El  académico,  mediante  una  presentación18,  recordó  haber
participado en la tramitación de la ley N° 21.040, donde en el año 2016 expuso
ante la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados, los siguientes
aspectos:

Explicó que en color azul  destaca los fundamentos del  Ejecutivo
respecto de la iniciativa legal, que al mismo tiempo constituían las críticas al
sistema, y en negro, las palabras claves que el Centro de Políticas Públicas UC
sostuvo como criterios de análisis.

 Puntualizó que los puntos 5 y 6 se tuvieron como sugerencias de
incorporación  al  proyecto  de  ley,  puesto  que  no  estaban  originalmente
considerados.

18 La presentación del señor Irarrázaval se puede descargar desde el siguiente link: 
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19791&tipodoc=docto_comision 
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En definitiva,  expresó que el  diagnóstico al  año 2016 no es tan
distinto del que se tiene con la iniciativa legal en informe. 

Dentro de las dudas que se plantean en esta oportunidad, destacó
las que se detallan en las láminas que se muestran a continuación:
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En lo que atañe a la elección vía sistema de Alta Dirección Pública,
reconoció los siguientes aspectos:

Sostuvo  que,  en  cuanto  al  proceso  de  selección  de  directores
ejecutivos, existe una falencia grave. Señaló que la exigencia de perfiles con
experiencia  relevante  en  el  ámbito  educacional,  también  debiese  llevar
aparejada capacidad de gestión. Al mismo tiempo, hizo hincapié en que las
ternas  resultan  ser  excesivamente  largas,  permitiendo  al  Ejecutivo  mayor
discrecionalidad al momento de escoger a los candidatos.

Finalmente, se refirió al financiamiento, destacando los siguientes
aspectos como problemáticos.
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En lo que dice relación con el sistema de compras públicas, sugirió
que este fuese más colaborativo, pudiendo elaborarse términos de referencia
estándar, por ejemplo.

Enseguida, resaltó lo que concierne al desconocimiento del costo
diferencial del Sistema de Educación Pública. En ese sentido, hizo presente
haber  hecho  varias  indagaciones  con  ex  funcionarios  del  Ministerio  de
Educación y Dirección de Presupuestos, sin que fuese posible saber cuál era el
costo  de  cada  una  de  las  áreas  de  provisión  de  la  educación  pública,
incluyendo a los establecimientos particulares subvencionados.

Para  estos  efectos,  exhibió  la  siguiente  tabla,  mostrando
preocupación por la eventual inequidad que pudiese existir en el gasto público
por niño. Explicó que las cruces permiten verificar que los Servicios Locales
están recibiendo fondos adicionales, por lo que surge la necesidad de saber
cuánto es el valor en el margen que se aporta como país a este Sistema, para
determinar si se está sobre subsidiando.
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A modo de resumen, exhibió la siguiente lámina:

Respecto al punto 4, ahondó en que la gestión presupuestaria se
centra en los gastos, y los ingresos se consideran como fijos. Expresó que en
el  caso del  Sistema de Educación Pública hay un desafío  doble, como es
gastar los recursos y a la vez, generar los ingresos a través de la matrícula y la
asistencia. 
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Al mismo tiempo, en lo que atañe al punto 6, hizo especial énfasis
en la eliminación de la palabra “metas” en el proyecto de ley.

Luego, en lo relativo a los avances que destacó de la iniciativa legal
en informe, se encuentra la nueva función propuesta para los Servicios Locales
de Educación, que según comentó, ayudaría a una mejor gestión:

“t) Desarrollar acciones de monitoreo y generación de información,
así  como  planes  de  apoyo  pedagógicos  y  psicosociales,  orientados  a
garantizar la permanencia de sus estudiantes y la revinculación de quienes han
interrumpido  su  trayectoria,  promoviendo  la  implementación  de  proyectos
educativos  inclusivos  en  los  establecimientos  educacionales  de  su
dependencia.”.

Del  mismo  modo,  resaltó  aquella  modificación  referida  a  la
responsabilidad  de  los  Servicios  Locales  en  cuanto  a  establecimientos
educacionales de su dependencia, donde se persigue incluir la siguiente: “Los
Servicios  Locales  podrán contratar  mediante  trato  o  contratación  directa  la
ejecución  de  obras  de  infraestructura,  de  acuerdo  a  los  requisitos  y
procedimientos dispuestos en la ley N° 19.886.”.

También destacó la posibilidad que se plantea de que tales servicios
puedan celebrar convenios de programación con los gobiernos regionales para
el financiamiento de estudios o proyectos de inversión en infraestructura de
establecimientos  educacionales  o  parvularios  de  su  dependencia;  poder
contratar  personal  de  reemplazo  en  los  casos  que  la  norma  prescribe;  la
incorporación de plazos en lo que atañe al Comité Directivo Local, y finalmente
la propuesta de obligatoriedad del Plan de Transición para los municipios.

En los aspectos que consideró dudosos,  citó  lo  que refiere a la
dilución  de  actores  y  resaltó  que  este  aspecto  también  fue  uno  de  los
planteados durante la discusión de la ley N° 21.040 durante el año 2016. En
ese  contexto,  observó  que  existe  injerencia  de  más  instituciones  y  poca
precisión de los roles. En ese sentido, analizó la propuesta de artículo 18 ter,
criticando  su  inciso  segundo  y  cuarto  que  señalan  los  roles  de  los
Departamentos Provinciales de Educación y la Dirección de Educación Pública,
respectivamente,  en  cuanto  al  apoyo  técnico-pedagógico  a  los  Servicios
Locales, y advirtió que en la práctica estos se traslapan ampliamente.

Igualmente,  especificó  que  los  Comités  Directivos  Locales  están
totalmente diluidos. Propuso a su respecto un Comité que estuviese mucho
más cerca de la gestión estratégica de los Servicios Locales, puesto que el
proyecto de ley a su juicio, les reduce sus funciones, al no velar por la rendición
de cuentas del director ejecutivo ante la comunidad. Del mismo modo, mostró
su preocupación por la eliminación de la posibilidad de que estos organismos
puedan proponer iniciativas de mejora en la gestión del Servicio Local y sus
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establecimientos,  quedando  solo  aquellas  que  impliquen  una  apropiada
relación con las municipalidades.

También  cuestionó  la  propuesta  de  supresión  de  la  función  de
aprobar el Plan Estratégico Local para tales Comités, y que el requerimiento de
su estado de avance sea anualmente. Por lo anterior, recomendó otorgarles a
dichos órganos un mandato concreto y metas relacionadas al cumplimiento de
los objetivos.

Enseguida,  reiteró  sus dudas sobre  la  eliminación  de la  palabra
“metas”,  en  este  caso en los  artículos  39 relativo  al  Convenio  de Gestión
Institucional, y en el artículo 46, sobre el Plan Anual.

Por  otra  parte,  también  manifestó  su  preocupación  por  la
modificación del  artículo 41 sobre el  seguimiento, evaluación y revisión del
convenio  de  gestión  educacional,  donde  se  propone  que  el  Director  de
Educación Pública designe a un funcionario de su dependencia para que se
dedique, exclusivamente, al acompañamiento y supervisión del cumplimiento
de lo determinado en la resolución que contiene las medidas específicas que el
Servicio  Local  deba  implementar,  durante  los  seis  meses  siguientes  a  su
dictación.

Finalmente, sostuvo que -a su entender- existe una arbitrariedad y
asimetría respecto al trato municipal. Expresó estar de acuerdo con que el Plan
de Transición sea obligatorio y que se les exija a los municipios tener saneada
la planta, sin embargo, fue de la opinión de que se les exija lo mismo a los
Servicios Locales.

8)  Del  Departamento  Provincial  de  Educación  Cautín  Norte,  el  Jefe
Provincial señor Diego Vrsalovic19.

Como  primer  punto,  señaló  que  el  rol  de  los  Departamentos
Provinciales de Educación es muy importante e insustituible. Aclaró que estos
órganos ejercen una labor primordial en los siguientes aspectos:

- El  vínculo  con  los  establecimientos  es  mucho  más  directo  y
cercano. Los supervisores son validados como referentes del Ministerio por las
comunidades educativas y los sostenedores públicos. 

- El  apoyo  técnico  pedagógico  se  desarrolla  en  atención  a  las
particularidades de cada comuna y territorio. 

19 La minuta con el detalle de la presentación, se puede descargar desde el siguiente link:
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19792&tipodoc=docto_comision 

84

https://www.senado.cl/appsenado/index.php?mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19792&tipodoc=docto_comision
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19792&tipodoc=docto_comision


- La coordinación con los sostenedores y directores es rápida y
directa,  tanto  para  las  emergencias  como  para  la  proyección  del  trabajo
técnico.

 
- En lo cotidiano, la atención para trámites como modificación al

calendario escolar y consultas sobre materias técnicas es más expedita que a
nivel regional.

Junto  con  ello,  informó  que  el  Departamento  Provincial  de
Educación  Cautín  Norte,  levantó  un  modelo  en  base  a  la  experiencia,
constituyendo el primer Comité de Desarrollo Profesional Docente del país.

Al mismo tiempo, señaló que se continuó y fortaleció el trabajo en la
Mesa  sobre  Asistencia  y  Revinculación,  actualizando  los  reportes  de  los
sostenedores públicos y particulares sobre la materia, y buscando soluciones
pertinentes para disminuir brechas. Comentó que desde el año 2022, se han
desarrollado mesas de trabajo con los Departamentos de Administración de
Educación  Municipal  (DAEM),  rescatando  experiencias  anteriores  en  tres
materias  prioritarias:  servicio  educativo,  servicio  financiero  y  normalización
comunal. 

Asimismo, expuso que, a partir del mismo año 2022, el Comité de
Desarrollo Profesional Docente ha permitido que los Planes Locales puedan
focalizar en el diagnóstico pertinente y el uso de datos, promoviendo una mejor
articulación con los Planes Locales de Formación y en perspectiva de articular
el  Plan  de  Mejoramiento  Educativo  (PME)  y  los  Planes  de  Desarrollo
Profesional a nivel escuela. 

Luego, señaló que, durante el segundo semestre de este año, en
conjunto con los DAEM, se proyectará el apoyo técnico para el año 2025 en
perspectiva de los traspasos, así como la anticipación necesaria en el orden de
la información disponible en los municipios de acuerdo con las directrices de
los Manuales de Traspaso.

A  continuación,  propuso  las  siguientes  medidas  para  el
fortalecimiento  de  los  Departamentos  Provinciales  de  Educación  antes  y
después  de  la  entrada  en  funcionamiento  de  los  Servicios  Locales  de
Educación Pública, sobre la base del proyecto de ley en análisis:

1. Apoyar la elaboración y conocer la síntesis de la Conferencia de
Directores. 

2. Apoyar la proyección del apoyo técnico pedagógico. 

3. Reorganización del apoyo técnico a establecimientos municipales
en función del traspaso, a partir de 2025. 
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4. Asistir,  a  propuesta  del  Consejo  Local,  a  una  o  más  de  sus
sesiones,  para  comentar  la  marcha  del  Servicio  y  los  lineamientos  de  la
Subsecretaría de Educación, con énfasis en el Plan Regional. 

5. Asistencia  de  los  Jefes  de  Departamentos  Provinciales  a  la
Coordinación  regional  de  educación  pública  y  reforzamiento  del  rol  del
secretario ejecutivo. 

6. Apoyo a  la  implementación  de los  Planes de Transición  y  su
incorporación en los Planes Anuales de Educación Municipal,  con metas y
compromisos específicos y claros. 

9)  De  la  Municipalidad  de  Las  Condes,  su  alcaldesa  señora  Daniela
Peñaloza20.

La  señora  Peñaloza  comenzó  su  presentación  aludiendo  a  la
posibilidad de evaluar el traspaso de los colegios de Las Condes al Servicio
Local de Educación Manquehue. Planteó que si antes de la crisis que se vive
en el  Servicio  Local  de Educación de Atacama había dudas respecto a la
capacidad de instalación,  posterior  a ella  se percibe también una crisis  de
confianza que dice relación con determinar si esta ha sido una buena o mala
política  pública.  En  ese  sentido,  expresó  que  cabe  preguntarse  para  qué
afectar  la  continuidad  de  aquellos  servicios  que  hoy  en  día  sí  prestan
educación pública de calidad.

Enseguida se refirió al siguiente cuadro, donde resaltó que en color
verde se puede apreciar lo que han sido los resultados en la comuna de Las
Condes, respecto del último SIMCE. El primer gráfico a la izquierda muestra 4°
básico en lectura; a la derecha 4° básico en matemáticas; abajo a la izquierda
se muestra 2° medio lectura, y a la derecha 2° medio matemáticas. Especificó
que los distintos colores dan cuenta de los promedios municipales en Chile, en
color celeste; en azul se encuentran los Servicios Locales iniciados el 2018; en
rojo aquellos iniciados en 2019; en amarillo los iniciados en el 2020, y en verde
los promedios de los colegios municipales de Las Condes.

20 La presentación de la señora alcaldesa se puede descargar desde el siguiente link: 
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19750&tipodoc=docto_comision 
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Profundizó  señalando  que  la  calidad  en  la  educación  se  puede
percibir en una trayectoria de al menos 10 o 12 años. Por tal razón, detalló que
el gráfico busca representar la trayectoria educativa tomando datos del año
2013 al 2023, siendo evidente -a su juicio- la mejora que ya está instalada y
que adquiere fuerza.

Luego, en lámina que se muestra a continuación, señaló que consta
el  ranking del  SIMCE de 2°  medio,  donde hay tres establecimientos de la
Municipalidad de Las Condes que se encuentran dentro de los cinco primeros a
nivel nacional.

Enseguida, exhibió la siguiente lámina, que a su juicio muestra datos
a los cuales aspira el proyecto de ley en análisis, y también el Estado. Los
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siguientes  datos,  corresponden  a  los  resultados  de  la  PAES  2023  en
matemáticas y comprensión lectora.

Expresó que el 82% de los alumnos de 4° medio de los colegios
municipales de Las Condes ingresa a la educación superior, y la mayoría de
ellos  a  la  carrera  que  corresponde  a  su  primera  opción,  como ingeniería,
derecho y sicología.

Observó  que,  dentro  de  los  colegios  municipales,  del  promedio
nacional  Las  Condes  tiene  139  puntos  de  diferencia  en  matemáticas.  En
cuanto a los subvencionados hay 122 puntos de diferencia y en cuanto a los
colegios particulares pagados, la diferencia es de -40 puntos. Sin embargo,
apostó a que, si el municipio continúa desarrollando su labor como hasta ahora,
en los próximos años la educación pública en Las Condes debiese superar los
puntajes de los colegios particulares pagados en el promedio de matemáticas,
ya que la curva que se aprecia va en ascenso. Adujo que lo mismo ocurre con
comprensión lectora, al superar los colegios de Las Condes en 105 puntos el
promedio nacional.

Explicó que estas estadísticas se muestran dado que el municipio
espera que el proyecto de ley en análisis, apunte en mayor medida a la calidad,
pero sostuvo que las modificaciones que se presentan a la ley, a su juicio,
pretenden específicamente superar los errores que se produjeron en el Servicio
Local de Educación de Atacama. Sin embargo, formuló las siguientes críticas:

1.-  Las  modificaciones  no  dan  respuestas  a  las  fallas  que  se
evidencian y aumenta la mirada punitiva sobre sostenedores municipales. 
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2.-  No hay gestos concretos  ni  acciones orientadas a premiar  a
sostenedores que hacen bien su trabajo.

3.- El proyecto de ley se hace cargo de aspectos operativos de la
implementación  de  los  servicios,  pero  no  resuelve  cuestionamientos  a  la
calidad de la educación.

4.- El proyecto centraliza en la Dirección de Educación Pública, en
desmedro  de  la  autonomía  de  los  Servicios  Locales  de  Educación  como
órganos descentralizados.

Enseguida,  valoró  la  decisión  del  Ministerio  de  Educación  de
posponer  la  instalación  del  Servicio  Local  de  Educación  Manquehue,  no
obstante, subrayó que no es la respuesta definitiva esperada. 

Por lo anterior, propuso que el  artículo décimo transitorio de la ley
21.040 se vuelva permanente, permitiendo que los sostenedores municipales
que  hacen  bien  su  trabajo  puedan  conservar  el  servicio  educativo  y  sean
evaluados cada dos años por la Dirección de Educación Pública. Así, en la
medida  que  el  sostenedor  cumpla,  los  colegios  puedan  seguir  siendo
administrados por la municipalidad o por la corporación respectiva.

Enunció las siguientes ventajas que tendría esta modificación:

1.  Se  mantiene  inversión  y  gasto  que  no  cubre  la  subvención
escolar:  Comentó  que  ha  habido  municipios  que  una  vez  que  tienen  en
conocimiento el traspaso a Servicio Local, dejan de invertir en educación, por lo
que no se logra cubrir la subvención escolar.

2. Atención y respuesta más rápida frente a problemas cotidianos.

3.  Cercanía  con  responsables  de  la  administración
(retroalimentación), esto es con los vecinos y los estudiantes.

4. Proyección de inversión en infraestructura escolar. Comentó que
en Las Condes se proyecta la construcción de un nuevo colegio, sin embargo,
el Concejo Municipal mantiene dudas respecto a si, al efectuarse el traspaso,
se logre mantener la calidad que hoy se entrega a los establecimientos.

5. Cuidado de equipos de trabajo y de comunidades educativas al
interior de la comuna (autonomía de los proyectos educativos).

En definitiva, el nuevo artículo décimo transitorio propuesto por la
alcaldesa de Las Condes señora Peñaloza sería el siguiente:
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“Artículo  décimo  transitorio.-  Una  municipalidad  o  corporación
municipal  podrá  conservar  el  servicio  educativo  en  su  comuna,  siempre  y
cuando cumpla con los siguientes requisitos copulativos:

1. Que, al momento de la solicitud, a lo menos el 60% del total de
establecimientos a su cargo presente niveles educativos ordenados como de
desempeño alto o medio alto, según la última categorización realizada por la
Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad con la ley N° 20.529.

2. Que, durante los veinticuatro meses previos a la solicitud, no haya
registrado obligaciones previsionales impagas respecto de los profesionales de
la educación, asistentes de la educación o personal de apoyo y administración
educacional de su dependencia, por un monto superior a las 400 unidades de
fomento calculadas a la fecha en que se presente la solicitud.

3. Que, al momento de la solicitud, la deuda de la municipalidad   o
corporación   municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional,
según lo establecido en el artículo trigésimo transitorio, no supere el 5% de sus
ingresos anuales por concepto de subvenciones escolares y aportes del Estado
para el mismo año, descontados los aportes de capital.

4. Que los aportes adicionales del Municipio o la Corporación de
educación sean indispensables para mantener la calidad del servicio educativo,
siempre y cuando dicho aporte adicional no sea para cubrir horas de personal
docente y no docente.

La Dirección de Educación Pública acreditará el  cumplimiento de
dichos requisitos, pudiendo para ello  solicitar  información a la  Subsecretaria
de Educación, la Superintendencia de Educación y otros organismos públicos
pertinentes.

El municipio o corporación municipal deberá presentar su solicitud
seis meses antes de la instalación del Servicio Local con competencia sobre la
comuna respectiva. La Dirección de Educación Pública tendrá un plazo de
sesenta días para responder las solicitudes y verificar el cumplimiento de los
requisitos señalados en el mismo artículo.

El  Ministerio  de Educación deberá evaluar  cada dos años si  las
municipalidades  o  corporaciones  municipales  autorizadas  mantienen  el
cumplimiento de los requisitos establecidos en los literales de este artículo. De
no ser así, el traspaso del servicio educacional que prestan se ajustará a lo
establecido en el  calendario de instalación definido por el  Presidente de la
República;  y  en  caso  de  encontrarse  ya  en  funcionamiento  el  respectivo
Servicio  Local  con  competencia  sobre  la  comuna,  se  deberá  proceder  al
traspaso del  servicio  educacional,  según las normas establecidas en estas
disposiciones transitorias.”
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Para concluir,  señaló  que tal  formulación tiene que ver  con una
realidad que está ocurriendo hoy en Las Condes, donde -como se verificó- los
resultados en el SIMCE y en la PAES son mucho más altos que el promedio
nacional, y lo demuestran también los indicadores socioemocionales y de salud
mental. Agregó que hoy nada garantiza que se pueda mantener la educación
de  calidad  que  hoy  en  día  se  tiene,  una  vez  que  se  traspase  el  servicio
educacional al Servicio Local de Educación Manquehue.

10) Del Consejo de Evaluación del Nuevo Sistema de Educación Pública,
el señor Fernando Peña21.

El académico resaltó los siguientes aspectos generales:

1.-  Crisis  de  Atacama profundiza  críticas  y  agrega  dudas  sobre
legitimidad y apego de los actores políticos a la Nueva Educación Pública. No
obstante, planteó la duda de si esa situación de crisis es generalizada en todos
los Servicios Locales de Educación que están en régimen. Acotó que, si bien la
gran  mayoría  de  ellos  han  tenido  dificultades  asociadas  a  la  instalación,
expresó que todos han podido sortear con éxito los problemas vinculados a la
transición y al régimen.

2.- En su opinión, el proyecto de ley no tranquiliza ni logra satisfacer
expectativas de mejora sobre problemas detectados en Atacama, y que muy
probablemente se repitan en otros Servicios Locales de Educación. Estimó que
los  problemas que se  han visto  en  dicho Servicio  Local,  corresponden en
mayor medida a mala gestión y no al  diseño de la ley.  Hizo un llamado a
entender la ley N° 21.040 como una política de Estado que busca mejorar las
condiciones y elevar  el  estándar  del  servicio educativo para los niños más
vulnerables.

3.-  El  proyecto  de ley  concentra  atribuciones y  facultades en la
Dirección de Educación Pública,  en desmedro de los Servicios Locales de
Educación, que son órganos descentralizados. 

Luego, exhibió las siguientes láminas, donde se muestran algunos
alcances a las modificaciones que plantea la iniciativa legal en informe:

21 La presentación se puede descargar desde el siguiente link:
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19749&tipodoc=docto_comision 
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Como  comentarios  finales,  enunció  los  que  se  detallan  a
continuación:
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1.-  Importancia  de  permitir  que  la  reforma  entre  en  régimen,  y
entender  la  Nueva  Educación  Pública  como  una  política  de  Estado,
calificándola como la más importante en educación pública en los últimos 30
años.

2.-  No  existe  evidencia  o  estudios  que  recomienden  detener  la
instalación de los Servicios Locales de Educación (disyuntiva casos críticos).

3.- El proyecto de ley debiese ser más explícito en la habilitación de
oficinas. Comentó que, a su juicio, bajaría mucho la presión sobre todo en
regiones con territorios muy extensos

4.-  Permitir  que municipios  bien  evaluados conserven el  servicio
educativo, puede ser una solución política razonable para disminuir la presión
sobre  la  Nueva  Educación  Pública.  Tal  idea  -según  remarcó-  puede  ser
criticada porque rompería la idea de sistema, sin embargo, hizo presente que
hoy en día convergen en un mismo territorio, colegios particulares pagados,
particulares  subvencionados,  de  administración  delegada,  municipales,  y
aquellos administrados por Servicios Locales.

Acotó que existen comunas que esperan el traspaso, y son aquellas
que presentan mayores problemas, como fue el caso de Magallanes. En ese
sentido, instó a que en la decisión de las prórrogas se tuviera presente tales
necesidades.

Finalizadas  las  exposiciones,  Sus  Señorías  plantearon
inquietudes y consultas.

El Honorable Senador señor Sanhueza, manifestó coincidir con lo
planteado  por  la  señora  alcaldesa  de  la  Municipalidad de  Las  Condes,
específicamente en la posibilidad de mantener el servicio educativo sometido a
una  evaluación  continua,  citando  el  ejemplo  del  Liceo  Bicentenario  de
Excelencia  Polivalente  San  Nicolás  de  Ñuble que  ha  tenido  muy  buenos
resultados. Consultó al mismo tiempo, respecto de cuál es la diferencia que se
propone respecto  al  artículo  décimo transitorio  actual,  toda vez que se  ha
planteado la dificultad de cumplir con todos los requisitos del artículo décimo
transitorio, en especial con lo que refiere a matrículas.

Por otra parte, recordó que el presente proyecto de ley tiene como
antecedente  conversaciones  que  se  han  tenido  entre  esta  Comisión  de
Educación con los directores ejecutivos de los Servicios Locales, además de
los resultados de las auditorías. En ese sentido, preguntó al señor Fernando
Peña,  sobre  qué  aspectos  considera  que  carece  la  propuesta  de  ley  en
análisis, para incorporarlos y hacerlos parte de la discusión.

A su turno, el  Honorable Senador señor García Ruminot  señaló
que  parte  importante  de  la  matrícula  de  la  Municipalidad  de  Las  Condes
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corresponde a alumnos que van desde otras comunas. Por lo anterior, requirió
a la señora alcaldesa, el registro de tales datos, con la finalidad de comprender
mejor la labor que realiza el municipio. 

La Honorable Senadora señora Aravena destacó las dos últimas
presentaciones y manifestó compartir el punto de vista de la señora alcaldesa
de Las Condes en lo  que refiere a la  propuesta de reemplazo de artículo
décimo transitorio, ya que -según sostuvo- permitiría que los municipios que
hoy están haciendo un buen trabajo, puedan seguir desarrollándolo.

Igualmente, pese a destacar que el municipio de Las Condes cuenta
con mayores recursos,  hizo hincapié en que también es posible  que otras
localidades puedan otorgar un servicio educativo de calidad, como ocurre con
el  Liceo Bicentenario  de  Excelencia  Polivalente  San Nicolás  de Ñuble.  De
modo  tal  que,  la  conservación  del  servicio  educativo  en  el  municipio  se
traduciría en una recompensa para la municipalidad de que se trate, y además
para  la  comunidad  educativa  y  la  sociedad,  valorando  la  tradición  e
institucionalidad educativa.

En  cuanto  a  lo  expuesto  por  el  representante  del  Consejo  de
Evaluación de la Nueva Educación Pública, señor Peña, adhirió a que algunos
Servicios Locales gozan de una buena gestión, citando el caso del Servicio
Local  de  Educación  de  Huasco.  Por  lo  anterior,  sostuvo  que  se  debe ser
pragmático al momento de hablar de educación, y que, si bien el proyecto de
ley junto con las indicaciones que se presentarán auguran elementos positivos,
se debe considerar que hay aspectos que pasan por las personas que ejecutan
y por la calidad de la política que se desarrolla.

Finalmente, concluyó en que el proyecto de ley en análisis permitirá
un  Sistema  donde  coexistan  los  Servicios  Locales  de  Educación  Pública,
municipios, colegios subvencionados y particulares, reafirmando la idea de que
no es posible retroceder en esta reforma educacional.

El  Honorable  Senador  señor  Quintana valoró  la  mirada
transversal  del  señor  Peña,  así  como  también  del  propio  Consejo  de
Evaluación  de  la  Nueva  Educación  Pública,  donde  -en  su  perspectiva-  se
demuestra que no se anteponen las miradas ideológicas propias en materia
educacional.

Asimismo,  resaltó  que  ambas  presentaciones  destacan  que  la
iniciativa legal en informe se hace cargo de las falencias que surgieron en la
implementación de esta reforma, con la ley N° 21.040.

Por  otra  parte,  consultó  a  la  alcaldesa  de  Las  Condes,  señora
Peñaloza, más allá de los recursos con los que el municipio cuenta, cuáles son
los otros elementos que determinan los buenos resultados que ha tenido dicho
municipio en la entrega del servicio educacional.
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La  misma  inquietud  manifestó  el  Honorable  Senador  señor
Velásquez, y, además, requirió el porcentaje de alumnos que van a estudiar a
la comuna de Las Condes.

Al señor Fernando Peña preguntó respecto de qué elementos deben
ser profundizados en el proyecto de ley, respecto de la autonomía que propone
la Nueva Educación Pública.

Respondiendo a las consultas, la alcaldesa de Las Condes señora
Daniela Peñaloza,  expresó que más allá del presupuesto adicional que se
destina por sobre la subvención, el foco ha estado mayormente puesto en lo
que  ocurre  en  la  sala  de  clases,  capacitando  a  los  docentes  a  través  de
herramientas que les den mayor autonomía y flexibilidad. También mencionó la
extensión de la descentralización a los colegios, otorgando mayor poder de
decisión a los directores de los establecimientos dentro del margen que permite
la normativa. Resaltó, además, que se han concentrado los esfuerzos en el
ámbito  de salud mental  y  socioemocional;  se han abierto  espacios para la
inclusión según lo permitido por el Programa de Integración Escolar (PIE) y,
que se trabaja directamente con la comunidad educativa. Sobre esto último,
especificó que en el año 2022 y durante 8 meses, se centraron los esfuerzos
en  mejorar  el  bienestar  socioemocional  por  sobre  el  aprendizaje,  lo  que
encontró amplio apoyo entre los apoderados.

Seguidamente,  comentó  que  entre  un  25%  a  un  30%  de  los
alumnos que estudian en los establecimientos de Las Condes, proviene de
otras comunas, como Maipú, Calera de Tango, Colina y Lampa. Asimismo,
subrayó que familias con dificultades económicas de la propia comuna -luego
de la pandemia y el estallido social- decidieron cambiar a sus hijos desde un
establecimiento  subvencionado o  particular,  para  ingresarlos  al  Sistema de
Admisión Escolar  (SAE),  manteniéndolos hasta la  fecha,  por  la  calidad del
servicio educacional que prestan.

En  cuanto  a  lo  consultado  por  el  Honorable  Senador  señor
Sanhueza, expresó que la principal modificación que se propone por parte del
municipio,  es  reemplazar  la  postergación  por  la  conservación  del  servicio
educativo.  Aclaró  que,  lo  que  se  persigue,  es  que,  una  vez  cumplido  el
calendario de instalación del Servicio Local, los sostenedores que acrediten las
mismas variables de calidad, puedan conservar el servicio educativo. Para ello,
postuló que los requisitos establecidos en el artículo décimo transitorio de la ley
21.040 se mantengan, a excepción del literal b) que alude a la matrícula, toda
vez que hoy en día ese indicador no está entregado a los sostenedores, por lo
que no se cuenta con lo exigido previo a solicitar la postergación del traspaso
para acreditar si se cumple o no con el requisito.

Respecto  a  los  elementos  faltantes  en  el  proyecto  de  ley,  el
representante del Consejo de Evaluación de la Nueva Educación Pública,
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señor Peña, estimó que los déficits y crisis que han ocurrido, provienen en
mayor medida de cuestiones de cultura organizacional y problemas anteriores
a la implementación de la ley. 

Agregó que,  además de  focalizarse  en la  sala  de  clases,  como
mencionó la señora alcaldesa, también los esfuerzos -en su opinión- debiesen
centrarse  en  sostenedores  que  apuestan  por  una  alta  autonomía  a  nivel
directivo. Consideró que este último aspecto no es de aquellos que puedan
imponerse  por  ley,  sino  más  bien  responde  a  una  tarea  que  se  debe  ir
fomentando. En esa línea, comentó que en una reunión con profesores de los
11 Servicios Locales que se encuentran en funcionamiento, todos aseguraron
no  querer  volver  al  antiguo  régimen,  fundándose  en que  ahora  veían una
oportunidad  de  poner  el  foco  en  la  sala  de  clases,  con  directores  más
empoderados,  pudiendo  prescindir  del  factor  político  de  los  alcaldes  que
afectaba la cultura educativa. 

En lo que atañe a la consulta de la Honorable Senadora señora
Aravena, afirmó que la principal apuesta de descentralización es la apertura de
más  oficinas;  el  registro  y  la  inscripción  de  bienes  inmuebles  como
competencia  de  los  Servicios  Locales  y  no  de  la  Dirección  de  Educación
Pública y, por último, la posibilidad de usar los saldos de caja y de disponer de
las  modificaciones  presupuestarias  para  así  agilizar  la  ejecución  del
presupuesto de los Servicios Locales.

Finalmente, puso de relieve la importancia de gestionar un cambio
en la cultura organizacional que existe hoy a nivel directivo.

El  Ministro  de  Educación,  señor  Cataldo  valoró  las  opiniones
vertidas, en especial la del señor Fernando Peña, haciendo presente que existe
un  ánimo común de querer  construir  y  dar  estabilidad  a  políticas  públicas
esenciales, que aspiran a ser políticas de Estado. En ese sentido, instó a la
Comisión a llegar a amplios acuerdos, previniendo lo que ocurra en la Cámara
de  Diputados  cuando  el  presente  proyecto  de  ley  sea  analizado  en  esa
instancia.

Dentro de los aspectos que remarcó como relevantes, discrepó en
cuanto a las aprensiones manifestadas en torno a las nuevas atribuciones que
se proponen para la Dirección de Educación Pública, como órgano que ostente
la dirección estratégica del Sistema. En ese sentido, sostuvo que esta iniciativa
legal responde a múltiples recomendaciones y a la experiencia de lo que ha
sido la gestión del Sistema.

Por otra parte, recalcó que no se persigue establecer mecanismos
de cuoteo político o para tener  mayor  adhesión de parte  de los directores
ejecutivos, haciendo énfasis en que este gobierno ha trabajado estrechamente
con directores ejecutivos provenientes de distintos sectores políticos.
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Igualmente, abogó por la posibilidad de tener mayores herramientas
que permitan  resolver  situaciones de crisis  que se  presenten en el  futuro,
dentro del sistema educacional.

En lo  que refiere al  artículo  décimo transitorio,  señaló que debe
discutirse de manera correcta, recalcando que a lo que se aspira es a tener un
entramado que opere como sistema. Al mismo tiempo, cuestionó la premisa de
relajar  estándares  para  permitir  más  inclusiones,  proponiendo,  en  cambio,
esfuerzos adicionales para cumplir con las medidas de excepción. Con todo, a
pesar de destacar los buenos resultados de la Municipalidad de Las Condes,
resaltó la situación privilegiada de la comuna en términos de equidad territorial
y  financiamiento  municipal,  además  de  la  poca  cantidad  de  colegios  que
administra, lo que -a su entender- influye en la capacidad educativa.

Enseguida, mencionó la necesidad de evaluar cuidadosamente las
condiciones que respaldan las decisiones sistémicas, citando ejemplos como el
del  Liceo  San  Nicolás  de  Ñuble.  De  este  modo,  señaló  que  los  buenos
resultados de algunos establecimientos no garantizan la misma calidad en todo
el  Sistema, puesto que, en el  caso de dicho liceo, el  progreso se debe al
esfuerzo focalizado para obtener mejoras. 

Luego,  se  refirió  a  la  reunión  sostenida  con  los  municipios  de
Vitacura, Lo Barnechea y Las Condes, donde se discutió la postergación del
servicio educativo. A raíz de lo anterior, sostuvo que se está en proceso de
evaluación de la ley y su implementación, para proceder a la reformulación del
calendario de traspasos y reordenar las prioridades. Al mismo tiempo, hizo
hincapié  en  evitar  la  concentración  exclusiva  en  casos  críticos  para  no
comprometer la equidad del sistema, destacando la importancia de incluir el
factor demostrativo y de reconocer tanto los casos críticos como los ejemplos
positivos, como el de la Municipalidad de Renca, que ha optimizado recursos y
procesos educativos.

Finalmente, expresó la necesidad de profundizar en el diagnóstico
de mayor centralización planteado por la oposición, considerando herramientas
para administrar y abordar las crisis. Subrayó que, si  bien se desea mayor
rapidez en las soluciones, se valora el impacto positivo de las herramientas
existentes en situaciones como la del Servicio Local de Educación de Atacama.

11) De Libertad y Desarrollo: la Coordinadora del Programa Social, señora
María Paz Arzola y la abogada del Programa Legislativo, señora María
Trinidad Schleyer22.

22 La presentación de las expositoras se puede descargar desde el siguiente link: 
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19804&tipodoc=docto_comision 
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La señora María Paz Arzola comenzó su presentación, previniendo
que partiría con un diagnóstico de datos, para luego referirse específicamente a
la iniciativa. 

En  lo  que  refiere  a  las  expectativas  que  se  tuvieron  de  la  ley
N°21.040 que crea el Sistema de Educación Pública, mencionó las siguientes: 

- Potenciar “una gestión educativa integral, con objetivos nacionales
y locales de mediano y largo plazo”, lo que se lograría gracias a la mayor
capacidad del Director Ejecutivo de los Servicios Locales y su independencia
del ciclo político.

- Mejorar “el carácter especializado, multiprofesional y sistemático
de la labor de apoyo y soporte técnico” gracias a la labor de los Servicios
Locales.

- Conformar “una red de servicios públicos de educación con una
escala  y  un  tamaño  adecuados  para  promover  la  equidad  y  la  calidad
educativas”,  lo  que  se  lograría  reduciendo  el  número  sostenedores,  para
dotarlos de equipos, capacidades y recursos proporcionalmente similares, y
aprovechando las economías de escala.

Como  objetivo  de  dicha  iniciativa,  recordó  que  fue  mejorar  el
desempeño en la educación, convirtiendo a la educación pública en una opción
de calidad para las familias.

Enseguida, planteó las siguientes ideas en relación con lo que se
puede sostener a la fecha en cuanto al funcionamiento de los Servicios Locales
de Educación:

-  No  se  han  logrado  superar  las  dificultades  para  la  gestión
educativa ni es claro que se esté enfrentando de mejor forma las tensiones de
origen extra educativo.

- Según el Consejo Evaluador, hay antecedentes de mejoras en el
apoyo técnico pedagógico que ofrecen los Servicios Locales,  sin  embargo,
persiste una heterogeneidad en sus resultados que impide sostener que el
nuevo sistema supera a la administración municipal.

- El Sistema demanda cada vez más recursos, por lo que no es
claro si se han logrado las economías de escala ni la homogeneización en las
capacidades de los Servicios Locales.

Para analizar el  primer punto, exhibió la siguiente lámina, donde
aclaró  que  los  datos  analizados  corresponden  a  los  Servicios  Locales
implementados durante el año 2018. Especificó que se comparó la tasa de
estudiante por profesor con la de los colegios particulares subvencionados de
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las mismas comunas, que, a su entender, sirven como referencia comparativa
de las trayectorias de ambos sistemas.

Por lo tanto, señaló que desde el  año 2018, no se observa una
reducción  de la  tasa de estudiante  por  docente  que implique que se  esté
enfrentando  de  manera  eficaz  la  sobredotación  planteada  por  los  distintos
estamentos que forman parte de los nuevos Servicios Locales.

Expresó que lo mismo ocurre en cuanto a la cantidad de estudiantes
por asistente de la educación, existiendo -bajo su perspectiva- una brecha que
no se ha logrado superar, siendo un ejemplo de las dificultades persistentes
que enfrentan los Servicios Locales como administradores de la  educación
pública.

En  cuanto  a  la  segunda  idea  planteada,  sobre  la  existencia  de
mejoras en el apoyo técnico pedagógico, aseveró que, si bien se ha dicho que
los Servicios Locales presentan progresos en el SIMCE, a su entender, estos
se dan en un contexto del año 2023, donde aumentaron los puntajes a nivel
nacional.

En el siguiente gráfico, la  expositora señora Arzola,  recalcó que
muestra  una  comparación  entre  la  trayectoria  de  los  Servicios  Locales
implementados en el  año 2018 con la  de  los  establecimientos  particulares
subvencionados de las mismas comunas.
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Manifestó que se demuestra que, existe una brecha persistente en
favor  de  los  establecimientos  particulares  subvencionados,  tanto  en lectura
como en matemáticas, y a la vez, una alta heterogeneidad. Sobre esto último,
resaltó  que  los  Servicios  Locales  de  Barrancas  y  Huasco  exhiben  una
tendencia positiva, mientras que los de Costa Araucanía y Puerto Cordillera no
logran superar la trayectoria educativa de la administración municipal previa,
así como tampoco de los colegios particulares subvencionados comparables
de sus comunas.

En virtud de lo anterior, acotó que en ningún caso sería conveniente
volver a atrás, puesto que hay una ley que se aprobó, debiendo hacerse lo
posible para mejorar la educación pública. Por el contrario, manifestó que el
análisis efectuado permite resaltar los siguientes aspectos:

- El Nuevo Sistema presenta debilidades de fondo que se deben
atender  si  queremos  que  tenga  un  futuro  prometedor:  politización,
sobredotación, ineficiencias e insuficientes capacidades.

- Más que en elementos propios del traspaso, la heterogeneidad en
los resultados de los Servicios Locales ya instalados sugiere que el foco debe
estar en crear las condiciones propicias para una correcta gestión local.

En lo que atañe al proyecto de ley propiamente tal, la señora María
Trinidad  Schleyer  destacó  de  manera  preliminar  que  este  aborda
correctamente lo relativo a la transición, pero no se hace cargo de los temas de
fondo que inciden sobre el régimen.

Como aspectos positivos, resaltó los que se indican a continuación:

1. Ampliar el plazo legal para efectuar el traspaso.
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2. Se aclaran los roles del Comité Directivo y del Consejo Local.

3.  Permitir  los  reemplazos  de  docentes  con  licencias  médicas
prolongadas.

4. Permitir a la Dirección de Educación Pública desarrollar acciones
administrativas para la habilitación de los Servicios Locales de Educación. Sin
embargo, previno que hay ciertas atribuciones que se le entregan a la Dirección
de  Educación  Pública  que  pueden  ir  en  contra  del  carácter  de  órgano
descentralizado  del  Servicio  Local,  tales  como  la  aprobación  del  Plan
Estratégico  Local  o  que  pueda  dictar  instrucciones  en  materia  de  gestión
técnico pedagógica financiera

5. Obligatoriedad del plan de transición y responsabilización de los
alcaldes.  Expresó  que  la  información  en  gestión  municipal  en  materia
educacional muchas veces es insuficiente, por lo que valoró la propuesta de
exigir un instrumento oficial a este respecto. A su vez, acotó que se establecen
sanciones en caso de que dicha obligación no se cumpla, pero no se incluyen
incentivos para que las alcaldías puedan realizar este proceso de traspaso,
teniendo presente que hay una visión negativa en las comunidades locales
respecto a ello.

A continuación, se refirió a los aspectos que considera negativos del
proyecto de ley:

1.  Creación  de  nuevas  instancias  de  coordinación  que  diluyen
responsabilidades.

2. Aleja la toma de decisiones de lo local y no mejora la capacidad
de los Servicios Locales.

3. No favorece la solución de los problemas de sobredotación y
politización.

4. No resuelve la falta de flexibilidad administrativa y financiera de la
gestión escolar.

5. Establece que la falta de oferta educativa deba resolverse por los
Servicios Locales, sin mirar las alternativas disponibles.

6. El aumento de instancias de coordinación, de recursos del FAEP
y nuevos cargos, no apunta a alcanzar economías de escala.

A modo de conclusión, consideró como necesario que el texto del
proyecto de ley sea revisado y ajustado en la discusión en particular. Asimismo,
puntualizó  que  la  implementación  del  Sistema de  Educación  Pública  debe
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encontrar un equilibrio entre la necesidad de coordinación a nivel central con la
gestión a nivel local. Finalmente, afirmó que el Sistema debe ser capaz de
adaptarse a las diversas realidades educativas del  país y al  mismo tiempo
cumplir con su fin de brindar una educación de calidad para todos.

12)  De  la  Asociación  Nacional  de  Funcionarios  del  Ministerio  de
Educación, ANDIME, la Presidenta, señora María Beatriz Fuenzalida y el
asesor legislativo, señor Felipe Larenas.

Con apoyo de una presentación23,  la  Presidenta,  señora María
Beatriz  Fuenzalida,  sostuvo  que  la  ley  permite  que  la  educación  sea
administrada  por  organismos  descentralizados,  no  obstante,  deben  tener
supervigilancia del Ministerio de Educación, por la importancia que esta tiene
en la vida de las personas. Acotó que las leyes que rigen el  Ministerio de
Educación contienen el principio de control, fiscalización y evaluación que debe
tener el Estado en la educación chilena.

Seguidamente, manifestó que, como sindicato, no están en contra
de un sistema educativo más moderno y eficiente, sin embargo, apuntan a que
los cambios  deben tener  una visión clara y una ruta que permita  avanzar
sustantivamente  hacia  la  meta  trazada,  dada  la  instalación  de
institucionalidades  sobre  un  mismo  universo:  uno  desconcentrado  con  las
Seremis de Educación, y otro descentralizado con la Dirección de Educación
Pública y los Servicios Locales de Educación, cumpliendo la misma función.

Luego,  se  refirió  al  Informe  Final  de  Auditoría  de  la  Contraloría
General  de  la  República24,  sobre  el  Servicio  de  Educación  Pública  de
Colchagua, en el cual se concluyó que independientemente que se deleguen
funciones a la Dirección de Educación Pública, siendo esta la encargada de
coordinar  el  traspaso  de  los  Servicios  Locales,  le  corresponde  a  la
Subsecretaría  de  Educación  -en  su  calidad  de  órgano  rector-  ejercer  la
coordinación de todas las partes del sistema educacional.

En relación con lo anterior, sostuvo que debe haber un trabajo de
coordinación entre las partes, de manera tal  que permita garantizar que se
están llevando a cabo los procesos que los ciudadanos merecen.

Para finalizar, resaltó la importancia que tienen las modificaciones
planteadas por ANDIME a la ley N°21.040, para alcanzar una educación de

23 La presentación de la referencia se puede descargar desde el siguiente link:
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19805&tipodoc=docto_comision 
24 El Informe Final de Auditoría N°824/2022 de la Contraloría General de la República, se puede
revisar en el siguiente link: 
https://www.contraloria.cl/pdfbuscador/auditoria/7236aa377aae7e28bca9a30680641276/html 
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excelencia y coherente con los principios educacionales del Estado de Chile,
teniendo como fundamentos de su propuesta los siguientes:

- Respetar la normativa legal vigente, resolviendo la invisibilización
del  rol  rector del  Ministerio de Educación y su responsabilidad con todo el
sistema educacional chileno.

-  Determinar  en  la  ley  que la  coordinación  que debe realizar  el
Ministerio  de  Educación  y  sus  servicios  desconcentrados  -Departamentos
Provinciales  de  Educación  y  SEREMI-  hacia  los  servicios  descentralizados
como son los Servicios Locales de Educación, no puede significar abandono o
anulación  de  sus  funciones  de  normar,  supervisar,  controlar  y  evaluar  al
sistema educacional chileno, así como tampoco de su responsabilidad directa
con la educación pública.

- El deber de dirección o fiscalización del Ministerio de Educación
debe  concretarse  en  todos  los  niveles  del  sistema,  incluyendo  el  Sistema
Nacional de Educación Pública de la ley N°21.040.

Enseguida, el  asesor legislativo señor Felipe Larenas, enfatizó
que,  como trabajadores  de  la  educación,  es  relevante  que  se  resuelva  la
dualidad establecida en la ley N° 21.040, que crea la Dirección de Educación
Pública  como  un  organismo  descentralizado  paralelo  al  Ministerio  de
Educación,  pero  dependiente  de  él,  además  de  los  Servicios  Locales  de
Educación, frente al rol que le cabe al Ministerio del ramo, el que a través de
sus  órganos  desconcentrados,  debe  coordinar,  controlar  y  fiscalizar  la
educación pública.

Reiteró lo expuesto en el aludido Informe Final de Auditoría de la
Contraloría General de la República, en cuanto a que más allá que el Ministerio
de Educación pueda delegar facultades en organismos descentralizados, es
finalmente el órgano rector encargado y responsable en caso de deficiencia del
Sistema. Recalcó que la ley N°21.040 no resuelve el ámbito de atribuciones
diferenciado entre la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales,
con los organismos desconcentrados del Ministerio de Educación.

En  lo  que  atañe  a  infraestructura  y  a  la  supervisión  técnico-
pedagógica,  expresó  que  son  dos  ámbitos  que  ANDIME  considera  como
claves en el desarrollo de la educación pública, y que, bajo su perspectiva, si
bien resuelven varios aspectos de la ley N° 21.040, deben ser fortalecidos, ya
que explican los déficits hallados en los últimos años en el funcionamiento de
los Servicios Locales.

Comentó que las modificaciones que propone ANDIME, apuntan a
hacer  más  coherente  el  esquema  institucional  de  funcionamiento,  entre  el
Ministerio de Educación y la Dirección de Educación Pública con los Servicios
Locales de Educación. Aclaró que la Unidad Técnico-Pedagógica necesita una
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coordinación y diferenciación más clara con los Departamentos Provinciales de
Educación.

En  cuanto  a  la  nueva  unidad  de  infraestructura  escolar  que  se
pretende crear, propuso diferenciar cómo va a coordinarse con las facultades
que tienen las Seremías de Educación en el mismo ámbito. 

Por lo anterior, hizo hincapié en que debe haber una respuesta en
este  proyecto  de  ley,  respecto  del  rol  rector  que  le  cabe  al  Ministerio  de
Educación en los dos ámbitos ya mencionados: infraestructura y supervisión
técnico-pedagógica,  ya  que,  en  caso  contrario,  previno  que  se  seguirán
cometiendo los mismos errores en el sistema educacional.

13) De la Federación de Estudiantes de Enseñanza Media de la Región
Metropolitana (FEMES), el señor Víctor Chirino.

El  dirigente  señor  Chirino,  expuso  que  FEMES es  un  órgano
autoconvocado,  autónomo, libre y  voluntario  de los estudiantes de séptimo
básico a cuarto medio de la región, que nació hace pocos meses a la vida
pública. Señaló que se compone de estudiantes de enseñanza media de todos
los  establecimientos:  Humanistas,  Técnico-Profesionales,  Especiales  y
Artísticos,  a  través de sus respectivos órganos de representación local,  es
decir, los centros de estudiantes o de alumnos y las asambleas estudiantiles. 

Expresó que su objetivo es defender los derechos, manifestar los
intereses y transmitir las necesidades de los estudiantes, así como también
propender  a  la  mejora  del  sistema  educativo  chileno,  mediante  métodos
pacíficos.

En  ese  contexto,  manifestó  que  la  organización  que  representa
respalda el proyecto de ley en análisis y se encuentra disponible para asistir a
las sesiones de esta Comisión, en orden a debatir los puntos de su programa -
que según sostuvo- incluye el pleno cumplimiento del cobro de tarifa escolar
rebajada en el  transporte público;  la  ampliación y mejora del  programa de
alimentación escolar; una reforma a la jornada escolar completa que genere
real espacio para las artes y los deportes; el fortalecimiento de la educación
técnica-profesional con prácticas remuneradas y continuidad de estudios, entre
otros. 

14)  De  la  Confederación  Nacional  de  Asociaciones  de  Funcionarios
Asistentes de la Educación de Chile, CONFEMUCH: el Presidente, señor
Arturo Escarez.
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El  señor  Escarez,  mediante  una  presentación25,  afirmó  que  la
CONFEMUCH  participó  de  una  mesa  prelegislativa  donde  pudieron  hacer
presente sus inquietudes como asistentes de la educación. En ese contexto,
valoró que ciertas propuestas efectuadas por la entidad que encabeza fueran
recogidas en este proyecto de ley, especialmente en cuanto a la administración
de los Servicios Locales y el traspaso. No obstante, remarcó que los asistentes
de la educación se encontrarían excluidos de las instancias de participación
que la iniciativa propone.

En lo que refiere a los traspasos a los Servicios Locales, planteó que
existe  un  problema  persistente  con  la  información  que  entregan  los
sostenedores a la Dirección de Educación Pública. Acotó que incluso ha habido
dificultades para que las propias comisiones técnicas puedas hacer su labor,
por lo que el interés de su organización es que los asistentes de la educación
puedan participar en mayor medida en estas.

En ese contexto, subrayó que si bien los traspasos se realizan sin
solución de continuidad -a su entender- debe hacerse además con el contrato,
su fecha de ingreso, la función que realiza, la categorización y la remuneración
que establecida con los sostenedores de los municipios. Lo anterior, según
indicó, no ha tenido un cabal cumplimiento, ocasionando que se hayan debido
adoptar medidas de presión para llevarlo a cabo.

Desde otro punto de vista, recordó que cuando se tramitó la ley N°
21.040, sugirieron a la Comisión que luego de los traspasos, los asistentes de
la  educación  fuesen  regidos  por  un  estatuto  propio  que  regulase  las
condiciones laborales y remuneracionales de su estamento, lo que se plasmó
en la ley N°21.109. En ese sentido, solicitaron que dicho estatuto se desligue
de la ley N° 21.040, para que les sea aplicado aun cuando los municipios
posterguen el traspaso de la administración del servicio educacional.

Enseguida, comentó que los asistentes de la educación se han visto
perjudicados  remuneracionalmente  al  no  haber  sido  traspasados  a  los
Servicios Locales. Hizo presente que la ley N° 21.583 que interpreta el artículo
cuadragésimo segundo transitorio de la ley N°21.040, en la práctica no se está
cumpliendo,  aduciendo  que  el  bono  compensatorio  que  establece  la  ley
N°21.544 para los asistentes de la educación debe ser igualmente otorgado,
habiendo un compromiso por parte del gobierno en ese aspecto. 

En la misma línea, mencionó que también se encuentra pendiente
resolver por parte del Ejecutivo lo que dice relación con la asignación de zona
para  los  asistentes  de  la  educación.  Especificó  que,  al  ser  funcionarios
públicos,  les  correspondería  tal  emolumento  por  desempeñarse  en  zonas
aisladas.

25 La presentación aludida se puede descargar desde el siguiente link:
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19807&tipodoc=docto_comision 
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A  modo  de  conclusión,  valoró  el  proyecto  de  ley  en  informe,
señalando  que  viene  a  corregir  ciertas  falencias  de  la  ley  N°  21.040,
especialmente lo que tiene que ver con la administración y traspaso de los
Servicios Locales.

15)  El  Director  del  Liceo  Bicentenario  de  Excelencia  Polivalente  San
Nicolás de Ñuble, señor Víctor Manuel Reyes26.

El  Director,  señor  Reyes,  manifestó  su  preocupación  por  la
desmunicipalización,  pese  a  considerar  que  la  Nueva  Educación  Pública
pudiese ser necesaria.

Sostuvo que el  Liceo que encabeza se encuentra ubicado en la
Provincia de Punilla en la Región de Ñuble, la cual se caracteriza por ser una
zona de rezago con una agricultura de subsistencia. 

Añadió que el proyecto educativo del Liceo San Nicolás es inédito
en la educación pública, en cuanto rompe los paradigmas porque se centra en
la  persona.  Comentó  que  en  virtud  de  este  proyecto  se  creó  un  modelo
educativo que en sus inicios fue conversado con el alcalde de la época, quien
permitió que se llevara a cabo con la condición de que no se utilizaran recursos
municipales porque estos se enfocarían en otros ámbitos del desarrollo.

Explicó que el colegio hoy en día cuenta con una matrícula de 2.500
estudiantes, pudiendo financiarse con las subvenciones que recibe cualquier
establecimiento  educacional  público.  Puntualizó  en  la  importancia  de  la
metodología, puesto que -como afirmó- se abandonó el método tradicional de
enseñanza por cursos, dando paso al trabajo con agrupamientos flexibles de
aprendizaje. En su opinión, tal metodología de enseñanza no encajaría con la
educación  municipalizada,  así  como  tampoco  con  aquella  que  ofrecen  los
Servicios Locales de Educación.

A  modo  de  ejemplo,  informó  que  los  resultados  en  el  SIMCE
Matemáticas para 2° medio, se han ido incrementando sostenidamente desde
el  año  2010  hasta  la  fecha,  siendo  superior  al  promedio  nacional  de
establecimientos públicos y también, respecto de muchos colegios privados.

Respecto a los puntajes de ingreso a la universidad, hizo presente
que el compromiso del Liceo fue provocar movilidad social en lo que refiere
tanto a lo técnico profesional como en el ámbito universitario, por lo que hoy en
día, el promedio de ingreso a la educación superior en el establecimiento, es de
un 92% de los estudiantes.

26 La presentación del señor Reyes se puede descargar en el siguiente link:
https://www.senado.cl/appsenado/index.php?
mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=19989&tipodoc=docto_comision 
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En  cuanto  a  la  matrícula,  aseveró  que  los  alumnos  del  Liceo
provienen de toda la Región de Ñuble e incluso de otras, lo que ha provocado
una migración importante a San Nicolás para acceder a educación pública de
calidad.

Otro  punto  que  resaltó,  fue  que  el  Liceo  ha  trabajado
constantemente con miras a tener una educación inclusiva para una mejor
integración escolar, y al mismo tiempo, se ha concentrado en aquellos talentos
que representan a Chile, tanto en matemáticas como en el deporte.

Por  otra  parte,  comentó  que,  en  un afán de expandir  el  ámbito
educacional, el Liceo enseña además de inglés como idioma base, el chino
mandarín, francés y alemán desde 5° año básico, lo que también les permitió
acceder a becas y convenios para permitir el intercambio de alumnos en el
extranjero.

Por último, sugirió que la sería muy pertinente que el proyecto de ley
considere estas particularidades en cuanto a modelo educativo, puesto que -
como mencionó- aquel que propone el Liceo San Nicolás, no se ajustaría al
tradicional  del  sistema educativo chileno.  En tal  contexto,  postuló  a que el
sistema  innovador  del  establecimiento  que  dirige,  ha  permitido  trabajar  en
STEM (ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas) integrado con educación
holística, el cual -a su juicio- es más desafiante para los niños y niñas.

El  Ministro de Educación señor Cataldo, junto con destacar al
Liceo  San  Nicolás  como un  faro  de  la  educación  chilena,  previno  que  tal
desarrollo educativo también es posible llevarlo a cabo con la Nueva Educación
Pública,  aclarando  que  están  resguardadas  las  premisas  del  proyecto
educacional que propone dicho establecimiento.

El Honorable Senador señor Quintana, sugirió que, previo a que
la iniciativa se vote en la Sala, se pudiese arribar a ciertos consensos en torno
a lo que será la discusión en particular, los que dicen relación con aspectos
debatidos en esta tramitación.

El  señor  Ministro se  mostró  conteste  con  tal  propuesta  con  la
finalidad  de  llegar  a  la  mayor  cantidad  de  acuerdos  posibles,  y  al  mismo
tiempo,  consultó  destinar  algunas  sesiones  para  conversar  sobre  ciertos
aspectos expuestos por los invitados, como las facultades de la Dirección de
Educación  Pública,  el  acompañamiento  pedagógico  a  las  escuelas  o  la
transición, entre otros.

Por  su  parte,  el  Honorable  Senador  señor  Sanhueza,  declaró
coincidir  con lo señalado por  el  Ministro de la  Cartera,  toda vez que a su
entender,  existen puntos en común en varios ámbitos,  debiendo trabajarse
conjuntamente para sacar la iniciativa adelante. Sin embargo, sostuvo que hay
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otros aspectos, como el relacionado con infraestructura, que no concitan tantos
acuerdos, por lo que anunció que serán temas complejos de resolver. 

C.-Votación en general y fundamento de voto

-  Puesto  en  votación  el  proyecto  de  ley,  en  general,  fue
aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables
Senadores  señores  Espinoza,  García  Ruminot,  Quintana,  Sanhueza  y
Velásquez.

Al  fundamentar  su  voto  a  favor,  el  Honorable  Senador  señor
Sanhueza,  hizo  un  llamado  a  ser  objetivo  con  respecto  a  las  ideas,
especialmente en lo que refiere a la posibilidad de abrirse a lo que plantea, por
ejemplo, el Liceo San Nicolás. Opinó que, si algo está funcionando bien, no
debería alterarse su método, añadiendo que la experiencia positiva en el aula
que tiene efectos directos en los resultados de los alumnos, se pone en riesgo
al cambiar de sostenedor. Concluyó señalando que no se debe perder de vista
el  objetivo del  proyecto  de ley,  que es  entregar  una educación  pública  de
calidad,  instando  a  ser  flexibles  en  la  discusión  de los  aspectos  que  este
contiene.

Del mismo modo, puso de relieve la importancia que tiene para su
sector, el entregar los instrumentos que permitan que las dificultades que se
han presentado en materia educacional, puedan ser subsanadas a tiempo, y
así  evitar  que  la  ciudadanía  se  forme una  mala  impresión  de  este  nuevo
sistema.  Al  mismo tiempo,  requirió  al  señor  Ministro  de  Educación que se
quiten los obstáculos para la creación de nuevos colegios y su ampliación,
sean estos públicos o privados, acotando que aumentar la oferta de calidad de
la educación y su elección, es algo demandado por padres y apoderados.

A  su  turno,  el  Honorable  Senador  señor  Espinoza,  junto  con
anunciar  su  voto  a  favor,  valoró  las  presentaciones  de  los  invitados  -
especialmente  la  de  AMUCH- respecto  de la  cual  resaltó  que aún existen
algunas falencias que deben ser solucionadas que afectan a los asistentes de
la educación.

Por su parte, el  Honorable Senador señor Quintana,  manifestó
adherir a lo consignado por el Honorable Senador señor Sanhueza, en cuanto
a aprovechar de llegar a la mayor cantidad de acuerdos, sobre todo, porque en
su opinión, el país ha quedado atrás en ciertas mediciones educacionales que
solo perjudican a los estudiantes.

Enseguida,  planteó  la  necesidad  de  combinar  la  coordinación
nacional que debe llevar a cabo la Dirección de Educación Pública, con la
debida autonomía de los niveles locales.
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Finalmente, valoró las exposiciones de los invitados, puesto que -
bajo  su  perspectiva-  permiten  prever  los  eventuales  inconvenientes  que
pudiesen surgir luego de la dictación de la ley.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión
de Educación tiene el honor de proponer a la Sala la aprobación, en general,
del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 21.040 que crea el Sistema de
Educación Pública, en el siguiente sentido:

1) Modifícase el artículo 4 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “según lo dispuesto
en los Títulos II, III y IV, respectivamente” por la siguiente oración “según lo
dispuesto en la presente ley”.

b) Agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos:

“Los  Servicios  Locales  están  encargados  de  proveer  el  servicio
educativo a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, y
se relacionan con el Ministerio de Educación por intermedio de la Dirección de
Educación Pública, en los términos dispuestos por esta ley.

La Dirección de Educación Pública será responsable de coordinar y
conducir  estratégicamente  el  Sistema,  velando  por  su  desarrollo  y
mejoramiento  permanente,  considerando  las  políticas,  planes  y  programas
elaborados por el Ministerio de Educación.

El  Ministerio  de  Educación,  en  su  calidad  de  órgano  rector  del
sistema educativo, promoverá la articulación entre los órganos e instituciones
que componen el Sistema de Educación Pública y aquellos que integran el
Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Asimismo, a través
de la Subsecretaría de Educación y la Subsecretaría de Educación Parvularia,
ejercerá las demás funciones o atribuciones determinadas por la ley.”.

2)  Agrégase,  en  el  literal  d)  del  artículo  5,  el  siguiente  párrafo
segundo, nuevo:
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“Además,  promoverán  la  justicia  educativa  y  el  desarrollo  de
comunidades educativas inclusivas, que favorezcan el acceso, la participación,
permanencia y progreso de los estudiantes en las trayectorias educativas.”.

3) Modifícase el artículo 6 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase "tendrá por objeto"
por la siguiente "contendrá orientaciones y lineamientos dirigidos a".

b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“El último trimestre de cada año, la Dirección de Educación Pública
realizará una evaluación acerca de las acciones y procesos desarrollados en
conformidad  con  la  Estrategia,  indicando  el  grado  de  cumplimiento  de  los
objetivos o metas fijadas para el período. Esta evaluación será informada al
Ministerio  de  Educación,  con  una  propuesta  de  medidas  de  ajustes,
correcciones o mejoras cuando corresponda.”.

c) Introdúcese el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  cada  dos  años,  la  Dirección  de
Educación  Pública  remitirá  un  informe  sobre  el  estado  de  avance  de  la
Estrategia a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del
Senado,  así  como a  los  organismos  del  Sistema de  Aseguramiento  de  la
Calidad  de  la  Educación.  Este  informe,  que  será  presentado  ante  las
comisiones en una sesión especial conjunta, describirá los procesos y acciones
de la  Estrategia  que hayan sido  ejecutados durante  el  bienio,  junto  a  sus
resultados, que considerarán el grado de avance de los Planes Estratégicos
Locales y Planes Anuales de cada Servicio Local. Asimismo, el informe será
remitido a los Comités Directivos Locales, a los Consejos Locales y al Director
Ejecutivo  de  cada  Servicio  Local,  además  de  dejarse  a  disposición  de  la
ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.”.

d) Agrégase al final del actual inciso cuarto, que ha pasado a ser
quinto, la siguiente frase:

“Las  opiniones  recogidas  serán  evaluadas  y  ponderadas  por  la
Dirección de Educación Pública, dejándose constancia de aquello en su sitio
electrónico.”.

4) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el literal  c), la frase “al  consejo escolar y al
consejo de profesores respectivo,” por la siguiente oración “al consejo escolar o
parvulario y al consejo de profesores o su organismo equivalente de carácter
consultivo, según corresponda,”.
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b) Reeemplázase el literal k) por el siguiente:

“k) Administrar los recursos percibidos en virtud del artículo 21 de la
ley N°19.410, pudiendo adoptar, con cargo a estos, medidas para la ejecución
de las reparaciones necesarias y de mantención del edificio o instalaciones en
que funciona el establecimiento educacional, y del equipamiento y mobiliario
destinados  permanentemente  a  éste,  excluidas  cualquier  transformación  o
ampliación del  edificio,  construcciones e instalaciones,  de conformidad a la
normativa vigente.

Con  cargo  a  estos  recursos  también  se  podrá  financiar  la
adquisición  de  insumos,  materiales,  elementos  de  enseñanza  y  material
didáctico  o  servicios  urgentes  para  la  adecuada  prestación  del  servicio
educacional.

Un reglamento del Ministerio de Educación regulará la aplicación de
este literal,  incluyendo la coordinación entre el  establecimiento y el Servicio
Local para la correcta rendición de estos recursos.”.

c) Agrégase en el literal l), a continuación de la frase “al consejo
escolar”, la siguiente oración “y al consejo parvulario, cuando corresponda,”.

5) Reemplázase el actual artículo 11, por el siguiente:

“Artículo  11.-  Conferencia  de  Directores  de Escuelas,  Jardines y
Liceos. Cada Director Ejecutivo convocará, al menos una vez al año, a una
Conferencia  de  carácter  consultivo  a  todos  los  directores  de  los
establecimientos educacionales y a los profesores encargados de escuelas
rurales, que dependan del Servicio Local. Esta instancia será dirigida por el
Director Ejecutivo, y podrán asistir, previa invitación de éste, representantes de
otras  instituciones  públicas  que  colaboren  en  la  prestación  del  servicio
educativo.

La sesión se realizará el primer trimestre de cada año y su objeto
será analizar las siguientes materias: 

a) El estado de avance del Plan Estratégico Local, en concordancia
con el desarrollo del Plan Anual del Servicio Local.

b)  Proponer  mejoras  para  el  diseño  y  la  prestación  del  apoyo
técnico-pedagógico que el Servicio Local  entrega a los establecimientos de
conformidad con lo señalado en el literal d) del artículo 18.

c) Proponer diseños y estrategias para la ejecución del trabajo en
red entre los establecimientos.
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d) Analizar toda otra materia de interés para el  cumplimiento del
objeto del  Servicio que sea propuesta por el  Director Ejecutivo. El  Director
Ejecutivo  será  responsable  de  elaborar  un  informe  de  síntesis  con  las
principales conclusiones y propuestas de la Conferencia. Además, durante el
último trimestre de cada año, elaborará un reporte acerca del estado de avance
que  éstas  hayan  alcanzado,  para  lo  cual  podrá  convocar  a  una  segunda
Conferencia, a fin de que los asistentes puedan modificarlo y complementarlo. 

El  informe  y  reporte  deberán  ser  remitidos  a  la  Dirección  de
Educación Pública, a la Secretaría Regional Ministerial, al Comité Directivo y al
Consejo Local respectivo, para su conocimiento. La Dirección de Educación
Pública deberá mantener un registro actualizado de los informes y reportes
generados  por  las  Conferencias  de  Directores,  debiendo  emitir
recomendaciones u orientaciones a los instrumentos de gestión del Servicio
Local en base a las conclusiones y propuestas generadas por la Conferencia.
El Director Ejecutivo deberá informar la fecha de realización de la conferencia a
la  Secretaría  Regional  Ministerial  de  Educación  respectiva  en  los  plazos
establecidos para la entrega del calendario escolar anual. 

En cualquier caso, la conferencia deberá llevarse a cabo de forma
posterior a la rendición de cuentas anual dispuesta en el literal l) del artículo 10,
debiendo incorporarse  en el  calendario  de  la  programación anual  de  cada
establecimiento. En el caso de escuelas rurales con profesores encargados o
establecimientos educacionales que no se rijan por el calendario escolar, los
días  en  que  se  lleve  a  cabo  la  Conferencia  podrán  incorporarse  en  el
calendario de suspensiones anuales, cuando ello resulte indispensable para la
participación de todos los establecimientos en la instancia.”.

6) Agrégase, en el artículo 14, el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“La Unidad de Apoyo Técnico Pedagógico de cada Servicio Local se
coordinará  con  el  o  los  Departamentos  Provinciales  de  Educación,  según
corresponda, para el cumplimiento de los objetivos del trabajo en red”.

7) Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:

a) Intercálase el  siguiente literal  j),  nuevo,  readecuando el  orden
correlativo de los literales siguientes:

“j) Región de Ñuble: tres Servicios Locales.”.

b) Reemplázase, en el actual literal j), que ha pasado a ser k), el
guarismo “once” por el guarismo “ocho”.

8) Modifícase el artículo 18 en el siguiente sentido:
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a) Reeemplázase, en el párrafo cuarto del literal d), la frase “En el
caso del nivel de educación parvularia, el Servicio Local deberá considerar las
políticas  elaboradas”,  por  la  siguiente  oración  “El  Servicio  Local  deberá
considerar las políticas elaboradas por la Subsecretaría de Educación y”.

b) Intercálase el  siguiente literal  t),  nuevo, readecuando el  orden
correlativo del literal siguiente:

“t) Desarrollar acciones de monitoreo y generación de información,
así  como  planes  de  apoyo  pedagógicos  y  psicosociales,  orientados  a
garantizar la permanencia de sus estudiantes y la revinculación de quienes han
interrumpido  su  trayectoria,  promoviendo  la  implementación  de  proyectos
educativos  inclusivos  en  los  establecimientos  educacionales  de  su
dependencia.”.

9) Agrégase el siguiente artículo 18 bis, nuevo:

“Artículo 18 bis.- Ampliación de la oferta. Para el cumplimiento de lo
dispuesto en el literal c) del artículo 18, el Servicio Local podrá solicitar a la
Subsecretaría  de  Educación que,  en  coordinación  con la  Subsecretaría  de
Educación  Parvularia,  cuando  corresponda,  califique  como  urgente  la
necesidad de ampliar la oferta de educación pública en un territorio. En dicho
caso, los procedimientos respectivos tendrán preferencia en su tramitación y no
se aplicarán los plazos y fechas límites para la presentación de las solicitudes
de reconocimiento oficial o de subvención, ni de prescripción del derecho a
impetrar subvención.

Respecto  de  aquellas  solicitudes  cuya  tramitación  se  vea
postergada en razón de la preferencia establecida en el párrafo anterior, se
suspenderá  el  plazo  para  resolver  solicitudes  de  reconocimiento  oficial,
establecido en el inciso segundo del artículo 47 del decreto con fuerza de ley
N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado
y sistematizado de la ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del decreto
con fuerza de ley Nº 1, de 2005. Esta suspensión deberá ser notificada a los
peticionarios, señalando el plazo por el cual se mantendrá vigente la medida.

En el caso de los Servicios Locales, la falta de oferta educativa en
un  territorio  será  causa  suficiente  para  autorizar  que  dos  o  más
establecimientos funcionen en un mismo local escolar, el traslado transitorio del
funcionamiento de establecimientos educacionales a locales con destino no
educacional  o  la  apertura  de  nuevos  niveles  o  cursos.  En  dicho  caso,  la
Subsecretaría  de  Educación  podrá  exceptuar  a  los  establecimientos
educacionales que solicite el Servicio Local del cumplimiento de los requisitos
prescritos en las letras g), h) e i) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley
N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, durante el periodo que contemple la
autorización.  Esta  autorización  se  otorgará  mediante  resolución  de  la
Subsecretaría  de  Educación,  estableciendo  su  carácter  esencialmente
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temporal, la que no podrá exceder un año, debiendo indicar la o las medidas
definitivas que se proyectan para su resolución. Con todo, en aquellos casos
que  resulte  indispensable  y  se  encuentre  debidamente  fundado  podrá
renovarse la autorización, por el mismo periodo, en una sola ocasión.

Un reglamento, dictado por el Ministerio de Educación, determinará
las  situaciones  que  constituyen  falta  de  oferta  educativa  y  armonizará  las
normas  de  excepción  establecidas  en  los  incisos  precedentes  con  los
procedimientos  regulares  de  reconocimiento  oficial,  apertura  de  cursos  o
niveles y solicitud de subvención.”.

10) Agrégase el siguiente artículo 18 ter, nuevo:

“Artículo 18 ter.- Apoyo técnico-pedagógico a los Servicios Locales.
El Ministerio de Educación prestará apoyo y asistencia técnico-pedagógica a
los Servicios Locales,  mediante la  acción coordinada entre la  Dirección de
Educación Pública, la División de Educación General y, cuando sea pertinente,
la Subsecretaría de Educación Parvularia.

El acompañamiento y asesoría del Ministerio de Educación respecto
de las orientaciones, lineamientos, políticas, planes y programas generales que
deberán considerar los Servicios Locales para el cumplimiento de lo dispuesto
en  el  literal  d)  del  artículo  18,  se  hará  a  través  de  los  Departamentos
Provinciales de Educación.

De  todos  modos,  el  Servicio  Local  podrá  solicitar  temporal  y
fundadamente  apoyo  directo  para  uno  o  más  establecimientos  de  su
dependencia, por parte de los Departamentos Provinciales de Educación.

Por  su  parte,  la  Dirección  de  Educación  Pública  promoverá  el
intercambio de experiencias y prácticas destinadas a la promoción de la mejora
educativa.  Asimismo,  prestará  apoyo y  asistencia  técnico-pedagógica  a los
Servicios Locales, asesorándoles técnicamente en materia de mejoramiento
del servicio educativo y resultados de aprendizaje, a través de un modelo de
acompañamiento  y  desarrollo  de  capacidades  situado  en  atención  a  los
distintos niveles educacionales y a las distintas modalidades educativas.”.

11) Agrégase, en el numeral 8 del artículo 19, el siguiente párrafo
segundo, nuevo:

“Los  Servicios  Locales  podrán  contratar  mediante  trato  o
contratación directa la ejecución de obras de infraestructura, de acuerdo a los
requisitos y procedimientos dispuestos en la ley N° 19.886.”.

12) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:
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a) Agrégase, en el literal f), a continuación de su punto aparte, que
pasa a ser seguido, lo siguiente “Con todo, respecto de la facultad de transigir,
siempre  deberá  ejercerla  previa  autorización  de la  Dirección  de Educación
Pública.”.

b) Intercálase los siguientes literales i), j) y k), nuevos, readecuando
el orden correlativo de los literales siguientes:

“i)  Celebrar  convenios  de  programación  con  los  gobiernos
regionales  para  el  financiamiento  de  estudios  o  proyectos  de  inversión  en
infraestructura  de  establecimientos  educacionales  o  parvularios  de  su
dependencia.  Sin perjuicio de esta facultad,  cuando un convenio considere
recursos  del  Servicio  Local,  se  requerirá  autorización  de  la  Dirección  de
Presupuesto para su celebración.”.

j)  Contratar  personal  de  reemplazo  en  aquellos  casos  en  que
profesionales  de  la  educación  pertenecientes  a  los  establecimientos
educacionales dependientes del Servicio Local se encuentren imposibilitados
para desempeñar sus cargos por un lapso mayor a 7 días corridos, previa
solicitud motivada del director o directora del establecimiento respectivo. Esta
facultad solo podrá ejercerse cuando exista disponibilidad presupuestaria en el
Servicio Local; asimismo, los recursos destinados para el pago de los gastos
en personal asociado a los reemplazos no podrán superar aquellos que se
destinan regularmente al personal reemplazado. En todo caso, los contratos
señalados no podrán tener una vigencia superior a los 6 meses, prorrogables
por  una  sola  vez  o  hasta  completar  el  año  escolar  en  curso,  según
corresponda. Trimestralmente y a través de la Dirección de Educación Pública,
el  Director Ejecutivo informará a la Dirección de Presupuestos los recursos
destinados a  contratos  de reemplazo,  debidamente  justificados conforme a
este literal.”.

k)  Actuar  como  ministro  de  fe  o  delegar  dicha  facultad  a  un
funcionario de su dependencia cuando el funcionamiento del Servicio Local y
de los establecimientos educacionales lo requieran.”.

13) Modifícase el artículo 23 en el siguiente sentido:

a) Agrégase, en el  inciso primero, los siguientes literales f) y g),
nuevos:

“f) Inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente.

g)  Incurrir  en  hechos que correspondan ser  sancionados  con la
medida disciplinaria de destitución, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo
125 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.”.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:
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“La causal señalada en el literal f) precedente deberá ser declarada
por  el  Director  de  Educación  Pública  cuando  sobrevenga  alguna  de  las
inhabilidades o incompatibilidades con el ejercicio del cargo, de conformidad a
lo dispuesto en el inciso final del artículo 21 de esta ley. Para estos efectos se
aplicará la ley Nº 19.880, debiendo siempre considerar una etapa de audiencia
previa.”.

14) Reemplázase el artículo 24 por el siguiente:

“Artículo 24.- Procedimiento de remoción del Director Ejecutivo. La
remoción  por  las  causales  señaladas  en las  letras  d),  e)  y  g)  del  artículo
precedente será dispuesta por el Presidente de la República, a requerimiento
del  Ministro  de  Educación,  previo  procedimiento  administrativo  que  deberá
instruir  el  Director  de  Educación  Pública.  En  dicho  procedimiento  deberán
acreditarse las causales que justifiquen la remoción, y deberá contemplar la
respectiva formulación de cargos, audiencia previa del interesado, período de
prueba y derecho a interponer recursos administrativos.

Con  todo,  el  procedimiento  no  podrá  exceder  de  cuatro  meses,
salvo caso fortuito o fuerza mayor, desde su iniciación hasta la fecha en que se
emita la decisión.

Una vez acreditada la o las causales indicadas en el inciso primero,
el Director de Educación Pública deberá proponer al Ministro de Educación la
remoción del Director Ejecutivo respectivo.

En caso que el cargo de Director Ejecutivo quede vacante, podrá ser
provisto  de  conformidad  con  lo  establecido  en  el  artículo  quincuagésimo
noveno de la ley N° 19.882; o bien, conforme al procedimiento excepcional
establecido en el artículo 24 bis de la presente ley, cuando corresponda.

En aquellos casos en que no se acredite una causal de remoción
mediante la investigación, pero aparezcan de manifiesto otras infracciones a
deberes  u  obligaciones  administrativas,  el  Director  de  Educación  Pública
reformulará los cargos con el mérito del mismo procedimiento, respetando las
garantías procesales contempladas en el inciso primero precedente. Finalizado
el  procedimiento,  propondrá  al  Ministro  de  Educación  alguna  de  las  otras
medidas contempladas en el artículo 121 del decreto con fuerza de ley N° 29,
de 2004, del Ministerio de Hacienda.

No habiéndose verificado las infracciones en los términos referidos
en el inciso precedente, pero existiendo indicios de ellas, recabados en virtud
de  la  investigación  realizada,  el  Director  de  Educación  Pública  procederá
conforme a las reglas generales del Título V del decreto con fuerza de ley
precitado,  ordenando  la  instrucción  del  procedimiento  disciplinario
correspondiente. Una vez concluido el procedimiento, elevará los antecedentes
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al Ministro de Educación, quien resolverá en el plazo de cinco días, dictando al
efecto una resolución a través de la cual podrá absolver o aplicar una medida
disciplinaria, según corresponda.

Un  reglamento  del  Ministerio  de  Educación,  que  será  firmado,
además, por el  Ministro de Hacienda, regulará las materias previstas en el
presente artículo, especialmente el procedimiento de remoción, de conformidad
a las normas del Título V del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del
Ministerio de Hacienda, y, en lo que corresponda, las de la ley N° 19.880.”.

15) Modifícase el artículo 25 en el siguiente sentido:

a) Agrégase, en el inciso segundo, el siguiente numeral iv, nuevo:

“iv. Infraestructura, mantención y equipamiento.”.

b) Reemplázase, en su inciso cuarto, la frase “, tales como el nivel
parvulario  y  la  educación  media  técnico-profesional”,  por  la  frase  “que  se
impartan por los establecimientos educacionales de su dependencia.”.

c) Elimínase, en su inciso quinto, la siguiente frase “Asimismo, a
esta  unidad  le  corresponderá  elaborar  los  proyectos  de  inversión  en
infraestructura y equipamiento a los que se refiere la letra m) del artículo 18, así
como velar por la adecuada mantención de los establecimientos educacionales
de su dependencia.”.

d) Intercálase el siguiente inciso séptimo, nuevo:

“A  la  unidad  de  infraestructura,  mantención  y  equipamiento  le
corresponderá proponer, y según su complejidad, elaborar los proyectos de
inversión en infraestructura y equipamientos a los que se refiere la letra m) del
artículo 18, así como velar por la adecuada mantención de los establecimientos
educacionales de su dependencia.”.

e) Suprímase en su actual  inciso séptimo, que ha pasado a ser
octavo, la palabra “tres” después del vocablo “estas”.

16) Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en la letra d), la frase “reciban por concepto de la
celebración de convenios con la Dirección de Educación Pública.” por la frase
“le sean transferidos por la Dirección de Educación Pública y por el Ministerio
de Educación.”.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:
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“Los  bienes  señalados  en  este  artículo  que  se  destinen
específicamente  a  la  prestación  del  servicio  educativo,  gozan  de
inembargabilidad.”.

17) Modifícase el artículo 27 en el siguiente sentido:

a)  Agrégase,  en  el  inciso  primero,  a  continuación  del  verbo
“asignará” la frase “y transferirá”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Las transferencias que se realicen por la Dirección de Educación
Pública o el  Ministerio de Educación a los Servicios Locales se efectuarán
mediante resolución, la cual dispondrá las condiciones, requisitos, usos o fines
de los recursos. En caso de que existan recursos específicos que se rijan por
una normativa determinada, la resolución deberá respetar los requisitos, usos y
fines  que  ella  establezca,  pero  podrá  definir  todos  los  aspectos
procedimentales y formales para su transferencia a los Servicios Locales.”.

c)  Agrégase,  en el  actual  inciso  segundo,  que ha pasado a ser
tercero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, el siguiente
párrafo: “Deberá además mantener un registro, actualizado mensualmente, de
todas las cuentas bancarias en que consten los ingresos que se destinen al
cumplimiento de los fines educativos del establecimiento conforme al artículo 3
del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, así
como los movimientos de estas operaciones en dichas cuentas bancarias y los
antecedentes que los respalden. Este registro deberá encontrarse disponible
permanentemente  para  su  examen  por  parte  de  la  Superintendencia  de
Educación.”.

18) Agrégase el siguiente artículo 27 bis, nuevo:

“Artículo 27 bis.- Créase el “Fondo para la Infraestructura Escolar”,
en  adelante  “el  Fondo”,  destinado  al  financiamiento  de  las  acciones  de
construcción, adquisición, reposición, reparación, mantención y renovación de
los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de
Educación Pública, en cumplimiento de las obligaciones de esta ley.

El Fondo estará constituido por los siguientes aportes:

a) Con los recursos contemplados en las leyes de presupuestos
para el sector público de cada año.

b) Con los aportes efectuados por los Gobiernos Regionales.

c) Con los aportes efectuados por las municipalidades.
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d) Con las donaciones que perciba, las que estarán exceptuadas del
trámite de insinuación y exentas del impuesto a las donaciones.

e) Con el producto de la rentabilidad que genere la inversión de sus
recursos.

f) Con los demás aportes que establezca la ley.

Mediante  reglamento  dictado  por  el  Ministerio  de  Hacienda,  se
establecerán las normas de inversión financiera de estos recursos, así como
las relativas a su funcionamiento, supervisión y control.

El Ministro de Hacienda podrá instruir al Servicio de Tesorerías que
realice,  directamente,  la  inversión  financiera  de  los  recursos  del  Fondo.
Asimismo, en estos casos, podrá delegar en el Director de Presupuestos las
facultades  de  supervisión  y  seguimiento  de  las  inversiones  realizadas,  sin
perjuicio de las demás que determine instruir al efecto.

El  Ministro  de Hacienda,  en conformidad con lo  dispuesto en el
inciso primero del  artículo 37 contenido en el  artículo primero de la ley N°
18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile, podrá solicitar al
Banco Central de Chile, en su calidad de agente fiscal, la administración de
todo o parte de los recursos del Fondo. Asimismo, podrá solicitarle que efectúe
una o  varias  licitaciones para  la  administración  de todo o parte  de  dichos
recursos.  En ambos casos,  se  regirán  en su  procedimiento,  condiciones y
modalidades por lo que se establezca en el reglamento señalado en el inciso
segundo.

En caso que el Ministerio encomiende la administración de la cartera
de  inversiones  a  terceros  distintos  del  Banco  Central,  o  delegue  en  ellos
algunas de las operaciones asociadas a la administración de todo o parte de
los  recursos  a  que  se  refiere  este  artículo,  deberá  contratar  anualmente
auditorías independientes sobre el estado de los fondos y la gestión efectuada
por parte de dichas entidades.

Con cargo a  los recursos del  Fondo,  la  Dirección de Educación
Pública podrá celebrar toda clase de actos y contratos, siempre que se ajusten
a finalidades señaladas en el  inciso primero,  tales como la  celebración de
contratos de arriendo con opción de compra y otros que impliquen el pago
diferido por el uso y adquisición de bienes. En dichos casos, deberá actuar en
forma coordinada con los Servicios Locales de Educación de que dependan los
respectivos establecimientos educacionales.

Un  reglamento  dictado  por  el  Ministerio  de  Educación,  suscrito
además por el Ministro de Hacienda, regulará las normas de administración,
destino y uso de los recursos del Fondo para el cumplimiento de sus objetivos,
así como las demás disposiciones necesarias para su supervisión y control.”.
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19) Reemplázase el artículo 29 por el siguiente:

“Artículo  29.-  Objeto.  En  cada  Servicio  Local  existirá  un  Comité
Directivo Local, que velará por el adecuado desarrollo estratégico del servicio,
contribuyendo  a  su  vinculación  con  las  instituciones  de  gobierno  de  las
comunas y la región.”.

20) Modifícase el artículo 30 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el literal a) por el siguiente:

“a) Proponer al  Director Ejecutivo, durante el  primer trimestre de
cada año, un plan de vinculación institucional en el ámbito regional y comunal,
en atención a los lineamientos determinados por el Plan Estratégico Local.”.

b) Agrégase en su literal b), a continuación de la expresión “Servicio
Local”, pasando el punto seguido que le sigue a ser coma, la frase “dentro del
plazo  de  15  días  contados  desde  que  sea  requerido  por  la  Dirección  de
Educación Pública.”.

c) Agrégase en el literal d), el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“El Comité deberá presentar la propuesta dentro del plazo de diez
días contados desde la recepción de la nómina de seleccionados. Una vez
cumplido  el  plazo,  si  no  se  presenta  una  terna  por  parte  de  Comité,  el
Presidente procederá a designar entre la nómina original de seleccionados que
se describe en el párrafo precedente.”.

d) Reemplázase, en el literal f), la frase “Aprobar el Plan Estratégico”
por la frase “Entregar recomendaciones al Plan Estratégico”.

e) Agrégase, en el literal g), entre las palabras “Convocar” y “al” la
palabra  “anualmente”  y  elimínase  la  siguiente  frase  “Para  ejercer  esta
atribución,  el  Comité  Directivo  Local  deberá  contar  con  el  acuerdo  de  la
mayoría de sus miembros en ejercicio.”.

f)  Reemplázase,  en  el  literal  h),  la  frase  “Las  insuficiencias
detectadas  serán  comunicadas  por  el  Comité  Directivo  a  la  Dirección  de
Educación Pública” por la oración “Las insuficiencias detectadas deberán ser
comunicadas  oportunamente  por  el  Comité  Directivo  a  la  Dirección  de
Educación Pública”.

g) Agrégase, en el literal k), a continuación del punto aparte, que
pasa a ser una coma, la siguiente frase “en un plazo de diez días desde que se
les notifique de la propuesta.”.
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h) Intercálase las siguiente letras m) y n), nuevas, readecuando el
orden correlativo del literal siguiente:

“m) Recibir al Presidente del Consejo Local de Educación, al menos
dos veces al año, para efectos de lo dispuesto en el artículo 56 de la presente
ley.

n) Podrá solicitar que se instruya el procedimiento indicado en el
artículo 24 de la presente ley, solo una vez en el año calendario. En estos
casos, la Dirección de Educación Pública podrá acoger la solicitud e instruir
dicho procedimiento o desecharla fundadamente.”.

21) Modifícase el artículo 31 en el siguiente sentido:

a)  Agréguese,  en  el  literal  a),  a  continuación  del  primer  punto
seguido, la frase “Esta designación deberá efectuarse en un plazo máximo de
30  días  a  contar  de  la  recepción  del  oficio  respectivo  que  solicita  el
nombramiento  a  la  última  municipalidad  que  deba  participar  en  el
procedimiento.”.

b) Reemplázase el literal c), por el siguiente:

“c)  Dos  representantes  del  gobierno  regional  designados  por  el
gobernador  regional,  previa  aprobación  del  Consejo  Regional.  Esta
designación deberá efectuarse en un plazo máximo de 30 días a contar de la
recepción del oficio respectivo que solicita el nombramiento.”.

c) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“En  el  caso  del  literal  a),  las  autoridades  respectivas  deberán
considerar  para  la  designación  de  su  representante  a  un  profesional  con
reconocida trayectoria y experiencia en educación; a su vez, respecto a las
designaciones del literal c), al menos, deberá considerarse un profesional con
experiencia  en  gestión  pública  o  gestión  de  servicios  educacionales.  Sin
perjuicio de las sanciones establecidas en el artículo 31 bis, en los casos en
que  se  incumplieren  los  plazos  establecidos  para  la  designación  de  estos
representantes, el Comité podrá sesionar en ausencia de los cargos faltantes,
ajustándose temporalmente los quorum, hasta que tenga lugar la designación
respectiva.”.

22) Agrégase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:

“Artículo 31 bis.- De las sanciones al retardo en la designación de
representantes.  Si  el  alcalde  o  gobernador  regional  no  designare  a  los
representantes  del  Comité  Directivo  Local,  dentro  del  plazo  de  30  días
establecido  en  los  literales  a)  y  c)  del  artículo  anterior,  la  Dirección  de
Educación Pública remitirá los antecedentes a la Contraloría General  de la
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República, para que ésta instruya un procedimiento breve y concentrado, con la
finalidad de imponer las siguientes sanciones:

a)  Cuando  el  retardo  sea  igual  o  menor  a  10  días  desde  el
vencimiento del plazo respectivo, se sancionará a la autoridad respectiva con
una amonestación por escrito.

b)  Cuando  el  retardo  en  la  designación  exceda  los  10  días
posteriores, pero no supere los 60 días de retraso, se sancionará a la autoridad
con una multa del 20% de su remuneración, por cada mes que se verifique el
incumplimiento.

c)  Si  el  retardo en la  designación  excede  los  60  días,  la  multa
establecida en el literal anterior ascenderá a un 50% sobre su remuneración
mensual.”.

23) Modifícase el artículo 32 en el siguiente sentido:

a)  Agrégase,  en  el  inciso  primero,  a  continuación  de  la  palabra
“sesionar”, la siguiente frase “, o al menos de un representante por cada uno de
los literales del artículo 31,”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Cuando  esta  ley  u  otra  normativa  establezca  plazos  para  la
presentación de informes, propuestas, opinión u otras actuaciones por parte del
Comité Directivo Local, y no sean presentadas o realizadas oportunamente, se
dejará constancia de ello y podrá resolverse sin más trámite. En tales casos se
configurará respecto de los integrantes que fueron responsables de la omisión
del  pronunciamiento  o  decisión  un  incumplimiento  de  los  deberes  y
obligaciones que establece la ley.”.

c) Reemplazase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser
tercero, la palabra “escolar”, por la palabra “calendario”.

d) Reemplázase el inciso final por el siguiente:

“Un funcionario del Servicio Local ejercerá el rol de secretario del
Comité Directivo Local. Para tal efecto actuará como ministro de fe y registrará
sus sesiones, colaborará con el Presidente del Comité en la organización de
las sesiones, y facilitará la comunicación del órgano con el Servicio Local y el
Consejo Local de Educación.”.

24) Modifícase el artículo 36 en el siguiente sentido:

a) Agrégase, en el inciso primero, el siguiente literal g), nuevo:
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“g) Inasistencia injustificada, a lo menos, a un 30% del total de las
sesiones  citadas  en  un  año  escolar  o  3  inasistencias  injustificadas
consecutivas.”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “literales c), d), e) y
f)” por “literales c), d), e), f) y g)”.

c) Agrégase, en el inciso final, a continuación del punto final, que
pasa a ser seguido, lo siguiente “Con todo, en el caso de que dicho período sea
inferior a un año, no procederá lo dispuesto precedentemente, ajustándose los
quorum respectivos a la cantidad de integrantes vigentes.”.

25) Modifícase el artículo 39 en el siguiente sentido:

a) En el inciso primero: 

i)  Agrégase a continuación de la oración “Título  VI  de la  ley N°
19.882”, la siguiente frase “teniendo como principal objetivo la evaluación del
desempeño del Director Ejecutivo como jefe superior del Servicio Local”.

ii)  Reemplázase,  la  frase:  “las  metas  y  los  correspondientes
indicadores,”  por  “los  indicadores  de  procesos,  los  resultados  educativos
esperados,”.

b) Elimínase en el inciso segundo la siguiente frase: “Respecto de
los establecimientos educacionales, el convenio deberá fijar objetivos y metas
específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, teniendo en especial
consideración a los ordenados en categoría insuficiente, de acuerdo a la ley Nº
20.529. Una vez suscrito el convenio de gestión educacional, estos objetivos no
podrán modificarse, a menos que concurra alguna de las causales establecidas
en el artículo 42 de la presente ley.”.”

26) Modifícase el artículo 40 en el siguiente sentido:

a) Intercálense los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Cada  Convenio  incluirá  indicadores  que  permitan  evaluar
dimensiones críticas de la gestión del Director Ejecutivo que son necesarias
para asegurar la continuidad y el adecuado funcionamiento del Servicio, tales
como liderazgo y visión estratégica, gestión de recursos, gestión pedagógica,
vinculación  territorial,  entre  otros.  Las  dimensiones  a  evaluar  se  definirán
considerando el Plan Estratégico Local en que el convenio se enmarca.

Los Servicios Locales que se encuentren dentro de los primeros seis
años desde su entrada en funcionamiento deberán, adicionalmente, evaluar la
gestión  de  aquellos  procesos  que  resulten  necesarios  para  asegurar  el
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traspaso  del  servicio  educacional  y  su  implementación  en  condiciones
óptimas.”.

b) Reemplázase, en el  actual  inciso segundo,  que pasado a ser
cuarto,  la  frase  “Para  ello,  antes  de  cuatro  meses  de  la  convocatoria  al
concurso público de selección del Director Ejecutivo,” por la frase “Antes de
que  se  cumplan  cuatro  meses  desde  la  publicación  de  la  convocatoria  al
concurso público del Director Ejecutivo,”.

27) Modifícase el artículo 41 en el siguiente sentido:

a)  Reemplázase,  en  el  inciso  segundo,  la  frase  “del  grado  de
cumplimiento  de  las  metas  establecidas  en  el  convenio  de  gestión
educacional,”  por  la  frase  “de  los  resultados  del  convenio  de  gestión
educacional,”.

b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“La  evaluación  definitiva  del  convenio  deberá  realizarse  una vez
entregado el informe a que hace referencia el inciso precedente. Teniendo en
vista este informe preliminar, y la información relativa al uso de recursos por
parte  del  Servicio,  que  podrá  solicitarse  para  estos  efectos  a  la
Superintendencia de Educación, el Director de Educación Pública dispondrá la
elaboración de un informe final que determinará el grado de cumplimiento de
los procesos y resultados esperados en cada convenio de gestión educacional,
y los cambios en las circunstancias y supuestos básicos de éstos, a fin de
evaluar  su  posible  adecuación.  Con  todo,  dicha  adecuación  deberá  ser
fundada.”.

c) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:

“En virtud del informe final, la Dirección de Educación Pública podrá
determinar,  mediante resolución,  medidas específicas que el  Servicio  Local
deba implementar,  con el  objeto de asegurar el  cumplimiento del Convenio
cuando se identificaren debilidades en alguno de los procesos evaluados, o
cuando no se  hubieren  alcanzado los  resultados  esperados.  La  resolución
deberá  contener  propuestas  encaminadas  a  subsanar,  específicamente,
aquellos aspectos  de cada proceso que no hayan recibido  una evaluación
satisfactoria.  Para construir  estas propuestas y elaborar un diagnóstico que
permita fundar su solicitud, la Dirección de Educación Pública podrá ejercer la
atribución que la ley le confiere en la letra ñ) del artículo 61 de esta ley.

El Director de Educación Pública designará a un funcionario de su
dependencia  que  se  dedicará,  exclusivamente,  al  acompañamiento  y
supervisión del cumplimiento de lo determinado en la resolución durante los
seis meses siguientes a su dictación.”.
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28) Modifícase el artículo 45 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el primer inciso, la frase “el Comité Directivo
Local” por “la Dirección de Educación Pública”.

b) Sustitúyase el inciso quinto por el siguiente:

“Para elaborar la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo
abrirá un proceso de consultas, en que solicitará la opinión y recomendaciones
del  Consejo  Local,  Comité  Directivo  Local  y  de  los  directores  de
establecimientos que dependen del Servicio Local, los que tendrán un plazo de
quince  días  hábiles  contados  desde  la  recepción  de  la  consulta  para
responder.”.

c)  Intercálase el  siguiente inciso sexto,  nuevo, pasando el  actual
inciso sexto a ser séptimo:

“En caso de formularse observaciones, el Director Ejecutivo tendrá
diez días hábiles para incorporarlas o mantener su propuesta, lo que tendrá
que ser debidamente fundamentado. La propuesta que resulte del proceso de
consulta,  junto a los antecedentes que la  fundan,  deberá ser  remitida a la
Dirección  de  Educación  Pública  que,  en  un  plazo  de  quince  días  hábiles,
deberá aprobarla y pronunciarse sobre la conformidad de ésta con la Estrategia
Nacional de Educación Pública, pudiendo formular observaciones en caso de
que  contravenga  alguno  de  sus  objetivos.  Dichas  observaciones  serán
vinculantes para el Servicio Local.”.

29) Modifícase el artículo 46 en el siguiente sentido:

a)  Reemplázase  el  literal  a)  por  el  siguiente  “Resultados  del
convenio de gestión educacional, así como una evaluación de los procesos
desarrollados durante el año en el marco de su respectivo Plan Estratégico
Local.”.

b)  Agrégase,  en la  parte  final  del  literal  c),  a continuación de la
palabra “educacional”, reemplazando el punto aparte(.) por un punto seguido (.)
la siguiente frase “Además, deberá consultar a los Departamentos Provinciales
de Educación y a la Unidad de Apoyo Técnico Pedagógico del Servicio, acerca
de la manera en que coordinarán su trabajo, incorporándola en el Plan.”.

c) Agrégase el siguiente literal d), nuevo:

“d) Acciones de vinculación institucional a desarrollarse en el ámbito
regional y comunal, para lo cual se consultará la planificación elaborada por el
Comité Directivo Local.”.
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d) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “recomendaciones
dentro del plazo de diez días hábiles, que el Director Ejecutivo podrá rechazar
de manera fundada”, por la frase “observaciones dentro del plazo de diez días
hábiles”.

e) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto aparte
(.), que pasa a ser seguido, lo siguiente:

“Serán vinculantes las observaciones que la Dirección de Educación
Pública  realice  a  las  acciones  del  Plan  Anual,  cuando  haya  una  falta  de
observancia a la Estrategia Nacional de Educación Pública, al Plan Estratégico
Local, o bien, a lo dispuesto en el inciso siguiente. Aquellas observaciones que
refieran a otros asuntos podrán ser rechazadas por el Director Ejecutivo, de
manera fundada.”.

30) Modifícase el artículo 47 en el siguiente sentido:

a)  Reemplázase,  en  el  inciso  primero,  el  guarismo “19.464”  por
“21.109”.

b)  Sustitúyase,  en  el  inciso  segundo,  el  guarismo  “19.464”  por
“21.109”.

31) Agrégase al artículo 49, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Para  todos  los  efectos  legales,  el  Consejo  Local  de  Educación
Pública será el consejo a que se refiere el artículo 74 del decreto con fuerza de
ley N°1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.

32) Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:

a)  Reemplázase  los  literales  e)  y  f)  del  inciso  primero,  por  los
siguientes:

“e)  Un  representante  de  los  directores  de  establecimientos  de
educación parvularia que sean administrados por el Servicio Local, elegido por
sus pares.

f)  Un  representante  de  los  educadores  de  establecimientos  de
educación  parvularia  que  sean  administrados  por  el  Servicio  Local.  Estos
representantes  serán  elegidos  entre  aquellos  miembros  de  los  consejos
parvularios constituidos en dichos establecimientos.”.

b) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“En  los  Servicios  Locales  en  que  existan  más  de  cuarenta
establecimientos de educación básica y media de su dependencia, la cantidad
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de representantes referidos en las letras a),  b),  c)  y  g)  aumentará en una
persona por cada veinte establecimientos que haya por sobre los cuarenta
establecimientos.

En aquellos casos en que un representante sea trasladado de un
establecimiento educacional a otro, dentro del mismo Servicio Local y durante
la vigencia del período para el que fue nombrado, igualmente se mantendrá
como integrante del Consejo.”.

c) Reemplázase el actual inciso segundo, que ha pasado a ser final,
por el siguiente:

“Los cargos de representación indicados serán provistos de acuerdo
a lo dispuesto en el reglamento.”.

33) Modifícase el artículo 51 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en su inciso primero, el guarismo “dos” por “tres”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “En el caso de los
consejeros señalados en las letras a), b), c) y d) del artículo precedente, la
cesación  en el  cargo de miembro del  consejo  escolar”  por  la  oración  “Sin
perjuicio  de  lo  anterior,  la  pérdida  de  la  calidad,  en  virtud  de  la  cual  fue
designado algún representante de los indicados en el artículo precedente,”.”

c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

“En el caso de los representantes señalados en los literales c) y d)
del artículo precedente, la pérdida de la calidad de integrante de un consejo
escolar,  por  la  sola  circunstancia  de  su  traslado  a  otro  establecimiento
dependiente del mismo Servicio Local, no dará lugar al cese de su cargo en el
Consejo Local.”.

34) Modifícase el artículo 52 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el literal h) por el siguiente:

“h) Proponer las modificaciones que considere pertinentes respecto
del Plan Estratégico Local.”.

b)  Intercálanse las siguientes  letras o)  y  p),  nuevas,  pasando la
actual letra o) a ser letra q):

“o)  Invitar  a  las  sesiones  del  Consejo  a  representantes  de
Universidades  del  Estado  que  tengan  su  sede  principal  en  la  región  o  a
representantes de los Centros de Formación Técnica estatales.
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p) Colaborar  con el  Director  Ejecutivo del  Servicio  Local  para la
realización de la audiencia pública de rendición de cuentas ante la comunidad a
la que alude el artículo 22 letra h) de esta ley.”.

35) Modifícase el artículo 56 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: “Funcionamiento.
El Consejo Local elegirá de entre sus miembros a su Presidente por mayoría
simple, quien deberá asistir al menos dos veces en el año calendario, al Comité
Directivo Local, a fin de transmitir los intereses y preocupaciones del órgano
que preside.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual
a ser inciso tercero:

“El Consejo Local se reunirá, como mínimo, seis veces por cada año
calendario. Podrá autoconvocarse cuando así lo solicite, por escrito, un tercio
de sus integrantes.”.

c) Reemplázase el actual inciso quinto, que ha pasado a ser sexto,
por el siguiente:

“El Director Ejecutivo designará a un funcionario dependiente del
Servicio para el desempeño de las siguientes funciones respecto del Consejo
Local:

1. Actuar como ministro de fe y registrar sus sesiones.

2. Colaborar con el Presidente en la organización de las sesiones.

3. Facilitar la comunicación del órgano con el Servicio Local y el
Comité Local de Educación.

4. Facilitar la vinculación de las y los consejeros con los integrantes
de las comunidades educativas de los distintos establecimientos educacionales
del territorio.”.

36) Modifícase el artículo 61 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el literal d), la frase “gestión administrativa de
los  Servicios  Locales,  cuando  ello  sea  necesario”  por  la  oración  “gestión
pedagógica, administrativa y financiera de los Servicios Locales”.

b) Reemplázase el literal f) por el siguiente:

“f) Hacer recomendaciones y aprobar el Plan Anual establecido en el
artículo 46.”.
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c) Agrégase, en el literal h), a continuación del punto aparte (.), que
pasa a ser coma (,), lo siguiente “así como el cumplimiento de la Estrategia
Nacional de Educación Pública.”.

d)  Elimínase  en  el  literal  m),  la  frase  “cuando  su  acción  sea
requerida para la  adecuada provisión del  servicio  educacional”,  pasando la
coma a ser punto aparte.

e) Intercálanse las siguientes letras t), u), y v), nuevas, pasando la
actual letra t) a ser letra w):

“t)  Celebrar  convenios  de  programación  con  los  gobiernos
regionales  para  el  financiamiento  de  estudios  o  proyectos  de  inversión  en
infraestructura escolar pública, para lo cual  éstos podrán asignar,  de forma
fundada, y de acuerdo con sus facultades, recursos directamente en favor de
un Servicio Local o de un establecimiento educacional. Cuando un convenio
comprometa recursos del Ministerio de Educación, previamente, se requerirá
autorización de la Dirección de Presupuesto para su celebración.

u)  Impartir  instrucciones  generales  y  vinculantes  a  los  Servicios
Locales, referidas a las materias de gestión administrativa-financiera, con la
finalidad de velar y promover que el actuar de éstos se adecúe a la normativa
vigente,  de  conformidad  al  principio  de  probidad  en  la  función  pública.  El
incumplimiento  de  tales  instrucciones  significará  incurrir  en  responsabilidad
administrativa.

v)  Coordinar  con  la  División  de  Educación  General  y  con  la
Subsecretaría de Educación Parvularia, cuando corresponda, la definición de
lineamientos  generales  en  materias  de  mejoramiento  educativo  y  apoyo
técnico-pedagógico a los Servicios Locales, así como a los establecimientos de
su dependencia.”.

37) Elimínase el artículo 64, readecuando la numeración correlativa
de los artículos siguientes.

38)  Agrégase,  a  continuación  del  título  IV,  el  siguiente  título  V,
nuevo, readecuando el orden correlativo de los títulos siguientes:

“Título V
Mecanismos Especiales de Coordinación”.

Artículo  64.-  Créase  un  Comité  de  Ministros,  en  adelante  “el
Comité”, con el fin de coordinar acciones entre distintos ministerios y fomentar
la colaboración de los servicios públicos relacionados a ellos,  para atender
necesidades urgentes del Sistema o dar cumplimiento a objetivos y/o metas
contenidas en la  Estrategia Nacional  de Educación Pública,  especialmente,
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aquellas que requieran permisos o acciones intersectoriales para su adecuada
ejecución.

El Comité será presidido por el Ministro de Educación e integrado
por  los  Ministros  de  Interior;  de  Hacienda;  Secretaría  General  de  la
Presidencia;  de  Obras  Públicas;  de  Vivienda  y  Urbanismo;  de  Salud;  de
Trabajo  y  Previsión  Social;  de  Desarrollo  Social  y  Familia;  y  de  Bienes
Nacionales.  Además,  la  presidencia  del  Comité  podrá  convocar  a  otros
Ministros si lo considera necesario, según los temas a abordar por el Comité en
la sesión respectiva.

La  Secretaría  Ejecutiva  del  Comité  estará  a  cargo  de  la
Subsecretaría de Educación que contará, para estos efectos, con la asistencia
técnica de la Dirección de Educación Pública. Será su responsabilidad realizar
la citación y preparar cada sesión del Comité, para lo cual deberá considerar, al
menos, los informes y evaluaciones generados a partir de los instrumentos de
gestión del Sistema, así como los que se refieren al funcionamiento y desarrollo
de los distintos procesos e instancias que forman parte de éste.

El Comité sesionará de forma ordinaria una vez al año, durante el
primer trimestre. Podrá reunirse de forma extraordinaria cuando sea convocado
por  su  Presidente.  Sus  acuerdos  constarán  en  un  acta  levantada  por  la
Secretaría  Ejecutiva,  que  será  informada  a  las  Secretarías  Regionales
Ministeriales de Educación y a los servicios que resulten pertinentes.

Artículo  64  bis.-  De  la  coordinación  regional.  Para  facilitar  la
coordinación entre los órganos y servicios públicos que integran y se relacionan
con el Sistema de Educación Pública, cada Secretario Regional Ministerial de
Educación convocará, al menos dos veces por año calendario, a una mesa
ejecutiva que velará por la articulación de competencias entre las entidades
públicas de la región, con el fin de apoyar el adecuado funcionamiento de los
Servicios Locales que pertenecen a ella.

La mesa ejecutiva estará integrada por:

a) El Secretario Regional Ministerial de Educación;

b) Un representante de la Dirección de Educación Pública;

c) Un representante del Gobierno Regional;

d) El Director Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles;

e) El Director Regional de la Superintendencia de Educación;

f)  El  representante  zonal  de  la  Agencia  de  la  Calidad  de  la
Educación;
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g) El Director Regional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y
Becas;

h) Los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de la región;

i) El Delegado Presidencial Regional;

j) El o los rectores de la o las Universidades Estatales con domicilio
en la región;

k) El rector del Centro de Formación Técnica Estatal de la región;

Cuando se estime pertinente,  se podrá invitar a otros órganos o
servicios a participar de las sesiones de la mesa ejecutiva o de las instancias
de trabajo que éstas determinen.

El Secretario Regional Ministerial respectivo dirigirá las sesiones de
la mesa ejecutiva. Le asistirá en su preparación una secretaría técnica, que
estará a cargo de un representante de la Dirección de Educación Pública.

La  mesa  ejecutiva  deberá  definir  una  planificación  anual  para
organizar  su  acción  coordinada,  según  los  antecedentes  presentados  para
estos  efectos  por  la  secretaría  técnica,  debiendo  tener  siempre  en
consideración las definiciones adoptadas por el Comité de Ministros del artículo
64 de la presente ley. Durante el último trimestre de cada año, presentará a la
Subsecretaría de Educación y a la Dirección de Educación Pública un informe
que dará cuenta del trabajo realizado durante el año.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará
las materias establecidas en el presente artículo.”.

39)  Reemplázase  en  el  artículo  octavo  transitorio  la  expresión
“siguiente” por “subsiguiente”.

40) Modifícase el artículo noveno transitorio en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “o de corporaciones
municipales” por “directa o a través de corporaciones municipales”.

b) Sustitúyase, en el  inciso tercero, la frase “o administrados por
corporaciones  municipales”  por  “directa  o  a  través  de  corporaciones
municipales”,  y  reemplázase,  la  frase  “o  corporación  municipal  respectiva;
siempre que estas hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones
de los convenios de ejecución” por “, siempre que esta no haya incurrido en
una infracción grave a las obligaciones que emanan”.
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41) Agrégase al artículo undécimo transitorio el siguiente inciso final,
nuevo:

“Efectuado el  traspaso de los  inmuebles  a  un Servicio  Local  se
extinguirán  por  el  solo  ministerio  de  la  ley  las  hipotecas  y  prohibiciones
constituidas en favor del Fisco, cuyas inscripciones se cancelarán a través de
la anotación marginal de la resolución de traspaso respectiva.”.

42)  Reemplázase  el  artículo  decimotercero  transitorio,  por  el
siguiente:

“Artículo  decimotercero.-  Regularización  de  la  posesión  de  la
propiedad raíz  afecta a la  prestación del  servicio  educacional.  En aquellos
casos  en  que  no  se  encuentre  regularizada  la  posesión  de  los  bienes
inmuebles señalados en el artículo undécimo transitorio y en el literal b) del
artículo vigésimo primero transitorio de esta ley, se estará a lo dispuesto en el
decreto ley Nº 2.695, en todo aquello que sea pertinente, sin que sea aplicable,
para estos efectos, la restricción respecto al avalúo fiscal de dichos inmuebles
que establece el artículo 1 del mismo decreto ley.”.

43) Intercálase el siguiente artículo décimoquinto bis transitorio:

“Articulo decimoquinto bis.- Reglamento para el traspaso o reintegro
de recursos financieros afectos a la prestación del servicio educacional. Un
reglamento dictado por el Ministerio de Educación y suscrito además por el
Ministro de Hacienda, regulará el procedimiento de reintegro y/o traspaso de
recursos financieros afectos a la prestación del servicio educacional, indicando,
al  menos,  los  plazos,  actos  administrativos,  entidad  y/o  programa
presupuestario al cual se reintegran o traspasan dichos recursos.”.

44)  Reemplázase  el  artículo  decimoséptimo  transitorio  por  el
siguiente:

“Artículo decimoséptimo.- Exención de derechos e impuestos. Los
actos,  convenios,  publicaciones,  inscripciones,  reinscripciones,
subinscripciones, anotaciones, emisión de certificados, copias de instrumentos
públicos o privados y, en general, toda otra actuación, trámite o diligencia de
cualquier otro tipo, que se originen a causa de los traspasos o regularización de
bienes y servicios dispuestos en la presente ley, que pudieran efectuar los
órganos  auxiliares  de  la  administración  de  justicia,  tales  como  Notarios,
Conservadores de Bienes Raíces, Archiveros; así como cualquier órgano de la
Administración  del  Estado,  estarán  exentos  de  todo  arancel  o  tributo,
incluyendo cualquier tipo de impuesto, tasa, gravamen o derecho, de cualquier
naturaleza, a favor del Fisco o del patrimonio de cualquier órgano del Estado, o
de  los  órganos  auxiliares  de  la  administración  de  justicia  señalados  en  el
presente artículo.”.
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45) Reemplázase el artículo vigésimo transitorio por el siguiente:

“Artículo vigésimo.- Registro de bienes destinados a la prestación
del servicio educacional. La Dirección de Educación Pública llevará un registro
actualizado en el cual se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que
sean  traspasados  o  entregados  en  comodato  según  lo  establecido  en  el
numeral  3)  del  artículo  undécimo  transitorio,  a  cada  Servicio  Local  de
Educación  Pública,  de  conformidad  a  lo  establecido  en  el  párrafo  3°  del
presente Título y en el reglamento establecido en el artículo vigésimo primero
transitorio.”.

46)  Reemplázase  el  artículo  vigésimo  primero  transitorio  por  el
siguiente:

“Artículo  vigésimo  primero.-  De  las  obligaciones  de  las
municipalidades.  Las  municipalidades  que  presten  el  servicio  educacional,
directamente o a través de corporaciones municipales, deberán remitir  a la
Dirección de Educación Pública toda la información que sea necesaria para el
adecuado traspaso, con una anticipación de al menos seis meses antes de la
entrada en funcionamiento del Servicio Local al cual deban traspasar el servicio
educacional. En el caso de los Servicios Locales individualizados en el párrafo
primero del numeral 1 del artículo sexto transitorio, las municipalidades cuyo
servicio se traspase el año 2018 deberán remitir esta información en el plazo
de un mes desde la fecha de publicación de la presente ley. Esta información
deberá considerar al menos lo siguiente:

a) Una nómina de los profesionales de la educación y asistentes de
la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales que, de
conformidad a  la  presente  ley,  serán traspasados  a  los  Servicios  Locales.
Deberá indicarse el respectivo régimen legal y/o contractual, señalándose entre
otros antecedentes que requiera la Dirección, el nombre, función que realiza, y
en el caso de asistentes de la educación, la categoría a la que pertenecen,
antigüedad, lugar en que se desempeña, situación previsional y remuneración
desagregada, y las asignaciones que le correspondan percibir.

b) Un inventario de los bienes muebles e inmuebles que deberán ser
traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3)
del artículo undécimo transitorio, de conformidad a los párrafos 3° y 4º de estas
disposiciones  transitorias,  individualizándolos  y  señalando  el  estado  de
conservación en el cual se encuentran. Respecto de los inmuebles y vehículos
motorizados, deberán expresarse todas las menciones exigidas por la ley y
reglamentación respectiva para su inscripción en los registros pertinentes. Este
inventario  deberá  llevar  la  firma  del  director  del  respectivo  establecimiento
educacional.  Para  los  efectos  establecidos  en  este  literal  y  en  el  artículo
anterior, un reglamento regulará los requisitos, el contenido, las formalidades y
cualquier otro aspecto necesario para el registro de estos bienes.
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c)  Copia  de  los  contratos  o  convenios  vigentes  con  terceros
proveedores de bienes y servicios.

d) Un catastro de los servicios prestados dentro de la comuna, por
los  establecimientos  educacionales  o  a  través  de  estos,  o  dirigidos  a  los
propios establecimientos, y dentro de las cuales se encuentre toda iniciativa y
programa,  de  cualquier  índole,  que  esté  siendo  implementada  por  la
municipalidad o corporación municipal, según corresponda.

e) Cualquier otra información que sea procedente para el adecuado
traspaso del servicio educacional.

Las municipalidades y corporaciones deberán mantener actualizada
la  información  a  que  se  refiere  este  artículo,  la  que  deberá  encontrarse
disponible  para  dar  respuesta a solicitudes de información que se realicen
sobre ésta, ya sea de la Dirección de Educación Pública, el  Servicio Local
respectivo u otro organismo de la Administración del Estado, aun cuando se
haya producido el traspaso del servicio educacional.

La  Dirección  de  Educación  Pública,  mediante  resolución,  podrá
establecer  otros  antecedentes  que  resulten  necesarios  para  el  adecuado
traspaso del servicio educacional, así como determinar el formato en que éstos
deberán remitirse.

Asimismo, deberá constituirse una comisión técnica con el objeto de
colaborar con la adecuada entrega de la información a que se refiere el literal a)
del presente artículo. Esta comisión se constituirá al menos ocho meses antes
de  la  entrada  en  funcionamiento  del  respectivo  Servicio  Local  y  estará
compuesta por un representante de la municipalidad, un representante de los
profesionales  de  la  educación,  un  representante  de  los  asistentes  de  la
educación, un representante de los establecimientos de educación parvularia
financiados vía transferencia de fondos, y un representante del personal que se
desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o
de las corporaciones municipales cuya función se relacione directamente con la
administración del servicio educacional,  junto a los equipos técnicos que la
Dirección de Educación Pública destine para estos efectos. En el cumplimiento
de su función considerará la información que le sea proporcionada, de carácter
laboral y previsional del personal de las municipalidades o de las corporaciones
municipales.  Las  municipalidades  correspondientes  a  los  Servicios  Locales
señalados en el numeral 1 del artículo sexto transitorio se exceptuarán de la
constitución de esta comisión. La información contenida en el decreto señalado
en el inciso siguiente, en relación con las remuneraciones y asignaciones del
personal  indicadas en éste,  será  la  utilizada para  los  efectos  del  traspaso
señalado en el artículo cuadragésimo primero transitorio de esta ley, respecto
del personal considerado en dicho decreto; y en particular para la protección
señalada en el artículo cuadragésimo segundo transitorio, sin perjuicio de los
reajustes que se establezcan, de conformidad a la ley.
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Para  los  efectos  de  lo  establecido  en  el  presente  artículo,  la
municipalidad deberá dictar un decreto alcaldicio, de acuerdo a la normativa
vigente, al cual se acompañará el inventario de bienes y la nómina de personal.
Dicho  decreto  deberá  ser  actualizado  seis  meses  antes  del  traspaso  del
servicio educacional y complementado con la información que sea requerida
por la Dirección de Educación Pública.

Las obligaciones dispuestas en el  presente artículo se entienden
contenidas en lo dispuesto en el literal i) del artículo vigésimo quinto transitorio
de esta ley.  En consecuencia,  el  incumplimiento de estas obligaciones por
parte del municipio dará lugar a la aplicación de las sanciones y medidas del
artículo vigésimo noveno bis transitorio de la presente ley.

La  Dirección  de  Educación  Pública  colaborará  con  las
municipalidades  para  el  adecuado  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  este
artículo revisando la información entregada y requiriendo los ajustes que sean
pertinentes  de  acuerdo  con  la  normativa  vigente,  los  que  deberán  ser
considerados por los municipios al entregar la información a que se refiere este
artículo.

Con  todo,  la  Dirección  de  Educación  Pública  podrá  verificar  o
complementar  la  información  que  entreguen  las  municipalidades  o
corporaciones  municipales,  en  el  marco  de  este  artículo,  a  partir  de  otras
fuentes de información que le pueda proporcionar otros órganos del Estado o
entidades privadas, los que estarán obligados a entregarla.”.

47) Intercálase el siguiente artículo vigésimo primero bis transitorio,
nuevo:

“Artículo vigésimo primero bis.- En cada región existirá un equipo de
apoyo  a  la  implementación  de  los  Servicios  Locales  de  Educación  que
dependerá de la Dirección de Educación Pública. Estos profesionales apoyarán
y asesorarán a las municipalidades y corporaciones municipales de la región
respectiva en el proceso de traspaso del servicio educacional a los Servicios
Locales  y,  en  general,  servirán  de  vínculo  entre  éstos  y  la  Dirección  de
Educación Pública.

Este personal desempeñará sus funciones en dependencias de la
Secretaría Regional Ministerial respectiva, quien deberá colaborar con aquellos
y, en caso de ser creadas oficinas regionales de la Dirección de Educación
Pública conforme al artículo 59 de esta ley, pasará a formar parte de la oficina
regional que corresponda. Sin perjuicio de lo anterior, finalizado el proceso de
traspaso  del  servicio  educacional,  este  personal  podrá  ser  traspasado  al
Servicio Local de Educación o servicios que formen parte del Ministerio de
Educación,  de  acuerdo  a  la  disponibilidad  presupuestaria  existente  y  la
pertinencia de las funciones desarrolladas.”.
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48)  Modifícase  el  artículo  vigésimo  segundo  transitorio  en  el
siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “artículo anterior”, por
la frase “artículo vigésimo primero transitorio”.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

“En  casos  calificados  por  la  Secretaría  Regional  Ministerial
competente,  la  resolución  de  traspaso  de  inmuebles  será  antecedente
suficiente para dar por cumplidos, por parte del Servicio Local, los requisitos
exigidos en el artículo 46, letra i), del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009,
del Ministerio de Educación, y en el artículo 6, letra a) quáter, del decreto con
fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.”.

49) Modifícase el artículo vigésimo tercero transitorio en el siguiente
sentido:

a)  En  el  inciso  primero,  reemplázase,  la  palabra  “sesenta”  por
“ciento veinte”, y elimínase la expresión “y recursos financieros”.

b)  Reemplázase,  en  el  inciso  tercero,  la  frase  “la  resolución  de
traspaso” por “las resoluciones de traspaso”.

50) Agrégase el siguiente artículo vigésimo tercero bis, nuevo:

“Artículo vigésimo tercero bis.- Regularización de bienes inmuebles.
Para los efectos del traspaso de los bienes inmuebles y de conformidad a la
prohibición establecida en el inciso segundo del artículo duodécimo transitorio,
no podrán ser objeto de regularización ni subdivisión aquellos bienes inmuebles
que, con posterioridad a la publicación de la ley hubieren sido destinados, en
todo o en parte, a una finalidad distinta a la educacional.

Cuando  en  el  acta  de  traspaso  constare,  de  todas  formas,  la
existencia de bienes inmuebles que hubieren sido destinados, en todo o en
parte, a una finalidad distinta a la educacional, el Servicio Local de Educación
respectivo remitirá los antecedentes a la Contraloría General de la República,
al Consejo de Defensa del Estado y a la Superintendencia de Educación, para
que ejerzan las atribuciones que la ley les confiere.

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, dentro de los
ciento veinte días siguientes al traspaso, los órganos de la Administración del
Estado  o  sus  órganos  dependientes,  podrán  solicitar  a  la  Dirección  de
Educación Pública que dé inicio al procedimiento de regularización del bien
inmueble  respectivo  para  efectos  de  la  posterior  subdivisión  de  la  parte
correspondiente de dicho bien. Lo anterior, siempre que no afecte el correcto
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desarrollo  del  servicio  educativo  y  cuando  concurran  las  siguientes
circunstancias de forma conjunta:

1. Presencia de instalaciones o edificaciones destinadas a satisfacer
un interés público determinado e indispensable para la comunidad, distinto al
educacional, que hubieren estado siendo efectivamente utilizadas para estos
otros  fines  durante  los  12  meses  previos  al  traspaso,  o  que  hubieran
comenzado a construirse las edificaciones para dichos fines al menos con 24
meses de anterioridad al traspaso. 2. Que el funcionamiento y reconocimiento
oficial  de  los  establecimientos  educacionales  traspasados  no  dependa  de
aquella  parte  del  bien  que  se  destina  para  otros  fines  distintos  a  los
educacionales y que serán devueltos al Fisco.

Para la determinación de los requisitos precedentes, la Dirección de
Educación Pública deberá solicitar los informes que estime pertinentes a los
organismos  relacionados,  quienes  deberán  responder  dentro  de  un  plazo
máximo de 30 días.

Determinada la  concurrencia de los requisitos establecidos en el
inciso  tercero,  la  Dirección  de  Educación  Pública  dictará  una  o  más
resoluciones  destinadas  a  la  regularización  de  los  bienes  inmuebles  en
cuestión, la que deberá ser remitida al Servicio Local respectivo y a los órganos
que hayan realizado la solicitud a que refiere este artículo.

La tramitación de la subdivisión del bien inmueble será gestionada
por el Servicio Local de Educación respectivo, ante el órgano competente que
correspondiera  en  cada  caso.  El  Conservador  de  Bienes  Raíces  con
competencia  en  el  territorio  en  que  se  emplace  el  Servicio  Local,  deberá
practicar las inscripciones y subinscripciones que correspondan producto de la
subdivisión que se realizare con posterioridad por dicho órgano competente.

Los actos que se realicen conforme con lo dispuesto en este artículo
estarán exentos de todo arancel o tributo, según lo establecido en el artículo
décimo séptimo transitorio de la presente ley.”.

51)  Reemplázase  el  artículo  vigésimo  cuarto  transitorio  por  el
siguiente:

“Artículo vigésimo cuarto.- Del Plan de Transición. Los municipios
estarán obligados a adoptar todas las medidas y acciones que determine la ley
para asegurar el fortalecimiento y mejora del servicio educacional que presten,
ya sea directamente o a través de corporaciones municipales, hasta su total
traspaso, de conformidad a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio.

Dicha  obligación  comprenderá,  principalmente,  la  ejecución  de
acciones orientadas a mejorar la administración, normalización y saneamiento
del déficit financiero que presente el servicio educacional.
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Para  el  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  los  incisos  anteriores,
deberán implementar un plan de transición que será puesto a su disposición
por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación.

Dicho plan, considerando la situación educacional, administrativa y
financiera  de  la  respectiva  municipalidad  y  la  proximidad  al  traspaso  del
servicio, deberá contemplar, a lo menos, lo siguiente:

a)  Especificación  de  estrategias  y  acciones  a  adoptar  para  el
fortalecimiento y mejora del servicio educacional, orientadas a la calidad de la
educación que se imparte.

b)  Especificación  de  estrategias  y  acciones  a  adoptar  para  el
adecuado  traspaso  del  servicio  educacional,  en  especial  respecto  de  sus
bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y personal.

c) Objetivos financieros a alcanzar por la respectiva municipalidad,
hasta  antes  del  traspaso  del  servicio  educacional,  los  cuales  deberán
desagregarse en objetivos anuales, de conformidad a lo señalado en el artículo
vigésimo séptimo transitorio.

d)  El  compromiso  del  Ministerio  de  Educación  para  colaborar  y
asistir  a la  respectiva municipalidad en los objetivos señalados en el  literal
anterior, transfiriendo recursos con dicho fin, de conformidad a la respectiva
Ley  de  Presupuestos  del  Sector  Público  y  lo  establecido  en  los  artículos
vigésimo sexto y vigésimo séptimo transitorios.

Este  plan  se  ejecutará  de  conformidad  a  los  recursos  que
establezca para estos efectos la respectiva Ley de Presupuestos del Sector
Público, mediante las resoluciones exentas señaladas en el artículo siguiente.”.

52) Modifícase el artículo vigésimo quinto transitorio en el siguiente
sentido:

a) En su inciso primero:

i) Reemplázase su encabezado por el siguiente:

“Artículo  vigésimo  quinto.-  De  las  resoluciones  del  Plan  de
Transición.  El  Plan  de  Transición  se  implementará  mediante  una  o  más
resoluciones exentas del Ministerio de Educación, las que, individualmente o en
su conjunto, deberán considerar, a lo menos, las siguientes materias:”.

ii) Modifícase el literal a) en el siguiente sentido:
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-  Reemplázase  la  frase  “o  corporación  municipal,  según
corresponda, para” por la palabra “de”.

-  Agrégase,  a  continuación  del  punto  aparte,  que  pasa  a  ser
seguido(.),  lo  siguiente  “Para  el  cumplimiento  de  esta  obligación,  la
municipalidad, directamente o a través de la corporación municipal, si fuere el
caso,  deberá  postular  a  las  convocatorias  para  el  mantenimiento  y
conservación de la infraestructura escolar pública que promueva la Dirección
de Educación Pública y,  en el  evento en que se adjudicare recursos para
dichos  fines,  deberá  ejecutarlos  dentro  de  los  plazos  previstos  en  los
correspondientes convenios o resoluciones, según corresponda. Por su parte,
la Dirección de Educación Pública establecerá criterios diferenciados en sus
convocatorias que permitan una asignación priorizada aquellos municipios que
se encuentren más próximos a traspasar el servicio educativo.”.

iii) Derogáse el literal c).

iv) Reemplázase el literal d) por el siguiente:

“d) Obligación de la municipalidad de dar cumplimiento íntegro y
oportuno  al  pago  de  aquellas  contrataciones  de  bienes  y  servicios
indispensables para la prestación del servicio educacional, así como el pago de
las remuneraciones de su dotación y del personal que se desempeña en ellas,
no pudiendo generar nueva deuda previsional a su respecto.”.

v) Derógase el literal e).

vi) Modifícase el literal f) en el siguiente sentido:

- Elimínase la frase “o corporación municipal, según corresponda,”.

- Agréguese, en su parte final, la siguiente frase “Asimismo, deberá
considerar la obligación de destinar exclusivamente a la prestación del servicio
educacional los inmuebles a los que aluden los artículos noveno y undécimo
transitorios  de  esta  ley  y,  especialmente,  la  de  no  subdividirlos  antes  del
traspaso.”

vii) Derógase el literal g).

viii) Modifíquese el literal h) en el siguiente sentido:

- Elimínase la frase “o corporación municipal, según corresponda,”.

-  Agrégase,  a  continuación  de  la  frase  “ingresos  y  gastos”,  lo
siguiente “,  revisión y regulación de la dotación en atención a la  matrícula
anual,”.
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ix) Modifíquese el literal i) en el siguiente sentido:

- Elimínase la frase “o corporación municipal”.

-  Agrégase,  a  continuación  de  la  palabra  “entregar”,  la  palabra
“oportunamente”.

x) Reemplázase el literal j) por el siguiente:

“j)  Asistencia  técnica  que  el  Ministerio  de  Educación  brindará,
principalmente, a través de los Departamentos Provinciales de Educación, a la
respectiva municipalidad o corporación municipal, cuando el servicio se preste
a  través  de  ésta,  para  la  elaboración  del  Plan  de  Desarrollo  Educativo
Municipal de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo octavo transitorio.”.

xi) Elimínase, en el literal k) del inciso primero, la siguiente frase “así
como para la planificación e implementación de las acciones de formación y/o
capacitación a que se refiere el literal g) de este artículo”, pasando la coma a
ser punto aparte.

b) Elimínase los incisos segundo y tercero.

53)  Agrégase el  siguiente artículo  vigésimo quinto bis  transitorio,
nuevo:

“Vigésimo  quinto  bis.-  Actualización  del  Plan  de  Transición.
Anualmente, durante el mes de junio, la Subsecretaría de Educación remitirá a
la Dirección de Educación Pública la o las resoluciones del Plan de Transición
del respectivo municipio, junto a los antecedentes completos y actualizados del
seguimiento y estado de cumplimiento de éste. La Dirección de Educación
Pública  podrá  proponer  modificaciones  que  estime  necesarias  para  el
adecuado traspaso del servicio, en un plazo de treinta días desde la recepción
de los antecedentes.

La  Subsecretaría  de  Educación  tendrá  un  plazo  de  quince  días
hábiles, a contar de la recepción de las observaciones, para dictar una nueva
resolución que incorpore las modificaciones propuestas al Plan de Transición,
según su mérito.”.

54)  Agrégase al  siguiente artículo  vigésimo quinto  ter  transitorio,
nuevo:

“Artículo vigésimo quinto ter.- Del acompañamiento, seguimiento y
fiscalización de los Planes de Transición. Le corresponderá a las Secretarías
Regionales  Ministeriales  de  Educación  hacer  el  acompañamiento  a  los
municipios para la ejecución de los planes de transición, y reportar el estado de
cumplimiento  de  éstos  al  equipo  técnico  de  seguimiento  que  designe  el
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Ministerio de Educación. Semestralmente, las municipalidades deberán remitir,
a dichos órganos y a la Superintendencia de Educación, un informe a través del
cual se dará cuenta del estado de cumplimiento de las obligaciones contenidas
en los Planes de Transición. La Secretaría Regional Ministerial de Educación
respectiva  podrá  solicitar,  en  todo  momento,  nuevos  antecedentes  que
complementen lo informado.

La Superintendencia de Educación será la responsable de fiscalizar,
de conformidad a lo dispuesto en esta ley y a lo dispuesto en el título III de la
ley N°20.529, el cumplimiento de las obligaciones del plan de transición y el
correcto uso de los recursos transferidos en virtud de este. Para estos efectos
elaborará, anualmente, un programa específico de fiscalización y un registro
actualizado de los planes de transición en ejecución, para lo cual se remitirán a
ella la o las resoluciones que instruyan la ejecución del plan de transición de
cada municipio.  Para  el  cumplimiento  de esta  función,  la  Superintendencia
podrá solicitar informes a los órganos correspondientes.

Si de la fiscalización surgen antecedentes que pudieren revestir el
carácter  de  delito,  la  Superintendencia  deberá  elaborar  un  informe
circunstanciado  al  respecto.  Dicho  informe  se  pondrá  a  disposición  del
Ministerio Público, vía denuncia, y del Consejo de Defensa del Estado, para
que éste ejerza las acciones penales y civiles que correspondan en aquellos
casos  en  que  concurra  la  participación  de  funcionarios  o  de  la  autoridad,
respecto de su control jerárquico, su deber de resguardo y buen uso de los
recursos  públicos,  y  el  de  ejercer  una  correcta  administración  del  servicio
educativo de conformidad a la ley.

En el caso que se advirtiere un incumplimiento a las obligaciones de
los Planes de Transición, o un inadecuado uso de los recursos transferidos en
virtud  de  éste,  el  Ministerio  de  Educación  deberá  informar  de  ello  a  la
Superintendencia  de  Educación  para  que  instruya  el  procedimiento  que
corresponda.  Cuando  se  detecten  infracciones  por  parte  del  municipio,  la
Superintendencia  deberá  proceder  de  conformidad  a  los  dispuesto  en  los
artículos vigésimo noveno transitorio y siguientes.”.

55) Reemplázase en el inciso segundo del artículo vigésimo sexto
transitorio la frase “a la firma del convenio” por “a la aplicación del plan de
transición”.

56) Modifícase el artículo vigésimo séptimo transitorio en el siguiente
sentido:

a) Reemplázase la frase “los convenios de ejecución señalados en
dicho artículo establecerán” por “el plan de transición establecerá”.

b)  Reemplázase  la  frase  “dichos  convenios  establecerán”  por  la
siguiente “dicho plan deberá establecer”.
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57) Modifícase el artículo vigésimo octavo transitorio en el siguiente
sentido:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “el o los respectivos
convenios” por “las respectivas resoluciones”.

b)  Sustitúyase,  en  el  inciso  segundo,  la  frase  “los  convenios
establecerán” por “el plan de transición establecerá”.

c) Agrégase un inciso tercero, nuevo, en el siguiente sentido:

“Sin  perjuicio  de  lo  señalado  precedentemente,  el  año  previo  al
traspaso  del  servicio  educacional,  el  Plan  Anual  de  Desarrollo  Educativo
Municipal deberá considerar las observaciones que realice el Servicio Local
sobre éste, debiendo establecer en el plan de transición los plazos en que se
remitirán  las  observaciones,  lo  que  en  todo  caso  deberá  ser  previo  a  la
oportunidad señalada en el inciso anterior.”.

58)  Reemplázase  el  artículo  vigésimo  noveno  transitorio,  por  el
siguiente:

“Artículo vigésimo noveno.- De la infracción a las obligaciones del
Plan  de  Transición.  El  alcalde  responderá  por  los  incumplimientos  a  las
obligaciones del plan de transición en que incurra el municipio, ya fuere que
administre directamente o a través de una corporación municipal, sin perjuicio
de las responsabilidades penales y civiles que correspondan ser atribuidas.

Se entenderá por infracción grave al plan de transición:

a) Incumplimiento de la obligación establecida en el  literal  b) del
artículo vigésimo quinto transitorio.

b)  Incumplimiento  de la  obligación  de  realizar  el  pago  íntegro  y
oportuno  de  las  remuneraciones  del  personal  que  presta  el  servicio
educacional.

c)  Incumplimiento  de  la  obligación  de  no  generar  nueva  deuda
previsional, según establece el literal d) del artículo vigésimo quinto transitorio.

d)  Incumplimiento  de los  objetivos  financieros  establecidos en el
plan,  en  especial  de  la  obligación  de  mantener  un  adecuado  balance  de
ingresos y gastos, conforme a lo regulado en el literal h) del artículo vigésimo
quinto transitorio.
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e) Uso de los recursos transferidos, de acuerdo a lo dispuesto en el
literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio, en actividades distintas de las
determinadas por el plan de transición.

Sobre estas infracciones deberá aplicarse,  al  menos,  una de las
sanciones  contenidas  en  los  literales  c),  d),  e)  y  f)  del  artículo  siguiente,
pudiendo siempre  fijarse,  conjuntamente  a  la  sanción  impuesta,  alguna  de
aquellas sanciones y medidas de los literales a) y b) del mismo artículo.

Son infracciones menos graves las siguientes:

a)  Incumplimiento  de  las  observaciones  que  el  Ministerio  de
Educación realice respecto del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal,
regulado en el artículo 4 de la ley N° 19.410.

b)  Incumplimiento  de  las  obligaciones  del  deber  de  información
contenido en el literal i) del artículo vigésimo quinto transitorio.

c) No postular a las convocatorias de mantenimiento y conservación
de infraestructura; o habiéndose adjudicado fondos para ello, no ejecutarlos en
los  plazos  establecidos,  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  literal  a)  del
artículo vigésimo quinto transitorio.

d) No ejecutar las acciones y medidas que faciliten el traspaso del
servicio educativo.

Sobre  estas  infracciones  solo  podrán  aplicarse  las  sanciones  y
medidas contenidas en los literales a), b), c) o d) del artículo siguiente.

Son infracciones leves aquellos incumplimientos de las obligaciones
contenidas en el  plan de transición que no se encuentren calificadas como
graves o menos graves en virtud del  presente artículo,  en cuyo caso solo
podrán aplicarse las sanciones y medidas contenidas en los literales a), b) o c)
del artículo siguiente.

El órgano encargado de imponer las sanciones por infracción a las
obligaciones a que se refiere este artículo será la Contraloría General de la
República, según el procedimiento al que se refiere el artículo vigésimo noveno
bis. La reiteración de infracciones graves o menos graves será considerada por
dicho órgano como circunstancia agravante de responsabilidad.”.

59) Agrégase el artículo vigésimo noveno bis transitorio, nuevo:

“Artículo vigésimo noveno bis.- De las sanciones y medidas a las
infracciones  del  plan  de  transición.  Si,  en  el  ejercicio  de  sus  facultades
fiscalizadoras,  la  Superintendencia  de  Educación  verificare  una  o  más
infracciones a las obligaciones de un plan de transición,  deberá remitir  los
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antecedentes respectivos a la Contraloría General de la República, que los
ponderará  en  su  mérito  y,  en  caso  de  estimarlo  procedente,  iniciará  un
procedimiento sancionatorio.

Considerando  la  gravedad  y  naturaleza  de  las  infracciones
acreditadas, la Contraloría impondrá, conjunta o separadamente, alguna de las
siguientes sanciones o medidas:

a)  Amonestación  por  escrito,  debiendo  precisar  la  infracción,
además de las medidas y plazos para subsanarla. En este caso, el municipio
deberá publicar la amonestación en la página de inicio de su sitio web y en
todas sus cuentas institucionales de redes sociales;

b) Instruir la capacitación de los funcionarios que hubieren tenido
participación en los hechos que constituyeron la infracción;

c)  Instruir  que  se  subsanen,  conforme  a  derecho,  los  actos  u
omisiones  que  configuraron  la  infracción,  dentro  de  un  plazo  determinado,
pudiendo  solicitar  el  inicio  de  un  procedimiento  de  invalidación  cuando
correspondiere;

d) Censura, en los términos señalados en el artículo 122 del decreto
con fuerza de ley N°29, de 2005, del Ministerio de Hacienda;

e) Multa de un 20% a 50% sobre la remuneración o dieta, según
corresponda;

f) La suspensión del empleo desde treinta días a tres meses.

En  el  caso  de  que  se  acredite,  además,  la  responsabilidad
administrativa  de  funcionarios  municipales,  la  Contraloría  podrá  aplicar  las
sanciones correspondientes, de conformidad a lo dispuesto en este artículo y a
las demás normas que le sean aplicables.

Con todo, en aquellos casos que la Contraloría determine que se
configura la causal de notable abandono de deberes, dispuesta en el literal c)
del artículo 60 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del
Interior, deberá remitir los antecedentes al Tribunal Electoral Regional que sea
competente y procederá a sustanciar  el  procedimiento respectivo,  según lo
dispuesto en el artículo 51 inciso final del referido decreto con fuerza de ley,
comunicando dicha decisión a la Superintendencia de Educación.

Una  vez  ejecutoriada  la  sanción  que  se  aplique  en  virtud  del
presente  artículo,  el  organismo  competente  así  lo  notificará  al  concejo
municipal, en la sesión más próxima que éste celebre. Asimismo, dicha sanción
se deberá incluir en la cuenta pública a que hace referencia el artículo 67 del
decreto  con  fuerza  de  ley  N°1,  de  2006,  del  Ministerio  del  Interior,  e
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incorporarse  en  el  extracto  de  la  misma,  que  deberá  ser  difundida  a  la
comunidad.

Respecto de lo dispuesto en el  literal  c) del presente artículo,  la
Superintendencia  de  Educación  hará  seguimiento  de  la  ejecución  y
cumplimiento  de  las  medidas  de  subsanación,  pudiendo  disponer  medidas
adicionales en el caso de infracciones sobre la rendición o uso de recursos
otorgados  en  virtud  del  plan  de  transición.  Asimismo,  si  la  fiscalización
practicada por la Superintendencia da cuenta de infracciones respecto al uso y
rendición de los recursos señalados en el inciso precedente, ésta podrá instruir
un  procedimiento  en  virtud  de  las  reglas  generales  dispuestas  en  la  ley
N°20.529, sin perjuicio de las sanciones que establezca la Contraloría.

Lo  dispuesto  en el  presente  artículo  no  obstará  la  atribución  de
responsabilidades civiles y/o penales, cuando correspondan.”.

60)  Reemplázase  el  artículo  trigésimo segundo  transitorio  por  el
siguiente:

“Artículo trigésimo segundo.-Administrador provisional. Previo a la
fecha de traspaso del servicio educacional, la Superintendencia de Educación
podrá nombrar un administrador provisional en uno o más establecimientos
educacionales de administración municipal, ya fuere que dicha administración
sea directa o a través de corporaciones municipales, tanto en los casos del
artículo 89 de la ley N° 20.529, como en aquellos que la Superintendencia
verifique el incumplimiento de las observaciones que el Ministerio de Educación
realice respecto del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, o acredite
alguna de las circunstancias calificadas como infracciones graves al plan de
transición, conforme a lo establecido en el artículo vigésimo noveno transitorio.

La Superintendencia de Educación podrá resolver,  fundado en la
gravedad o el riesgo inminente de afectar el funcionamiento de todo el servicio,
que el administrador provisional ejerza sus funciones respecto de la totalidad
de  los  establecimientos  educacionales  de administración  municipal  o  de  la
corporación municipal, según corresponda.

El administrador provisional regulado en el presente artículo durará
en su cargo hasta el término del año laboral docente en curso. Este plazo será
prorrogable por períodos iguales y sucesivos, cuando ello sea necesario para
garantizar el ejercicio del derecho a la educación de los estudiantes, así como
la continuidad del servicio educacional en los establecimientos educacionales,
y/o facilitar el adecuado traspaso de éstos a los Servicios Locales. Con todo,
las facultades del administrador provisional cesarán en el momento en que se
verifique el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el
artículo octavo transitorio.
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Para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, el
administrador provisional deberá:

a) Ordenar que se realice una auditoría, que abarque al menos los
dos últimos años lectivos anteriores a su nombramiento, excepto en los casos
en que se hubiera realizado la auditoría contemplada en el artículo vigésimo
sexto transitorio de la presente ley.

b) Elaborar anualmente una propuesta que contenga las menciones
del plan a que se refiere el artículo 4 de la ley N° 19.410, sólo en lo pertinente
al o los establecimientos educacionales que administre. Dicha propuesta se
entenderá parte integrante, para todos los efectos legales, del plan presentado
en  conformidad  con el  inciso  primero  del  artículo  5  de  dicha ley,  para  su
respectiva aprobación por el concejo municipal.

Desde la fecha de su nombramiento, el administrador provisional
será el único habilitado para percibir los aportes y transferencias del Estado del
sector educación, respecto de los establecimientos por los que fue designado.
En  consecuencia,  el  sostenedor  quedará  inhabilitado  para  percibir  dichos
recursos.

El  administrador  provisional  podrá  adquirir  la  calidad  de sucesor
legal  del  sostenedor  en  los  convenios  que  éste  hubiere  celebrado  con
entidades  públicas,  para  lo  cual  será  necesaria  la  suscripción  de  un
instrumento entre el administrador y la entidad pública. En estos casos, serán
inoponibles al administrador provisional los efectos de los incumplimientos de
los convenios en que hubiere incurrido el sostenedor.

El  administrador  provisional  será  considerado  sostenedor  para
efectos de suscribir convenios con entidades públicas.

Si el administrador provisional incurre en alguna de las infracciones
del plan de transición reguladas en el artículo vigésimo noveno transitorio, la
Superintendencia podrá poner término anticipado a su nombramiento.

En todo lo no previsto en este artículo, las normas del Párrafo 6°,
Título III, de la ley N° 20.529, se aplicarán supletoriamente.”.

61)  Elimínase,  en  el  inciso  final  del  artículo  trigésimo  tercero
transitorio, la expresión “de los convenios de ejecución”.

62) Modifícase el artículo trigésimo cuarto transitorio en el siguiente
sentido:

a) Elimínase, en el inciso primero, la frase “, haya o no haya suscrito
el Plan de Transición,”.
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b) Reemplázase, en el numeral i. del inciso segundo, la expresión
“en el respectivo convenio de ejecución” por “la respectiva resolución”.

c) Agrégase, en el numeral ii. del inciso segundo, después del punto
aparte, que pasa a ser seguido, la frase “En este último caso, el estado de
pago deberá considerar el total de la deuda generada a la fecha de emisión del
informe.”.

d) En el inciso cuarto, reemplázase, la frase “la obligada”, por la
frase  “la  única  obligada”  y  elimínase  la  frase  final  “En  caso  de  que  la
municipalidad o corporación municipal no pague total o parcialmente dichas
deudas antes del traspaso del servicio educacional, el Ministerio de Educación,
con autorización de la Dirección de Presupuestos, pagará directamente a las
instituciones o a las personas que corresponda las obligaciones señaladas en
el  numeral  ii,  y  podrá  siempre  pagar,  en  las  mismas  condiciones,  las
obligaciones establecidas en el numeral iii.”.

e) Elimínase los incisos quinto, sexto y séptimo.

f) Reemplázase, en el actual inciso octavo, que ha pasado a ser
quinto, la frase “convenio de ejecución” por “plan de transición”.

63) Agrégase el siguiente artículo trigésimo cuarto bis transitorio,
nuevo:

“Artículo trigésimo cuarto bis.- Del pago de la deuda previsional de
las municipalidades o corporaciones municipales y sus efectos. Si al momento
del traspaso la municipalidad o corporación municipal no hubiere pagado, total
ni  parcialmente,  las  deudas  a  que  refiere  el  inciso  cuarto  del  artículo
precedente, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de
Presupuestos, pagará directamente a las instituciones, o a las personas que
corresponda,  las  obligaciones señaladas en el  numeral  ii,  y  podrá siempre
pagar, en las mismas condiciones, las obligaciones establecidas en el numeral
iii, ambas del inciso segundo del artículo anterior.

En  el  caso  de  que  se  haya  efectuado  el  pago  en  los  términos
descritos en el  presente artículo,  se dispondrá el  reintegro de los recursos
destinados para dicho fin por parte de las entidades deudoras, de conformidad
a las reglas establecidas en el artículo siguiente.

Efectuado  el  pago  de  las  deudas  ya  señaladas,  el  Fisco  se
subrogará en los derechos de los acreedores que correspondan respecto al
municipio  o  corporación  municipal  deudora,  cuya  obligación  de  pago  será
imprescriptible.

En ningún caso lo dispuesto en el presente artículo se entenderá
como una concurrencia a la responsabilidad del pago por parte del Ministerio
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de  Educación,  de  las  deudas  contraídas  por  municipios  o  corporaciones
municipales, correspondiendo únicamente a una facultad que podrá ejercerse
según lo dispuesto en este artículo.”.

64) Agrégase el  siguiente artículo trigésimo cuarto  ter transitorio,
nuevo:

“Artículo trigésimo cuarto ter.- Mecanismo de reintegro de la deuda
previsional municipal. Los recursos fiscales que se utilicen para el pago de las
deudas  municipales  a  que  se  refiere  el  artículo  precedente,  podrán  ser
descontados del Fondo de Apoyo a la Educación Pública establecido en el
artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845. Con el mismo fin, el
Ministerio de Educación podrá dejar sin efecto las retenciones de subvenciones
que haya aplicado a la municipalidad o corporación municipal respectiva en
virtud de la normativa educacional vigente, con el solo objeto de que estos
recursos se destinen a pagar directamente por el Ministerio las obligaciones
señaladas en el inciso cuarto del artículo trigésimo cuarto transitorio.

En caso de no cubrirse la totalidad de dichos recursos fiscales, el
remanente será descontado de los montos que a la municipalidad respectiva le
corresponda  percibir  por  su  participación  en  el  Fondo  Común  Municipal,
establecido en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, cuyo
texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo
Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior.

Para efectos de lo establecido en el inciso anterior, facúltase a la
Tesorería  General  de  la  República  para  retener  un  porcentaje  de  la
participación  anual  del  Fondo  Común  Municipal  que  le  corresponde  a  los
municipios que se encuentran obligados al  reintegro dispuesto en el  inciso
segundo del artículo precedente, de conformidad a lo solicitado por el Ministerio
de Educación, hasta el pago total de la deuda.

Para  la  retención  indicada  en  el  inciso  anterior,  anualmente,  el
Ministerio de Educación informará a la Tesorería General de la República la
nómina  de  municipios  que  se  encuentran  afectos  al  reintegro  de  recursos
fiscales,  debiendo indicar,  al  menos,  el  monto  de la  deuda que haya sido
pagado por el Ministerio de Educación con arreglo al artículo trigésimo cuarto
bis transitorio, el periodo estipulado para el reintegro de los recursos utilizados
para el pago y el monto de la retención anual sobre la participación que le
corresponda en el Fondo Común Municipal.

Lo establecido en los incisos anteriores deberá ser informado por el
Ministerio  de  Educación  a  la  Subsecretaría  de  Desarrollo  Regional  y
Administrativo.

La Tesorería General de la República deberá enterar los dineros
retenidos,  en  virtud de los incisos anteriores,  a  las  rentas  generales de la
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Nación, en un plazo de 30 días contados desde la fecha en que se verifique la
retención al municipio respectivo.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, que además
deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda y por el Ministro del Interior y
Seguridad Pública, regulará, al menos, la fórmula del mecanismo de reintegro,
el  número y monto de las retenciones que corresponderá en cada caso, el
porcentaje respectivo a retener, el porcentaje máximo del ingreso permanente
a retener, y los demás términos y condiciones de las materias contenidas en el
presente artículo.”.

65) Modifícase el artículo trigésimo quinto transitorio en el siguiente
sentido:

a) En el inciso primero, reemplázase, la frase “y el momento en que
se haga efectivo el traspaso” por “y hasta dos años después del traspaso” y
agrégase, a continuación de la palabra “sostenedor,”, la frase “la prestación del
servicio educacional”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Asimismo, la Dirección de Educación Pública podrá realizar trámites
para la correcta implementación de los Servicios Locales de Educación Pública
desde su entrada en funcionamiento y hasta que se haga efectivo el traspaso
del servicio educacional, tales como, inicio de actividades ante el Servicio de
Impuestos  Internos,  arriendo  de  las  dependencias  provisorias  o  definitivas,
autorización y apertura de cuentas corrientes bancarias, suscripción de pólizas
de seguros y,  en general,  la suscripción de actos o realización de trámites
administrativos necesarios para la realización de los objetivos descritos, ante la
Dirección de Presupuestos, Contraloría General de la República, instituciones
bancarias, y toda otra institución pública o privada respecto de las cuales se
requieran diligencias de idéntica o similar naturaleza. Asimismo, se autoriza a la
Dirección  de  Educación  Pública  a  adquirir  bienes  y  servicios  o  activos  no
financieros, para el o los respectivos Servicios Locales de Educación Pública,
con cargo al programa presupuestario de “Gastos Administrativos” de estos.”.

c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Mientras  no  haya sido  traspasado el  servicio  educacional  a  los
Servicios  Locales  de  Educación  y  hasta  10  años  después  de  haberse
efectuado,  la  Dirección  de  Educación  Pública  podrá  solicitar  a  las
municipalidades  cualquier  información  relevante  para  el  procedimiento  de
traspaso y la correcta instalación de los Servicios Locales.”.

66) Modifícase el artículo trigésimo octavo transitorio en el siguiente
sentido:
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a) Agrégase, en el literal b) del numeral 1., a continuación de la frase
“como factor preponderante la experiencia laboral”, lo siguiente “afín al cargo
que se postula. Estos concursos podrán considerar actividades inductivas, que
permitan a los postulantes avanzar en el proceso de selección”.

b) Agrégase al numeral 2. el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“A  más  tardar  tres  meses  antes  del  traspaso  del  servicio
educacional,  el  Servicio  Local,  en  coordinación  con  la  municipalidad  o
corporación  municipal  correspondiente,  deberá  efectuar  actividades  de
capacitación destinadas al personal seleccionado, con el objeto de mejorar la
gestión del servicio una vez efectuado el traspaso del servicio educacional.”.

67) Agrégase el siguiente artículo trigésimo noveno bis transitorio,
nuevo:

“Artículo  trigésimo  noveno  bis.-  Adelantos  del  Fondo  Común
Municipal. Las municipalidades podrán solicitar adelantos del Fondo Común
Municipal para efectos de pagar las indemnizaciones de cargo fiscal a que se
refieren los artículos trigésimo octavo y trigésimo noveno transitorios de la ley
N° 21.040.

Para  efectos  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  el  municipio
deberá  acreditar  el  pago  íntegro  y  oportuno  de  las  remuneraciones  y
cotizaciones  previsionales  de  los  trabajadores  y  trabajadoras  del  servicio
educacional.

Los  descuentos  correspondientes  serán  autorizados  mediante
resolución de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, los que se aplicarán en
el tiempo intermedio entre el pago a los beneficiarios de las indemnizaciones y
el reembolso de los recursos que se entere a la municipalidad o corporación
municipal, según corresponda.”.

68)  Modifícase el  artículo  cuadragésimo primero transitorio  en  el
siguiente sentido:

a) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Los  asistentes  de  la  educación  que  cumplen  funciones  en
establecimientos educacionales serán traspasados a los Servicios Locales de
Educación, fecha desde la cual pasarán a regirse por la ley N°21.109.”.

b)  Reemplázase,  en  el  inciso  cuarto,  la  frase  “se  regirá  por  la
normativa laboral de los asistentes de la educación vigente al momento del
traspaso” por la oración “pasará a regirse por la ley N°21.109.”.
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69)  Reemplázase,  en  el  inciso  cuarto  del  artículo  cuadragésimo
segundo transitorio, la frase “seis meses contados” por “un año contado”, y la
frase “dichos seis meses” por “dicho año”.

70) Modifícase el artículo cuadragésimo segundo bis, en el siguiente
sentido:

a) Agrégase, en el inciso primero, entre la frase “municipales a los
asistentes”  y  la  frase  “de  la  educación  que  se  traspasen”,  la  frase  “y
profesionales”.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Lo señalado previamente en este artículo será también aplicable a
los  profesionales  de  la  educación  que  se  traspasen  al  Servicio  Local  de
Educación respectivo, con la particularidad de que el mecanismo de cálculo
descrito en el inciso segundo, para la estimación del cociente respectivo tendrá
como fecha de referencia, en lugar de diciembre de 2017, diciembre de 2023.”.

71)  Reemplázase  el  inciso  final  del  artículo  cuadragésimo  sexto
transitorio, por el siguiente:

“La obligación de elaborar el Plan Anual, regulada en el artículo 46
de esta ley, entrará en vigencia para cada Servicio Local el año en que se les
traspase el servicio educativo. Sin perjuicio de esto, durante dicho año regirán
los  Planes  Anuales  de  Desarrollo  Educativo  Municipal  de  los  territorios
traspasados al Servicio Local. Con todo, el Director Ejecutivo estará facultado
para  modificar  dichos  planes,  como  sucesor  de  las  municipalidades
correspondientes, conforme al procedimiento establecido en el artículo 46 de
esta ley.”.

72)  Agrégase  el  siguiente  artículo  cuadragésimo  sexto  bis
transitorio, nuevo:

“Artículo cuadragésimo sexto bis.- Elaboración del primer convenio
de gestión educacional. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública
elaborar  la  propuesta  del  primer  convenio  de  gestión  educacional  de  los
directores ejecutivos de los Servicios Locales, una vez aprobado el perfil de
selección por el Consejo de Alta Dirección Pública. Desde el momento de la
aprobación  del  referido  perfil  se  podrá  convocar  al  concurso  público  de
selección del Director Ejecutivo.

El  Comité Directivo Local  tendrá el  plazo de treinta días hábiles
contados desde la presentación de la propuesta del convenio de gestión, por
parte de la Dirección de Educación Pública, para emitir un informe en el cual
propondrá las prioridades para dicho convenio, velando especialmente porque
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considere los aspectos necesarios para evaluar el desempeño del Director en
el proceso de instalación del Servicio local.

La Dirección de Educación Pública, teniendo a la vista el referido
informe, elaborará la propuesta final de convenio que remitirá al Ministerio de
Educación para su sanción.”.

73) Agrégase el siguiente artículo quincuagésimo sexto transitorio,
nuevo:

“Artículo quincuagésimo sexto.- Funciones transitorias del Comité de
Ministros para el Sistema de Educación Pública. El Comité de Ministros para el
Sistema de Educación Pública considerará dentro de sus funciones, además
de aquellas señaladas en el  artículo 64, la  coordinación de acciones entre
distintos ministerios, y entre los servicios públicos relacionados a ellos, a fin de
apoyar la entrada en funcionamiento de los Servicios Locales,  además del
proceso de traspaso de los servicios educacionales.

Esta  función  se  considerará  como  una  de  aquellas  que  deberá
desarrollar  el  Comité  hasta  que  terminen  los  traspasos  de  servicios
educacionales desde municipalidades o corporaciones municipales a Servicios
Locales.”.

74)  Agrégase  el  siguiente  artículo  quincuagésimo  séptimo
transitorio, nuevo:

“Artículo  quincuagésimo  séptimo.-  Funciones  transitorias  de  la
coordinación regional. La mesa ejecutiva de coordinación regional considerará
dentro de sus funciones, además de aquellas señaladas en el artículo 64 bis, la
articulación de competencias entre las entidades públicas de la región, con el
fin de adoptar medidas que favorezcan las condiciones de traspaso de los
servicios  educacionales  dependientes  de  municipios  y/o  corporaciones
municipales a los Servicios Locales de Educación Pública.”.

Artículo 2°.- Modifícase el artículo trigésimo séptimo transitorio de la
ley N°20.845, en el siguiente sentido:

1) Agrégase en el ordinal ii. del inciso segundo, a continuación del
punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase “Estas acciones podrán
incluir  reparaciones  en  infraestructura  y  la  adquisición  del  equipamiento  y
mobiliario  necesario  para  asegurar  la  correcta  prestación  del  servicio
educacional  en  establecimientos  dependientes  de  Servicios  Locales,
considerando la normativa vigente.”.

2) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo:
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“En el caso de las municipalidades y corporaciones municipales, los
recursos del Fondo serán transferidos después de la dictación de la resolución
que establezca su plan de transición, la que determinará los requisitos para
acceder a ellos y los fines específicos en que se podrán destinar los montos
correspondientes,  de  acuerdo con lo  indicado en  el  inciso  tercero  de  este
artículo. El plan de transición deberá incluir objetivos financieros que permitan
preparar o llevar adelante un adecuado traspaso del servicio educativo a los
Servicios Locales de Educación, y se sujetarán a lo señalado en el artículo
vigésimo sexto transitorio de la ley N° 21.040. Durante su vigencia, el Ministerio
de  Educación,  a  través  de  las  Secretarías  Regionales  Ministeriales,
desarrollará  acciones  de  seguimiento  y  apoyo  a  las  municipalidades  y
corporaciones  municipales  que  faciliten  su  adecuado  cumplimiento,
considerando  las  orientaciones  técnicas  que  entregue  la  Dirección  de
Educación Pública.”.

3) Reemplázase, en el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser
quinto, el guarismo “2025” por ”2029”.

Artículo 3°.- Agrégase, en la ley N° 19.979, el siguiente artículo 9
bis, nuevo:

“Artículo 9° bis.- En cada establecimiento de educación parvularia
que  reciba  aportes  y/o  subvención  del  Estado  deberá  existir  un  Consejo
Parvulario, el cual promoverá la forma de desarrollar el potencial de niños y
niñas,  en  contextos  de  satisfacción  de  sus  necesidades,  respeto  por  sus
particularidades y resguardo de sus derechos. Esto se hará a través de la
participación de la comunidad educativa, por medio de diálogos abiertos entre
todos los actores que la componen.

El Consejo Parvulario es una instancia integrada a lo menos por la
directora o director del establecimiento que lo presidirá; por el sostenedor o un
representante designado por éste; un o una educadora de párvulos elegida por
sus pares del establecimiento; un o una representante de los asistentes de la
educación  del  establecimiento  elegido  por  sus  pares  mediante  un
procedimiento previamente establecido por éstos y el presidente del centro de
padres, madres y apoderados.

Cada Consejo parvulario deberá convocar al menos cuatro sesiones
en el año. El quorum de funcionamiento será la mayoría de sus miembros.

El  Consejo  Parvulario  tendrá  carácter  informativo,  consultivo,
propositivo, salvo que el sostenedor decida darle el carácter de resolutivo. En
todo caso el carácter de resolutivo del Consejo Parvulario podrá revocarse por
parte del sostenedor al inicio de cada año escolar.

El quehacer del Consejo se enmarcará en el proyecto educativo del
establecimiento,  específicamente  en  los  temas  relacionados  con  gestión  y
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participación.  En esta  línea,  será  consultado a lo  menos en los  siguientes
aspectos:

A. El proyecto educativo institucional.

B. Las metas del establecimiento y los proyectos de mejoramiento
propuestos.

C. El informe escrito de la gestión educativa del establecimiento que
realiza  el  Director  anualmente,  antes  de  ser  presentado  a  la  comunidad
educativa.

D. El calendario detallado de la programación anual y las actividades
extracurriculares, incluyendo las características específicas de éstas.

E.  La  elaboración  y  modificaciones  al  reglamento  interno  del
establecimiento,  sin  perjuicio  de la aprobación del  mismo, si  se le hubiese
otorgado esa atribución. Con este objeto, el Consejo organizará una jornada
anual  de  discusión  para  recabar  las  observaciones  e  inquietudes  de  la
comunidad escolar respecto de dicha normativa.

F. Propuestas que hará la directora o director del establecimiento al
sostenedor.

El Consejo no podrá intervenir en aspectos pedagógicos, y su rol
fundamental  será  servir  de  apoyo  a  la  gestión  administrativa  del
establecimiento.

Asimismo,  no  podrá  intervenir  en  funciones  que  sea  de
competencias de otros organismos del establecimiento educacional.

El sostenedor hará llegar al Departamento Provincial del Ministerio
de Educación una copia del acta constitutiva del Consejo Parvulario la que
deberá indicar: identificación del establecimiento, fecha y lugar de constitución;
integración del Consejo Parvulario; funciones informativas, consultivas y otras
que  hayan  quedado  establecidas;  y  su  organización,  atribuciones,
funcionamiento y periodicidad.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.-  Entrada en vigencia de la ley.  La presente ley
entrará  en  vigencia  a  la  fecha  de  su  publicación,  sin  perjuicio  de  las
excepciones establecidas en las siguientes disposiciones transitorias.

Artículo segundo.- Entrada en vigencia de las modificaciones al Plan
de Transición. La Subsecretaría de Educación dictará gradualmente, dentro del
plazo de dieciocho meses desde la publicación de esta ley, las resoluciones

154



que sean necesarias para la implementación de un Plan de Transición en cada
municipalidad  que  aún  no  haya  traspasado  el  servicio  educacional  de  su
dependencia a un Servicio Local, según lo dispuesto en el artículo vigésimo
quinto transitorio de la ley 21.040.

Para  determinar  el  orden  y  prioridad  en  que  se  dictarán  las
resoluciones  señaladas,  la  Subsecretaría  deberá  considerar  los  siguientes
criterios:

a) La proximidad del traspaso del servicio educacional del municipio
o corporación municipal respectiva a un Servicio Local de Educación Pública.

b) La existencia de deuda previsional o remuneracional respecto de
su dotación y la magnitud de la misma.

c)  La  existencia  de  antecedentes  expresivos  de  una  gestión
administrativa o financiera crítica.

Los convenios de ejecución  de los  planes de transición,  que se
hubieren  suscrito  de  forma  previa  a  la  publicación  de  esta  ley  y  que  se
encuentren vigentes, deberán adecuarse con el objeto de que se ajusten a la
normativa vigente. El Ministerio de Educación coordinará la actualización de
todos los convenios que se encuentren vigentes en un plazo máximo de 180
días desde la publicación de esta ley y,  una vez que las adecuaciones se
hayan suscrito por ambas partes, deberá remitirlas a la Superintendencia de
Educación para su conocimiento.

Artículo tercero.- Entrada en vigencia del Comité de Ministros para el
Sistema de Educación Pública. El Comité establecido en el artículo 64 de la ley
21.040 sesionará  ordinariamente  de forma excepcional  y,  por  primera  vez,
dentro de los dos meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley. Sin
embargo, si la ley se publicare durante el último trimestre del año calendario, el
artículo 64 entrará en vigencia el año siguiente al de la publicación de esta ley,
realizándose la primera sesión ordinaria dentro del primer trimestre de dicho
año.

Artículo cuarto.-  Entrada en vigencia de las modificaciones a los
instrumentos de gestión. En el caso de las modificaciones introducidas a la
Estrategia Nacional de Educación Pública, reguladas en el artículo 6, serán
aplicables para la próxima elaboración que corresponda llevar a cabo.

Las modificaciones introducidas por  esta  ley  a  los  convenios  de
gestión educacional, a los Planes Estratégicos Locales y los respectivos Planes
Anuales de los Servicios Locales ya instalados, deberán ser consideradas en la
suscripción o elaboración de los instrumentos que sucedan a los vigentes a la
fecha de publicación de la presente ley.
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Artículo  quinto.-  Entrada  en  vigencia  de  modificaciones  a  las
instancias de participación local. En el caso de los Servicios Locales en los que
ya se encuentren constituidos sus respectivos Comités Directivos Locales y
Consejos Locales, las modificaciones introducidas a los artículos 31 y 50 de la
ley N°21.040 regirán para el próximo proceso de designación o elección de
representantes.

Artículo  sexto.-  Entrada  en  vigencia  de  reglamentos.  Los
reglamentos indicados en el artículo 10 literal k), artículo 18 bis, artículo 27 bis,
artículo 64 bis, artículo décimo quinto transitorio y artículo vigésimo primero
transitorio literal b), todos de la ley N°21.040, deberán ser dictados dentro del
plazo de un año a partir de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

Artículo  séptimo.-  Vigencia  de  convenios  de  transición.  Aquellos
municipios que a la publicación de la presente ley hubieren suscrito uno o más
convenios de ejecución de Plan de Transición con el Ministerio de Educación,
continuarán sujetos a estos hasta su fecha de vencimiento, o hasta que sean
dejados  sin  efecto  en  razón  de  un  incumplimiento  de  carácter  grave  y/o
reiterado de las obligaciones convenidas en él.

Si los referidos convenios quedaren sin efecto restando más de seis
meses  para  el  traspaso  del  servicio  educacional  de  la  municipalidad  o
corporación, se dictará respecto de ésta una resolución de Plan de Transición
en los términos establecidos en el artículo vigésimo quinto transitorio de la ley
N°21.040.

Artículo octavo.- Créase en la planta de Directivos, Segundo Nivel
Jerárquico, Título VI de la ley N° 19.882, un cargo de Jefe de Infraestructura,
Mantención y Equipamiento, Grado 6 de la EUS, en los siguientes servicios
locales de educación pública:

1.- Servicio Local de Educación Pública de Huasco, cuya planta fue
fijada por el DFL N°1 de 2018, del Ministerio de Educación.

2.- Servicio Local de Educación Pública de Costa Araucanía, cuya
planta fue fijada por el DFL N°2 de 2018, del Ministerio de Educación.

3.- Servicio Local de Educación Pública de Atacama, cuya planta fue
fijada por el DFL N°14 de 2018, del Ministerio de Educación.

4.- Servicio Local de Educación Pública de Barrancas, cuya planta
fue fijada por el DFL N°32 de 2018, del Ministerio de Educación.

5.- Servicio Local de Educación Pública de Puerto Cordillera, cuya
planta fue fijada por el DFL N°33 de 2018, del Ministerio de Educación.
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6.- Servicio Local de Educación Pública de Chinchorro, cuya planta
fue fijada por el DFL N°39 de 2018, del Ministerio de Educación.

7.- Servicio Local de Educación Pública de Colchagua, cuya planta
fue fijada por el DFL N°60 de 2018, del Ministerio de Educación.

8.-  Servicio  Local  de  Educación  Pública  de  Andalién  Sur,  cuya
planta fue fijada por el DFL N°61 de 2018, del Ministerio de Educación.

9.- Servicio Local de Educación Pública de Llanquihue, cuya planta
fue fijada por el DFL N°62 de 2018, del Ministerio de Educación.

10.- Servicio Local de Educación Pública de Valparaíso, cuya planta
fue fijada por el DFL N°66 de 2018, del Ministerio de Educación.

11.- Servicio Local de Educación Pública de Gabriela Mistral, cuya
planta fue fijada por el DFL N°68 de 2018, del Ministerio de Educación.”.

Artículo noveno.- Reglamento que regula el procedimiento de pago y
reintegro de la deuda municipal. El reglamento indicado en el inciso final del
artículo trigésimo cuarto ter transitorio deberá ser dictados dentro del plazo de
dieciocho meses, a partir de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

Artículo décimo.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de
esta ley, durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se
financiará con cargo a la partida del Ministerio de Educación. No obstante lo
anterior, el Ministerio de Hacienda, podrá suplementar en lo que faltare, con
cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

En los años siguientes se estará a los recursos que contemplen las
respectivas Leyes de Presupuestos del Sector Público.”.

- - - 

ACORDADO

Tratado  y  acordado  en  sesiones  celebradas  los
días: 15 de abril de 2024, con la asistencia de los Honorables Senadores señor
Jaime  Quintana  Leal  (Presidente);  señora  Carmen  Gloria  Aravena  Acuña
(señor  José  García  Ruminot)  y  señores  José  García  Ruminot,  Gustavo
Sanhueza Dueñas y Esteban Velásquez Núñez;  17 de abril de 2024, con la
asistencia  de  los  Honorables  Senadores  señor  Jaime  Quintana  Leal
(Presidente);  señora  Carmen  Gloria  Aravena  Acuña  (señor  José  García
Ruminot) y señores Fidel Espinoza Sandoval, José García Ruminot, Gustavo
Sanhueza Dueñas y Esteban Velásquez Núñez;  24 de abril de 2024, con la
asistencia  de  los  Honorables  Senadores  señor  Jaime  Quintana  Leal
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(Presidente); señora María José Gatica Bertin (señor José García Ruminot) y
señores Fidel Espinoza Sandoval, José García Ruminot, Gustavo Sanhueza
Dueñas y Esteban Velásquez Núñez; 8 de mayo de 2024, con la asistencia de
los  Honorables  Senadores  señor  Jaime  Quintana  Leal  (Presidente)  y  los
señores  José  García  Ruminot,  Gustavo  Sanhueza  Dueñas  y  Esteban
Velásquez Núñez;  15 de mayo de 2024, con la asistencia de los Honorables
Senadores  señor  Jaime  Quintana  Leal  (Presidente)  y  los  señores  Fidel
Espinoza  Sandoval,  José  García  Ruminot,  Gustavo  Sanhueza  Dueñas  y
Esteban Velásquez Núñez;  31 de mayo de 2024,  con la  asistencia de los
Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente) y los señores
Fidel Espinoza Sandoval, José García Ruminot, Gustavo Sanhueza Dueñas y
Esteban Velásquez Núñez y  5 de  junio de 2024,  con la  asistencia  de  los
Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente) y los señores
Fidel Espinoza Sandoval, José García Ruminot, Gustavo Sanhueza Dueñas y
Esteban Velásquez Núñez.

Sala de la Comisión, a 21 de junio de 2024.

RESUMEN EJECUTIVO  

INFORME  DE  LA  COMISIÓN  DE  EDUCACIÓN  RECAÍDO  EN  EL
PROYECTO  DE  LEY,  EN  PRIMER  TRÁMITE  CONSTITUCIONAL,  QUE
MODIFICA  LA  LEY  Nº  21.040  Y  OTROS  CUERPOS  LEGALES,
FORTALECIENDO  LA  GESTIÓN  EDUCATIVA  Y  MEJORANDO  LAS
NORMAS SOBRE ADMINISTRACIÓN E INSTALACIÓN DEL SISTEMA DE
EDUCACIÓN PÚBLICA (BOLETÍN N° 16.705-04)

I. OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Fortalecer
la  Dirección de Educación Pública y precisar el  rol  rector  del  Ministerio  de
Educación, creando instancias y mecanismos que favorezcan la coordinación
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intersectorial.  Asimismo,  se  busca  entregar  herramientas  que  flexibilicen  la
gestión administrativa y financiera de los Servicios Locales de Educación, para
asegurar el traspaso total y adecuado del servicio educativo.

II. ACUERDOS: Aprobado, en general, por unanimidad (5x0).

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO: Consta de tres artículos permanentes y
diez disposiciones transitorias.

IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: Se hace presente que los numerales
19), 20), 21), 39), 40), 45), 46) y 60), del artículo 1° del proyecto de ley en
informe,  que  modifican  los  artículos  29,  30,  31,  octavo,  noveno,  vigésimo,
vigésimo primero y trigésimo segundo transitorio de la ley número 21.040, que
crea el Sistema de Educación Pública, respectivamente, tienen el carácter de
normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en el número
11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

Asimismo,  cabe  hacer  presente  que  el  numeral  38)  del  artículo  1°  de  la
iniciativa legal en informe, en cuanto incorpora un Título V, nuevo, al mismo
cuerpo normativo, el cual contiene los artículos 64 y 64 bis; y el artículo octavo
transitorio, ya citados tienen del mismo modo el referido carácter normativo, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la Carta Fundamental.

En consecuencia, las normas precedentemente transcritas, requieren para su
aprobación de la mayoría absoluta de los senadores en ejercicio, según lo
prevé el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

V. URGENCIA: “Simple”.

VI. ORIGEN E INICIATIVA: Senado. Mensaje de Su Excelencia el Presidente
de la República, señor Gabriel Boric Font.

VII TRÁMITE CONSTITUCIONAL: Primero.

VIII. INICIO DE LATRAMITACIÓN EN EL SENADO: 3 de abril de 2024.

IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: Primer informe, en general.

X.  LEYES  QUE  SE  MODIFICAN  O  QUE  SE  RELACIONAN  CON  LA
MATERIA: 

- Ley N° 21.040, que crea el Sistema de Educación Pública.

-  Ley N° 20.845,  de inclusión escolar  que regula la  admisión de los y  las
estudiantes,  elimina  el  financiamiento  compartido  y  prohíbe  el  lucro  en
establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado.
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- Ley N° 19.979 que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y
otros cuerpos legales.

Valparaíso, a 21 de junio de 2024.
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